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Prólogo 
 

Existe una cantidad cada vez mayor de normatividades, sentencias e instrumentos 

que se encuentran relacionados con la administración de justicia en la que el 

género es un factor importante. 

Debido a esta amplitud, es que se hace necesario el iniciar un proceso de 

compilación que le permita al interesado en el tema la consulta directa de aquellas 

normas que considere oportuno.  

La amplitud de disposiciones sobre el tema, nos obligan a dividir el trabajo en 

diversas secciones y volúmenes que ordenen de manera organizada su búsqueda y 

lectura.  

Para ello es que en este primer volumen se presentan las Convenciones, Protocolos, 

Declaraciones, Convenios relativos a los derechos de la mujer. Posteriormente en el 

segundo volumen de esta compilación se presentan las sentencias de la Corte 

Interamericana de los Derechos Humanos, en las cuales se han tratado temas de 

debate internacional y que son actualmente aplicables al derecho mexicano 

mediante el control de convencionalidad.  

En volúmenes subsecuentes, se presentarán posteriormente las normatividades por 

instancias, teniendo la internacional como primera, posteriormente las 

normatividades federales, pasando por las legislaciones estatales de la república 

mexicana y concluyendo con la legislación aplicable al Estado de Yucatán. 

Este trabajo conlleva una serie de características que no quiero dejar de mencionar. 

En primer lugar se trata de una compilación, antes que de una obra de análisis. Es 

decir, se busca dar accesibilidad a las leyes, acercarlas al usuario final que puede 

ser lo mismo un investigador, que un interesado en la lectura del tema de género. 

Para ello se le acerca el tema y se le proporciona el principal instrumento, la 

normatividad de manera organizada.  



 
 

 

8 

Es incompleta. El tema de género se encuentra siendo ampliado constantemente 

además de ser cambiante. Siempre quedará alguna ley, norma o reglamento 

inconcluso, y más cuando hay estados que están emitiendo normas, creando 

institutos, o la propia CIDH expidiendo nuevas sentencias y resoluciones. Siempre 

existirá algo nuevo, o que ha pasado desapercibido.  

Se busca dar todos los elementos. Las normatividades se han presentado completas 

en su mayoría, así como las resoluciones de la CIDH, las cuales son acompañadas 

de los votos disidentes o complementarios de los jueces cuando los hubiera. 

Usualmente las sentencias se presentan sin estos votos, lo cuál solamente dan una 

versión última, pero estos votos adicionales, en su divergencia, nos muestran las 

luchas de mentalidades que se pueden dar en un tribunal. 

Otro elemento de ayuda que se le proporciona al investigador o interesado en el 

tema, consiste en que se ha dejado este documento “abierto” por lo que el mismo 

puede ser copiado, pueden realizarse búsquedas de palabras en específico, 

pudiendo ser consultado mediante el buscador del programa que se utilice para 

leerlo. Al mismo se le podrá marcar, copiar, imprimir, citar, hacer anotaciones 

dentro del mismo texto.  

Esta compilación se ha dividido en diversos volúmenes que permitan a la persona 

interesada en su consulta, una búsqueda focalizada y sencilla de manejar, citar y 

ubicar. Se busca proporcionar información oportuna, sencilla y eficaz.  

En este primer volumen, el lector encontrará una compilación sobre Convenciones, 

Protocolos, Declaraciones, Convenios los cuales han sido firmados por México, y 

cuya aplicación es de bobservancia obligatoria mediante el control de 

convencionalidad. 

Esperamos contribuir de esta manera al mejor conocimiento de los derechos en 

materia de género, que corresponda a la importancia que el mismo tiene. 

José Israel Herrera  
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CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONCESION DE LOS DERECHOS POLITICOS A LA 

MUJER 
Convención publicada en el Diario Oficial de la Federación, el miércoles 29 de abril de 
1981. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
JOSE LOPEZ PORTILLO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes, 
sabed: 
El día dos de mayo del año de mil novecientos cuarenta y ocho, se concluyó en la ciudad de 
Bogotá, Colombia, la Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos 
Políticos a la Mujer, cuyo texto y forma en español constan en la copia certificada adjunta. 
La citada Convención fue aprobada por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la 
Unión, el día dieciocho del mes de diciembre del año de mil novecientos ochenta, según 
Decreto publicado en el "Diario Oficial" de la Federación del día nueve del mes de enero 
del año de mil novecientos ochenta y uno. 
El Instrumento de Adhesión, firmado por mí el día dos del mes de marzo del año de mil 
novecientos ochenta y uno fue depositado, ante la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, el día veinticuatro del mes de marzo del propio año. 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la Fracción 
Primera del Artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, a 
los treinta días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y uno.- José López 
Portillo.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda.- Rúbrica. 
La C. Aída González Martínez, Oficial Mayor de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
Certifica: 
Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención 
Interamericana sobre Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer, firmada en la ciudad 
de Bogotá, Colombia, el día dos del mes de mayo del año de mil novecientos cuarenta y 
ocho, cuyo texto y forma en español son los siguientes: 
CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE CONCESION DE LOS DERECHOS 
POLITICOS A LA MUJER 
Los Gobiernos representados en la Novena Conferencia Internacional Americana, 
CONSIDERANDO: 
Que la mayoría de las Repúblicas Americanas, inspirada (sic) en elevados principios de 
justicia ha concedido los derechos políticos a la mujer; 
Que ha sido una aspiración reiterada de la comunidad americana equilibrar a hombres y 
mujeres en el goce y ejercicio de los derechos políticos; 
Que la Resolución XX de la VII Conferencia Internacional Americana expresamente 
declara: 
"Que la mujer tiene derecho a igual tratamiento político que el hombre"; 
Que la mujer de América, mucho antes de reclamar sus derechos, ha sabido cumplir 
noblemente todas sus responsabilidades como compañera del hombre; 
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Que el principio de igualdad de derechos humanos de hombres y mujeres está contenido en 
la Carta de las Naciones Unidas; 
Han resuelto: 
Autorizar a sus respectivos Representantes, cuyos Plenos Poderes han sido encontrados en 
buena y debida forma, para suscribir los siguientes artículos: 
ARTICULO 1. Las Altas Partes Contratantes convienen en que el derecho al voto y a ser 
elegido para un cargo nacional no deberá negarse o restringirse por razones de sexo. 
ARTICULO 2. La presente Convención queda abierta a la firma de los Estados 
Americanos y será ratificada de conformidad con sus respectivos procedimientos 
constitucionales. El instrumento original, cuyos textos en español, francés, inglés y 
portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la cual enviará copias certificadas a los Gobiernos 
para los fines de su ratificación. Los instrumentos de ratificación serán depositados en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y ésta notificará dicho 
depósito a los Gobiernos signatarios. Tal notificación valdrá como canje de ratificaciones. 
La presente es copia fiel y completa en español de la Convención Interamericana sobre 
Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer, firmada en la ciudad de Bogotá, Colombia, 
el día dos del mes de mayo del año de mil novecientos cuarenta y ocho. 
Extiendo la presente, en tres páginas útiles, en Tlatelolco, Distrito Federal, a los veintitrés 
días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y uno, a fin de incorporarla al 
Decreto de Promulgación respectivo.- La C. Aída González Martínez.- Rúbrica. 
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CONVENCION SOBRE LA NACIONALIDAD DE LA 
MUJER CASADA 

TEXTO ORIGINAL. 
Convenio publicado en el Diario Oficial de la Federación, el jueves 25 de octubre de 1979. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
JOSE LOPEZ PORTILLO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes, 
sabed: 
El día veinte del mes de febrero del año mil novecientos cincuenta y siete, se abrió a firma 
en la ciudad de Nueva York, la Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada, 
cuyo texto y forma en español constan en la copia certificada adjunta. 
La anterior Convención fue aprobada por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la 
Unión, el día veinte del mes de diciembre del año mil novecientos setenta y ocho, según 
Decreto publicado en el "Diario Oficial" de la Federación del día veinticuatro del mes de 
enero del año mil novecientos setenta y nueve. 
El instrumento de Adhesión, firmado por mí el día veintiséis del mes de febrero del año mil 
novecientos setenta y nueve, fue depositado, ante el Secretario General de la Organización 
de las Naciones Unidas, el día cuatro del mes de abril del propio año. 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la Fracción 
Primera del Artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, a 
los ocho días del mes de octubre del año mil novecientos setenta y nueve.- José López 
Portillo.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores Encargado del Despacho, 
Alfonso de Rosenzweig-Díaz C.- Rúbrica. 
La C. Aida González Martínez, Oficial Mayor de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
certifica: 
Que en los Archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención sobre la 
Nacionalidad de la Mujer Casada, abierta a firma en Nueva York, el día veinte del mes de 
febrero del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo texto y forma en español son los 
siguientes: 
CONVENCION SOBRE LA NACIONALIDAD DE LA MUJER CASADA 
Los Estados contratantes, 
Reconociendo que surgen conflictos de ley y de práctica en materia de nacionalidad a causa 
de las disposiciones sobre la pérdida y adquisición de la nacionalidad de la mujer como 
resultado del matrimonio, de su disolución, o del cambio de nacionalidad del marido 
durante el matrimonio, 
Reconociendo que, en el artículo 15 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la 
Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó que "toda persona tiene derecho a 
una nacionalidad" y que "a nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del 
derecho a cambiar de nacionalidad", 
Deseosos de cooperar con las Naciones Unidas para extender el respeto y la observancia 
universales de los derechos humanos y de las libertades fundamentales para todos, sin 
distinción de sexo, 
Han convenido en las disposiciones siguientes: 
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ARTICULO 1 
Los Estados contratantes convienen en que ni la celebración ni la disolución del 
matrimonio entre nacionales y extranjeros, ni el cambio de nacionalidad del marido 
durante el matrimonio, podrán afectar automáticamente a la nacionalidad de la mujer. 
ARTICULO 2 
Los Estados contratantes convienen en que el hecho de que uno de sus nacionales adquiera 
voluntariamente la nacionalidad de otro Estado o el de que renuncie a su nacionalidad no 
impedirá que la cónyuge conserve la nacionalidad que posee. 
ARTICULO 3 
1. Los Estados contratantes convienen en que una mujer extranjera casada con uno de sus 
nacionales podrá adquirir, si lo solicita, la nacionalidad del marido, mediante un 
procedimiento especial de naturalización privilegiada, con sujeción a las limitaciones que 
puedan imponerse por razones de seguridad y de interés público. 
2. Los Estados contratantes convienen en que la presente Convención no podrá 
interpretarse en el sentido de que afecte a la legislación o la práctica judicial que permitan a 
la mujer extranjera de uno de sus nacionales adquirir de pleno derecho, si lo solicita, la 
nacionalidad del marido. 
ARTICULO 4 
1. La presente Convención queda abierta a la firma y a la ratificación de cualquier Estado 
Miembro de las Naciones Unidas y de cualquier otro Estado que sea o llegue a ser miembro 
de algún organismo especializado de las Naciones Unidas, o que sea o llegue a ser parte en 
el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, o de cualquier otro Estado al que la 
Asamblea General de las Naciones Unidas haya dirigido una invitación al efecto. 
2. La presente Convención deberá ser ratificada y los instrumentos de ratificación deberán 
ser depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
ARTICULO 5 
1. Todos los Estados a que se refiere el párrafo 1 del artículo 4 podrán adherirse a la 
presente Convención. 
2. La adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
ARTICULO 6 
1. La presente Convención entrará en vigor noventa días después de la fecha en que se 
haya depositado el sexto instrumento de ratificación o de adhesión. 
2. Para cada uno de los Estados que ratifiquen la Convención o se adhieran a ella después 
de depositado el sexto instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en 
vigor noventa días después de la fecha en que ese Estado haya depositado el respectivo 
instrumento de ratificación o de adhesión. 
ARTICULO 7 
1. La presente Convención se aplicará a todos los territorios no autónomos, en fideicomiso, 
coloniales y otros territorios no metropolitanos de cuyas relaciones internacionales esté 
encargado cualquier Estado contratante; el Estado contratante interesado deberá, con 
sujeción a las disposiciones del párrafo 2 del presente artículo, declarar en el momento de la 
firma, ratificación o adhesión, a qué territorio no metropolitano o a qué otros territorios se 
aplicará ipso facto la Convención en razón de tal firma, ratificación o adhesión. 
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2. En los casos en que, para los efectos de la nacionalidad, un territorio no metropolitano 
no sea considerado parte integrante del territorio metropolitano, o en los casos en que se 
requiera el previo consentimiento de un territorio no metropolitano en virtud de las leyes o 
prácticas constitucionales del Estado contratante o del territorio no metropolitano para que 
la Convención se aplique a dicho territorio, aquel Estado contratante tratará de lograr el 
consentimiento necesario del territorio no metropolitano dentro de un plazo de doce meses 
a partir de la fecha de la firma de la Convención por ese Estado contratante, y cuando se 
haya logrado tal consentimiento el Estado contratante lo notificará al Secretario General de 
las Naciones Unidas. La presente Convención se aplicará al territorio o territorios 
mencionados en tal notificación a partir de la fecha de su recepción por el Secretario 
General.  
3. Después de la expiración del lapso de doce meses mencionado en el párrafo 2 del 
presente artículo, los Estados contratantes interesados informarán al Secretario General 
sobre los resultados de las consultas celebradas con aquellos territorios no metropolitanos de 
cuyas relaciones internacionales estén encargados y cuyo consentimiento para la aplicación 
de la presente Convención haya quedado pendiente. 
ARTICULO 8 
1. En el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo Estado podrá 
formular reservas a cualquier artículo de la presente Convención, con excepción de los 
artículos 1 y 2. 
2. Toda reserva formulada conforme al párrafo 1 del presente artículo no afectará el 
carácter obligatorio de la Convención entre el Estado que haya hecho la reserva y los 
demás Estados partes, con excepción de la disposición o las disposiciones que hayan sido 
objeto de la reserva. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará el texto de 
esa reserva a todos los Estados que sean o lleguen a ser partes en la presente Convención. 
Todo Estado parte en la Convención o que llegue a ser parte en la misma podrá modificar 
al Secretario General que no está dispuesto a considerarse obligado por la Convención con 
respecto al Estado que haya formulado la reserva. Esta notificación deberá hacerse en lo 
que concierne a los Estados que ya sean partes en la Convención, dentro de los noventa 
días siguientes a la fecha de la comunicación del Secretario General, y, en lo que concierne 
a los Estados que ulteriormente lleguen a ser partes en la Convención, dentro de los 
noventa días siguientes a la fecha del depósito del instrumento de ratificación o de adhesión. 
En caso de que se hubiere hecho tal notificación, se considerará que la Convención no es 
aplicable entre el Estado autor de la notificación y el Estado que haya hecho la reserva. 
3. El Estado que formule una reserva conforme al párrafo 1 del presente artículo podrá 
retirarla, en su totalidad o en parte, en cualquier momento después de su aceptación, 
enviando para ello una notificación al Secretario General de las Naciones Unidas. Esta 
notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción. 
ARTICULO 9 
1. Todo Estado contratante podrá denunciar la presente Convención mediante una 
notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General reciba la notificación. 
2. La presente Convención quedará derogada en la fecha en que surta efecto la denuncia 
que reduzca a menos de seis el número de Estados contratantes. 
ARTICULO 10 
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Toda cuestión que surja entre dos o más Estados contratantes sobre la interpretación o la 
aplicación de la presente Convención que no sea resuelta por medio de negociaciones, será 
sometida a la Corte Internacional de Justicia, para que la resuelva, a petición de cualquiera 
de las parte (sic) en conflicto, salvo que las partes interesadas convengan en otro modo de 
solucionarla. 
ARTICULO 11 
El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los Estados Miembros de 
las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere el párrafo 1 del artículo 4 
de la presente Convención: 
a) Las firmas y los instrumentos de ratificación depositados en cumplimiento del artículo 4; 
b) Los instrumentos de adhesión depositados en cumplimiento del artículo 5; 
c) La fecha en que la presente Convención entrará en vigor según el artículo 6; 
d) Las comunicaciones y las notificaciones que se reciban, según lo dispuesto en el artículo 
8; 
e) Las notificaciones de denuncias recibidas según lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9; 
f) La derogación de la Convención según lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 9. 
ARTICULO 12 
1. La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso hacen fe por 
igual, quedará depositada en los archivos de las Naciones Unidas. 
2- El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copia certificada de la Convención 
a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se 
refiere el párrafo 1 del artículo 4. 
EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados para ello por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convención, la cual ha sido abierta a la 
firma en Nueva York, el 20 de febrero de mil novecientos cincuenta y siete. 
I hereby certify that the foregoing text is a true copy of the text of the Convention on the 
Nationality of Married Women, opened for signature at the Headquarters of the United 
Nations, New York on 20 February 1957, the original text of which is deposited with the 
Secretary-General of the United Nations. 
For the Secretary-General: 
The legal Counsel 
United Nations, New York 
15 March 1957 
Je certifie que le texte qui précéde est la copie conforme du texte de la Convention sur de 
nationalité de la femme marriée, ouverte á la signature au Siége de l'Organisation des 
Nations Unies á New-York le 20 février 1957, dont l'original est déposé auprés du 
Secrétaire général des Nations Unies. 
Pour le Secrétaire général: 
Le Conseiller juridique 
Organisation des Nations Unies, New-York, 
le 15 mars 1957 
Firma ilegible 
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La presente es copia fiel y completa en español de la Convención sobre la Nacionalidad de 
la Mujer Casada, abierta a firma en Nueva York, el día veinte del mes de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y siete. 
Extiendo la presente, en siete páginas útiles, en Tlatelolco, Distrito Federal, a los dos días 
del mes de octubre del año mil novecientos setenta y nueve, a fin de incorporarla al Decreto 
de Promulgación respectivo.- Aida González Martínez.- Rúbrica. 
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CONVENCION SOBRE EL CONSENTIMIENTO PARA EL 
MATRIMONIO, LA EDAD MINIMA PARA CONTRAER 

MATRIMONIO Y EL REGISTRO DE LOS 
MATRIMONIOS 

TEXTO ORIGINAL. 
Convención publicada en el Diario Oficial de la Federación, el martes 19 de abril de 1983. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
MIGUEL DE LA MADRID H., Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes, sabed: 
El día diez del mes de diciembre del año de mil novecientos sesenta y dos se suscribió en 
Nueva York, la Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima 
para contraer matrimonio y el registro de los matrimonios, cuyo texto y forma en español 
constan en la copia certificada adjunta. 
La mencionada Convención fue aprobada por la Cámara de Senadores del H. Congreso de 
la Unión, el día diez del mes de noviembre del año de mil novecientos ochenta y dos, según 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del día tres del mes de diciembre 
del propio año. 
El instrumento de adhesión, firmado por mí el día veinte del mes de diciembre del año de 
mil novecientos ochenta y dos, fue depositado, ante el Secretario General de las Naciones 
Unidas, el día veintidós del mes de febrero del año de mil novecientos ochenta y tres. 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la Fracción 
Primera del Artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, a 
los veintitrés días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y tres. 
Miguel de la Madrid Hurtado.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Bernardo 
Sepúlveda Amor.- Rúbrica. 
El C. licenciado Alfonso de Rosenzweig-Díaz, Subsecretario de Relaciones Exteriores, 
Certifica: 
Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención sobre el 
consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para contraer matrimonio y el registro 
de los matrimonios, suscrita, en Nueva York, el día diez del mes de diciembre del año de 
mil novecientos sesenta y dos, cuyo texto y forma en español son los siguientes: 
CONVENCION SOBRE EL CONSENTIMIENTO PARA EL MATRIMONIO, LA 
EDAD MINIMA PARA CONTRAER MATRIMONIO Y EL REGISTRO DE LOS 
MATRIMONIOS 
Preámbulo 
Los Estados contratantes 
Deseando, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, promover el respeto y la 
observancia universales de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, 
sin distinción de raza, sexo, idioma o religión. 
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Recordando que el artículo 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos dice 
que: 
"1) Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción 
alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y 
disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso 
de disolución del matrimonio. 
"2) Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el 
matrimonio.", 
Recordando asimismo que la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su resolución 
843 (IX) de 17 de diciembre de 1954 declaró que ciertas costumbres, antiguas leyes y 
prácticas referentes al matrimonio y a la familia son incompatibles con los principios 
enunciados en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, 
Reafirmando que todos los Estados, incluso los que hubieren contraído o pudieren contraer 
la obligación de administrar territorios no autónomos o en fideicomiso hasta el momento en 
que éstos alcancen la independencia, deben adoptar todas las disposiciones adecuadas con 
objeto de abolir dichas costumbres, antiguas leyes y prácticas, entre otras cosas, asegurando 
la libertad completa en la elección de cónyuge, aboliendo totalmente el matrimonio de los 
niños y la práctica de los esponsales de las jóvenes antes de la edad núbil, estableciendo con 
tal fin las penas que fueren del caso y creando un registro civil o de otra clase para la 
inscripción de todos los matrimonios, 
Convienen por la presente en las disposiciones siguientes: 
Artículo 1 
1) No podrá contraerse legalmente matrimonio sin el pleno y libre consentimiento de 
ambos contrayentes, expresado por éstos en persona, después de la debida publicidad, ante 
la autoridad competente para formalizar el matrimonio y testigos, de acuerdo con la ley. 
2) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, no será necesario que una de las 
partes esté presente cuando la autoridad competente esté convencida de que las 
circunstancias son excepcionales y de que tal parte, ante una autoridad competente y del 
modo prescrito por la ley, ha expresado su consentimiento, sin haberlo retirado 
posteriormente. 
Artículo 2 
Los estados parte en la presente Convención adoptarán las medidas legislativas necesarias 
para determinar la edad mínima para contraer matrimonio. No podrán contraer 
legalmente matrimonio las personas que no hayan cumplido esa edad, salvo que la 
autoridad competente, por causas justificadas y en interés de los contrayentes, dispense el 
requisito de la edad. 
Artículo 3 
Todo matrimonio deberá ser inscrito por la autoridad competente en un registro oficial 
destinado al efecto. 
Artículo 4 
1) La presente Convención quedará abierta, hasta el 31 de diciembre de 1963, a la firma de 
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de cualquiera de los 
organismos especializados, y de todo otro Estado que haya sido invitado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas a participar en la Convención. 
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2) La presente Convención estará sujeta a ratificación y los instrumentos de ratificación 
serán depositados en poner del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Artículo 5 
1) Todos los Estados a que se refiere el párrafo 1 del artículo 4 podrán adherirse a la 
presente Convención. 
2) La adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
Artículo 6 
1) La presente Convención entrará en vigor noventa días después de la fecha en que se 
haya depositado el octavo instrumento de ratificación o de adhesión. 
2) Para cada uno de los Estados que ratifiquen la Convención o se adhieran a ella después 
de depositado el octavo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará 
en vigor noventa días después de la fecha en que ese Estado haya depositado el respectivo 
instrumento de ratificación o de adhesión. 
Artículo 7 
1) Todo Estado contratante podrá denunciar la presente Convención mediante notificación 
por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá 
efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la 
notificación. 
2) La presente Convención dejará de estar en vigor a partir de la fecha en que surta efecto 
la denuncia que reduzca a menor de ocho el número de los Estados partes. 
Artículo 8 
Toda cuestión que surja entre dos o más Estados contratantes sobre la interpretación o la 
aplicación de la presente Convención, que no sea resuelta por medio de negociaciones, será 
sometida a la Corte Internacional de Justicia, para que la resuelva, a petición de todas las 
partes en conflicto, salvo que las partes interesadas convengan en otro modo de 
solucionarla. 
Artículo 9 
El Secretario General de las Naciones Unidas notificará todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere el párrafo 1 del artículo 4 de 
la presente Convención: 
a) Las firmas y los instrumentos de ratificación recibidos en virtud del artículo 4; 
b) Los instrumentos de adhesión recibidos en virtud del artículo 5; 
c) La fecha en que entre en vigor la Convención en virtud del artículo 6; 
d) Las notificaciones de denuncia recibidas en virtud del párrafo 1 del artículo 7; 
e) La extinción resultante de lo previsto en el párrafo 2 del artículo 7. 
Artículo 10 
1) La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso hacen fe por 
igual, quedará depositada en los archivos de las Naciones Unidas. 
2) El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copia certificada de la Convención 
a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se 
refiere el párrafo 1 del artículo 4. 
EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados, han firmado por cuenta 
de sus respectivos Gobiernos el presente Convenio, el cual ha sido abierto a la firma en la 
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Sede de las Naciones Unidas en Nueva York el décimo día de diciembre de mil novecientos 
sesenta y dos. 
La presente es copia fiel y completa en español de la Convención sobre el consentimiento 
para el matrimonio, la edad mínima para contraer matrimonio y el registro de los 
matrimonios, suscrita, en Nueva York, el día diez del mes de diciembre del año de mil 
novecientos sesenta y dos. 
Extiendo la presente, en seis páginas útiles, en Tlatelolco, Distrito Federal, a los veintitrés 
días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y tres, a fin de incorporarla al 
Decreto de Promulgación respectivo. 
Alfonso de Rosenzweig-Díaz.-Rúbrica. 
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CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS 
LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA 

MUJER 
Adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General en su 
resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979 
Entrada en vigor: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 27 (1) 
Los Estados Partes en la presente Convención, 
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos humanos 
fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos 
de hombres y mujeres,  
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de 
la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades 
proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin distinción de sexo,  
Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos 
tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los 
derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos,  
Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de las 
Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos 
entre el hombre y la mujer,  
Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones aprobadas 
por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la igualdad de 
derechos entre el hombre y la mujer,  
Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos las 
mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones,  
Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de 
derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en 
las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su 
país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la 
familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar 
servicio a su país y a la humanidad,  
Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso 
mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de 
empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades,  
Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional basado en 
la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la promoción de la igualdad entre el 
hombre y la mujer,  
Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de 
discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación 
extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable para el 
disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer,  
Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la 
tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia de 
sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en particular el desarme 
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nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afirmación de los principios de la 
justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la realización del 
derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación 
extranjera a la libre determinación y la independencia, así como el respeto de la soberanía 
nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso social y el desarrollo y, en 
consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre y la mujer,  
Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en igualdad 
de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un 
país, el bienestar del mundo y la causa de la paz,  
Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de la 
sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad y 
la función tanto del padre como de la madre en la familia y en la educación de los hijos, y 
conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de 
discriminación, sino que la educación de los niños exige la responsabilidad compartida 
entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto,  
Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesario 
modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la 
familia,  
Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de la 
discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de 
suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones,  
Han convenido en lo siguiente: 
Parte I  
Artículo 1 
A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" 
denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.  
Artículo 2 
Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, 
convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política 
encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen 
a:  
a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra 
legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por 
ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio;  
b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones 
correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer;  
c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad 
con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y 
de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de 
discriminación;  
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d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar 
por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación;  
e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer 
practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas;  
f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o 
derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer;  
g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra 
la mujer. 
Artículo 3 
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, 
social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, 
para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el 
ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de 
condiciones con el hombre.  
Artículo 4 
1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará 
discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo 
entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas 
medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y 
trato.  
2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la 
presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará 
discriminatoria. 
Artículo 5 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:  
a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a 
alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra 
índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los 
sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres;  
b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la 
maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de 
hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia 
de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos. 
Artículo 6 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, 
para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de la 
mujer.  
Parte II  
Artículo 7 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las 
mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a:  
a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los 
organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;  
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b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y 
ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos 
gubernamentales;  
c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la 
vida pública y política del país. 
Artículo 8 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en 
igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad de 
representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las 
organizaciones internacionales.  
Artículo 9 
1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para 
adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, que ni el 
matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el 
matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en 
apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge.  
2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con respecto 
a la nacionalidad de sus hijos. 
Parte III  
Artículo 10 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la 
educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres:  
a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación profesional, 
acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas las 
categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en la 
enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y técnica superior, así como en todos los 
tipos de capacitación profesional;  
b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal docente 
del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma calidad;  
c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en 
todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación 
mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, 
mediante la modificación de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos 
de enseñanza;  
d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar 
estudios;  
e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, 
incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular a 
reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y 
mujeres;  
f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de 
programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente;  
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g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación 
física;  
h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el 
bienestar de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la 
familia. 
Artículo 11 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en 
condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular:  
a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano;  
b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos 
criterios de selección en cuestiones de empleo;  
c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad 
en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho a la 
formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación 
profesional superior y el adiestramiento periódico;  
d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con 
respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la 
evaluación de la calidad del trabajo;  
e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, 
enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a 
vacaciones pagadas;  
f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, 
incluso la salvaguardia de la función de reproducción.  
2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán 
medidas adecuadas para:  
a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de 
maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil;  
b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales 
comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales;  
c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los 
padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y 
la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y 
desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños;  
d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que se 
haya probado puedan resultar perjudiciales para ella.  
3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo 
será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y 
será revisada, derogada o ampliada según corresponda. 
Artículo 12 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, 
inclusive los que se refieren a la planificación de la familia.  
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la 
mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al 
parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una 
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia. 
Artículo 13 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular:  
a) El derecho a prestaciones familiares;  
b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito financiero;  
c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos 
de la vida cultural. 
Artículo 14 
1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer 
rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su familia, 
incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas las 
medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente 
Convención a la mujer en las zonas rurales.  
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus 
beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a:  
a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los niveles;  
b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, 
asesoramiento y servicios en materia de planificación de la familia;  
c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social;  
d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, 
incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, entre otros, los 
beneficios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su 
capacidad técnica;  
e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de acceso a las 
oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena;  
f) Participar en todas las actividades comunitarias; g) Obtener acceso a los créditos y 
préstamos agrícolas, a los servicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y 
recibir un trato igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento;  
h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, 
los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las 
comunicaciones. 
Parte IV  
Artículo 15 
1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley.  
2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica 
idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. En 
particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar 
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bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes de 
justicia y los tribunales.  
3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento privado 
con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará 
nulo.  
4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con respecto 
a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la libertad para 
elegir su residencia y domicilio. 
Artículo 16 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las 
relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres 
y mujeres:  
a) El mismo derecho para contraer matrimonio;  
b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su 
libre albedrío y su pleno consentimiento;  
c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su 
disolución;  
d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su 
estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los 
hijos serán la consideración primordial;  
e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el 
intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios 
que les permitan ejercer estos derechos; f) Los mismos derechos y responsabilidades 
respecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas 
cuando quiera que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, los 
intereses de los hijos serán la consideración primordial;  
g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir 
apellido, profesión y ocupación;  
h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, 
gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como 
oneroso.  
2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se adoptarán 
todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una edad mínima 
para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un 
registro oficial. 
Parte V  
Artículo 17 
1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente 
Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en 
vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratificación o adhesión por el 
trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia 
en la esfera abarcada por la Convención. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes 
entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta una 
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distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de 
civilización, así como los principales sistemas jurídicos.  
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de personas 
designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una 
persona entre sus propios nacionales.  
3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la 
presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario 
General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a 
presentar sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará una 
lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los 
Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes.  
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que será 
convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En 
esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se 
considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de 
votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes.  
5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de 
nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; 
inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por 
sorteo los nombres de esos nueve miembros.  
6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad 
con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo 
quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. El mandato 
de dos de los miembros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará por 
sorteo el Presidente del Comité, expirará al cabo de dos años.  
7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus 
funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro experto a 
reserva de la aprobación del Comité.  
8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la 
Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité.  
9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios 
necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud de la presente 
Convención. 
Artículo 18 
1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones 
Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, 
judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las 
disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados en este sentido:  
a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de 
que se trate;  
b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solicite.  
2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al grado de 
cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención. 
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Artículo 19 
1. El Comité aprobará su propio reglamento.  
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 
Artículo 20 
1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de dos 
semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el artículo 18 
de la presente Convención.  
2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas 
o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité. 
Artículo 21 
1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias 
y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los informes y de los datos 
transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de carácter 
general se incluirán en el informe del Comité junto con las observaciones, si las hubiere, de 
los Estados Partes.  
2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información. 
Artículo 22 
Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de la 
aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de 
las actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que presenten 
informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan a la esfera de 
sus actividades.  
Parte VI  
Artículo 23 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que sea más 
conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar parte de:  
a) La legislación de un Estado Parte; o  
b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado. 
Artículo 24 
Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito 
nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la presente 
Convención.  
Artículo 25 
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.  
2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente 
Convención.  
3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 
depositaran en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  
4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión se 
efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
Artículo 26 
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1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud de 
revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas.  
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso 
necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud. 
Artículo 27 
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya 
sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión.  
2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido 
depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o de adhesión. 
Artículo 28 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados 
el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la 
adhesión.  
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente 
Convención.  
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación a 
estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello 
a todos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción. 
Artículo 29 
1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante 
negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses 
contados a partir de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes podrá 
someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud 
presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.  
2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención 
o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 
del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante 
ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva.  
3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
Artículo 30 
La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.  
En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman la presente 
Convención. 
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCION 
SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE 

DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER 
Protocolo publicado en la Primera Sección del Diario Oficial de la Federación, el viernes 3 
de mayo de 2002. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
VICENTE FOX QUESADA, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, a sus habitantes, sabed: 
El diez de diciembre de mil novecientos noventa y nueve, el Plenipotenciario de los Estados 
Unidos Mexicanos, debidamente autorizado para tal efecto, firmó ad referéndum el 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, adoptado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el seis de octubre de mil novecientos noventa y nueve, cuyo texto en español consta 
en la copia certificada adjunta. 
El Protocolo mencionado fue aprobado por la Cámara de Senadores del Honorable 
Congreso de la Unión, el catorce de diciembre de dos mil uno, según decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación del dieciocho de enero de dos mil dos. 
El instrumento de ratificación, firmado por el Ejecutivo Federal a mi cargo el veintidós de 
enero de dos mil dos, fue depositado en la Secretaría General de la Organización de las 
Naciones Unidas, el quince de marzo del propio año, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 15 del Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer. 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la fracción I 
del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el 
presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, 
Distrito Federal, el quince de abril de dos mil dos.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El 
Secretario del Despacho de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda Gutman.- Rúbrica. 
JUAN MANUEL GOMEZ ROBLEDO, CONSULTOR JURIDICO DE LA 
SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES, 
CERTIFICA: 
Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada del Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el seis de octubre de mil 
novecientos noventa y nueve, cuyo texto en español es el siguiente: 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer 
NACIONES UNIDAS 1999 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer 
Los Estados Partes en el presente Protocolo, 
Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma la fe en los derechos 
humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad 
de derechos de hombres y mujeres, 
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Señalando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos se proclama que todos 
los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona tiene 
todos los derechos y libertades en ella proclamados sin distinción alguna, inclusive las 
basadas en el sexo, 
Recordando que los Pactos internacionales de derechos humanos y otros instrumentos 
internacionales de derechos humanos prohíben la discriminación por motivos de sexo, 
Recordando asimismo la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer ("la Convención"), en la que los Estados Partes en ella 
condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas y convienen en seguir, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 
discriminación contra la mujer, 
Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el disfrute pleno y en condiciones de 
igualdad de todos los derechos humanos y todas las libertades fundamentales y de adoptar 
medidas eficaces para evitar las violaciones de esos derechos y esas libertades, 
Acuerdan lo siguiente: 
Artículo 1 
Todo Estado Parte en el presente Protocolo ("Estado Parte") reconoce la competencia del 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ("el Comité") para recibir 
y considerar las comunicaciones presentadas de conformidad con el artículo 2. 
Artículo 2 
Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de personas que se 
hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen ser víctimas de una violación por 
ese Estado Parte de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención, o en nombre 
de esas personas o grupos de personas. Cuando se presente una comunicación en nombre 
de personas o grupos de personas, se requerirá su consentimiento, a menos que el autor 
pueda justificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento. 
Artículo 3 
Las comunicaciones se presentarán por escrito y no podrán ser anónimas. El Comité no 
recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado Parte en la Convención que no 
sea parte en el presente Protocolo. 
Artículo 4 
1. El Comité no examinará una comunicación a menos que se haya cerciorado de que se 
han agotado todos los recursos de la jurisdicción interna, salvo que la tramitación de esos 
recursos se prolongue injustificadamente o no sea probable que brinde por resultado un 
remedio efectivo. 
2. El Comité declarará inadmisible toda comunicación que: 
a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por el Comité o ya ha sido o esté 
siendo examinada con arreglo a otro procedimiento de examen o arreglo internacionales; 
b) Sea incompatible con las disposiciones de la Convención; 
c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada; 
d) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación; 
e) Los hechos objeto de la comunicación hayan sucedido antes de la fecha de entrada en 
vigor del presente Protocolo para el Estado Parte interesado, salvo que esos hechos 
continúen produciéndose después de esa fecha. 
Artículo 5 
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1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una conclusión sobre sus 
fundamentos, en cualquier momento el Comité podrá dirigir al Estado Parte interesado, a 
los fines de su examen urgente, una solicitud para que adopte las medidas provisionales 
necesarias para evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta 
violación. 
2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en virtud del párrafo 1 del presente 
artículo, ello no implica juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el fondo de la 
comunicación. 
Artículo 6 
1. A menos que el Comité considere que una comunicación es inadmisible sin remisión al 
Estado Parte interesado, y siempre que la persona o personas interesadas consientan en que 
se revele su identidad a dicho Estado Parte, el Comité pondrá en conocimiento del Estado 
Parte, de forma confidencial, toda comunicación que reciba con arreglo al presente 
Protocolo. 
2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Comité por escrito 
explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se indiquen las medidas 
correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, de haberlas. 
Artículo 7 
1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba en virtud del presente Protocolo a la 
luz de toda la información puesta a su disposición por personas o grupos de personas, o en 
su nombre, y por el Estado Parte interesado, siempre que esa información sea transmitida a 
las partes interesadas. 
2. El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que reciba en virtud del 
presente Protocolo. 
3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus opiniones sobre la 
comunicación, conjuntamente con sus recomendaciones, si las hubiere, a las partes 
interesadas. 
4. El Estado Parte dará la debida consideración a las opiniones del Comité, así como a sus 
recomendaciones, si las hubiere, y enviará al Comité, en un plazo de seis meses, una 
respuesta por escrito, especialmente información sobre toda medida que se hubiera 
adoptado en función de las opiniones y recomendaciones del Comité. 
5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más información sobre cualesquiera 
medidas que el Estado Parte hubiera adoptado en respuesta a las opiniones o 
recomendaciones del Comité, si las hubiere, incluso, si el Comité lo considera apropiado, 
en los informes que presente más adelante el Estado Parte de conformidad con el artículo 
18 de la Convención. 
Artículo 8 
1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves o sistemáticas 
por un Estado Parte de los derechos enunciados en la Convención, el Comité invitará a ese 
Estado Parte a colaborar en el examen de la información y, a esos efectos, a presentar 
observaciones sobre dicha información. 
2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el Estado Parte 
interesado, así como toda información fidedigna que esté a disposición suya, el Comité 
podrá encargar a uno o más de sus miembros que realice una investigación y presente con 
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carácter urgente un informe al Comité. Cuando se justifique y con el consentimiento del 
Estado Parte, la investigación podrá incluir una visita a su territorio. 
3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las transmitirá al Estado 
Parte interesado junto con las observaciones y recomendaciones que estime oportunas. 
4. En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de la investigación y las 
observaciones y recomendaciones que le transmita el Comité, el Estado Parte interesado 
presentará sus propias observaciones al Comité. 
5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas se solicitará la 
colaboración del Estado Parte. 
Artículo 9 
1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en el informe que ha de 
presentar con arreglo al artículo 18 de la Convención pormenores sobre cualesquiera 
medidas que hubiere adoptado en respuesta a una investigación efectuada con arreglo al 
artículo 8 del presente Protocolo. 
2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del artículo 8, el Comité 
podrá, si es necesario, invitar al Estado Parte interesado a que le informe sobre cualquier 
medida adoptada como resultado de la investigación. 
Artículo 10 
1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del presente Protocolo, o 
de la adhesión a él, declarar que no reconoce la competencia del Comité establecida en los 
artículos 8 y 9. 
2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo podrá retirar esa declaración en cualquier momento, previa notificación al 
Secretario General. 
Artículo 11 
Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para garantizar que las personas 
que se hallen bajo su jurisdicción no sean objeto de malos tratos ni intimidación como 
consecuencia de cualquier comunicación con el Comité de conformidad con el presente 
Protocolo. 
Artículo 12 
El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo al artículo 21 de la 
Convención, un resumen de sus actividades en virtud del presente Protocolo. 
Artículo 13 
Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer ampliamente la Convención y el 
presente Protocolo y a darles publicidad, así como a facilitar el acceso a información acerca 
de las opiniones y recomendaciones del Comité, en particular respecto de las cuestiones que 
guarden relación con ese Estado Parte. 
Artículo 14 
El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará en ejercicio de las funciones que le 
confiere el presente Protocolo. 
Artículo 15 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier Estado que haya firmado la 
Convención, la haya ratificado o se haya adherido a ella. 
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2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier Estado que haya 
ratificado la Convención o se haya adherido a ella. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier Estado que haya 
ratificado la Convención o se haya adherido a ella. 
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento correspondiente en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Artículo 16 
1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que 
haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el décimo 
instrumento de ratificación o de adhesión. 
2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él después de su 
entrada en vigor, este Protocolo entrará en vigor una vez transcurridos tres meses a partir 
de la fecha en que tal Estado haya depositado su propio instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
Artículo 17 
No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo. 
Artículo 18 
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente Protocolo y presentarlas al 
Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará a los Estados 
Partes las enmiendas propuestas y les pedirá que notifiquen si desean que se convoque una 
conferencia de los Estados Partes para examinar las propuestas y someterlas a votación. Si 
un tercio al menos de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario 
General la convocará bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda aprobada 
por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia se someterá a la 
aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados 
Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus respectivos procedimientos 
constitucionales. 
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que 
las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las 
disposiciones del presente Protocolo y por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado. 
Artículo 19 
1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier momento 
mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La 
denuncia surtirá efecto seis meses después de la fecha en que el Secretario General haya 
recibido la notificación. 
2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del presente Protocolo sigan 
aplicándose a cualquier comunicación presentada, con arreglo al artículo 2, o cualquier 
investigación iniciada, con arreglo al artículo 8, antes de la fecha de efectividad de la 
denuncia. 
Artículo 20 
El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados: 
a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al presente Protocolo; 
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b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo y cualquier enmienda en virtud del 
artículo 18; 
c) Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19. 
Artículo 21 
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente 
Protocolo a todos los Estados mencionados en el artículo 25 de la Convención. 
La presente es copia fiel y completa en español del Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el seis de octubre de mil novecientos 
noventa y nueve. 
Extiendo la presente, en diez páginas útiles, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el 
cuatro de abril de dos mil dos, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación 
respectivo.- Conste.- Rúbrica. 
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CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS, ADOPTADA EN SAN JOSE DE COSTA RICA 
TEXTO ORIGINAL. 
Convención publicada en el Diario Oficial de la Federación, el jueves 7 de mayo de 1981. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
JOSE LOPEZ PORTILLO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes, 
sabed: 
El día veintidós del mes de noviembre del año mil novecientos sesenta y nueve, se adoptó, 
en la ciudad de San José de Costa Rica, la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, cuyo texto y forma en español constan en la copia certificada adjunta. 
La citada Convención fue aprobada por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la 
Unión, el día dieciocho del mes de diciembre del año de mil novecientos ochenta, según 
Decreto publicado en el "Diario Oficial" de la Federación del día nueve del mes de enero 
del año de mil novecientos ochenta y uno, con las siguientes Declaraciones Interpretativas y 
Reserva: 
DECLARACIONES INTERPRETATIVAS 
Con respecto al párrafo 1 del Artículo 4 considera que la expresión "en general", usada en 
el citado párrafo no constituye obligación de adoptar o mantener en vigor legislación que 
proteja la vida "a partir del momento de la concepción", ya que esta materia pertenece al 
dominio reservado de los Estados. 
Por otra parte, en concepto del Gobierno de México la limitación que establece la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que todo acto 
público de culto religioso deberá celebrarse precisamente dentro de los templos, es de las 
comprendidas en el párrafo 3 del Artículo 12. 
RESERVA 
El Gobierno de México hace Reserva expresa en cuanto al párrafo 2 del Artículo 23, ya 
que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su Artículo 130, dispone 
que los Ministros de los cultos no tendrán voto activo, ni pasivo, ni derecho para asociarse 
con fines políticos. 
El Instrumento de Adhesión, firmado por mí el día dos del mes de marzo del año de mil 
novecientos ochenta y uno fue depositado, ante la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, el día veinticuatro del mes de marzo del propio año, con las 
Declaraciones Interpretativas y Reserva antes insertas. 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la Fracción 
Primera del artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal a 
los treinta días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y uno.- José López 
Portillo.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda.- Rúbrica. 
La C. Aída González Martínez, Oficial Mayor de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
certifica: 
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Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", firmada en la ciudad de San 
José, Costa Rica, el día veintidós del mes de noviembre del año de mil novecientos sesenta y 
nueve, cuyo texto y forma en español son los siguientes: 
CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
PREAMBULO 
Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, 
Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en 
el respeto de los derechos esenciales del hombre; 
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional 
de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona 
humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza 
convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 
Estados Americanos; 
Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados 
y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como 
regional; 
Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo 
puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean 
condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y 
culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y 
Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 
1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más 
amplias sobre derechos económicos, sociales y educacionales, y resolvió que una 
convención interamericana sobre derechos humanos determinará la estructura, 
competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia, 
Han convenido en lo siguiente: 
PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS 
CAPITULO I - ENUMERACION DE DEBERES 
Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el Artículo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.  
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CAPITULO II - DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 
Artículo 3. Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica 
Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 
Artículo 4. Derecho a la Vida 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por 
la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la 
vida arbitrariamente. 
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los 
delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de 
conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión 
del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique 
actualmente. 
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes 
conexos con los políticos. 
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del 
delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las 
mujeres en estado de gravidez. 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la 
conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos. No se puede 
aplicar la pena de muerte mientras la solicitud este pendiente de decisión ante autoridad 
competente. 
Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente 
al ser humano. 
3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no 
condenadas. 
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y 
llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento. 
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 
Artículo 6. Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 
1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre y tanto estas, como la trata de 
esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 
2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En los países 
donde ciertos delitos tengan señalada la pena privativa de la libertad acompañada de 
trabajos forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el 
cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo forzoso 
no debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física e intelectual del recluido. 
3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo: 
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a) los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en 
cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial 
competente. Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las 
autoridades públicas, y los individuos que los efectúen serán puestos a disposición de 
particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado; 
b) el servicio militar y, en los países en donde se admite exención por razones de conciencia, 
el servicio nacional que la ley establezca en lugar de aquél; 
c) el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la existencia o el 
bienestar de la comunidad, y 
d) el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 
Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes 
dictadas conforme a ellas. 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 
notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 
comparecencia en el juicio. 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o 
detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados 
Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su 
libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida 
sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los 
recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad 
judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 
Artículo 8. Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente independiente e imparcial establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
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c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 
defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de 
su elección o de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo 
ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 
hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y  
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por 
los mismos hechos. 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 
intereses de la justicia. 
Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave 
que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión 
del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de 
ello. 
Artículo 10. Derecho a Indemnización 
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 
condenada en sentencia firme por error judicial. 
Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias (sic) arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la 
de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación. 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias (sic) o esos 
ataques. 
Artículo 12. Libertad de Conciencia y de Religión 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho 
implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de 
creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o 
colectivamente, tanto en público como en privado. 
2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de 
conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 
3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente 
a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el 
orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 
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4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la 
educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 
consideración de fronteras ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o 
por cualquier otro procedimiento de su elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa 
censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la 
ley y ser necesarias para asegurar: 
a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  
b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías a medios indirectos, tales como el 
abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 
cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas 
y opiniones. 
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el 
exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la 
adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2. 
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del 
odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra 
acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, 
inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional. 
Artículo 14. Derecho de Rectificación o Respuesta 
1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su 
perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al 
público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su 
rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley. 
2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades, 
legales en que se hubiese incurrido. 
3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa 
periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable que no 
esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero especial. 
Artículo 15. Derecho de Reunión 
Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal derecho sólo 
puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una 
sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden 
públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los 
demás. 
Artículo 16. Libertad de Asociación 
1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, 
políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. 
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley 
que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la 
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seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de los demás. 
3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aún la 
privación del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y 
de la policía. 
Artículo 17. Protección a la Familia. 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por 
la sociedad y el Estado. 
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una 
familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la 
medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta 
Convención. 
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentes. 
4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de 
derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de 
disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos, 
sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. 
5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera del matrimonio 
como a los nacidos dentro del mismo. 
Artículo 18. Derecho al Nombre 
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno 
(sic) de ellos. 
La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres 
supuestos, si fuere necesario. 
Artículo 19. Derechos del Niño 
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren 
por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 
Artículo 20. Derecho a la Nacionalidad 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no 
tiene derecho a otra. 
3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla. 
Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada 
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso 
y goce al interés social. 
2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y 
según las formas establecidas por la ley. 
3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, 
deben ser prohibidas por la ley. 
Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia 
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a 
circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales. 
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2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio. 
3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, 
en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones 
penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o 
la salud públicas o los derechos y libertades de los demás. 
4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede, asimismo, ser restringido 
por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público. 
5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado 
del derecho a ingresar en el mismo. 
6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en la presente 
Convención, sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada 
conforme a la ley. 
7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 
persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la 
legislación de cada Estado y los convenios internacionales. 
8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de 
origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a 
causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones políticas. 
9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros. 
Artículo 23. Derechos Políticos 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos; 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio 
universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de voluntad de los 
electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el 
inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, 
instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
Artículo 24. Igualdad ante la Ley 
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la ley. 
Artículo 25. Protección Judicial 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, 
aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales. 
2. Los Estados partes se comprometen: 
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá 
sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y  
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se 
haya estimado procedente el recurso. 
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CAPITULO III - DERECHOS ECONOMICOS SOCIALES Y CULTURALES 
Artículo 26. Desarrollo Progresivo 
Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr 
progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en 
la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 
CAPITULO IV - SUSPENSION DE GARANTIAS, INTERPRETACION Y 
APLICACION 
Artículo 27. Suspensión de Garantías 
1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la 
independencia o seguridad del Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la 
medida y por el tiempo estrictamente limitado a las exigencias de la situación, suspendan 
las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no 
sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no 
entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u 
origen social. 
2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los 
siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho 
a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y 
Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y 
de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 
20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos. 
3. Todo Estado Parte que haga uso del derecho da suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto del 
Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya 
aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha 
en que haya dado por terminada tal suspensión. 
Artículo 28. Cláusula Federal 
1. Cuando se trate de un Estado Parte constituido como Estado Federal, el gobierno 
nacional de dicho Estado Parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención 
relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 
2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la 
jurisdicción de las entidades componentes de la Federación, el gobierno nacional debe 
tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de 
que las autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del 
caso para el cumplimiento de esta Convención. 
3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase 
de asociación, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente contenga las 
disposiciones necesarias para que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así 
organizado, las normas de la presente Convención. 
Artículo 29. Normas de Interpretación 
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 
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a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la 
prevista en ella; 
b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención 
en que sea parte uno de dichos Estados; 
c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de 
la forma democrática representativa de gobierno, y 
d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza. 
Artículo 30. Alcance de las Restricciones 
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a 
leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido 
establecidas. 
Artículo 31. Reconocimiento de Otros Derechos 
Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros derechos y 
libertades que sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos establecidos en los 
artículos 76 y 77. 
CAPITULO V - DEBERES DE LAS PERSONAS 
Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos 
1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad. 
2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 
seguridad (sic) de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad 
democrática. 
PARTE II - MEDIOS DE LA PROTECCION 
CAPITULO VI - DE LOS ORGANOS COMPETENTES 
Artículo 33 
Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los 
compromisos contraídos por los Estados Partes en esta Convención: 
a) la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Comisión, y 
b) la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Corte. 
CAPITULO VII - LA COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS 
Sección 1. Organización 
Artículo 34 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete miembros, que 
deberán ser personas de alta autoridad moral y reconocida versación en materia de 
derechos humanos. 
Artículo 35 
La Comisión representa a todos los Miembros que integran la Organización de los Estados 
Americanos. 
Artículo 36 
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1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General 
de la Organización de una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados 
Miembros. 
2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del 
Estado que los proponga o de cualquier otro Estado Miembro de la Organización de los 
Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 
deberá ser nacional de un Estado distinto del proponente. 
Artículo 37 
1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos 
una vez, pero el mandato de tres de los Miembros designados en la primera elección 
expirará al cabo de dos años. Inmediatamente después de dicha elección se determinarán 
por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres Miembros. 
2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo Estado. 
Artículo 38 
Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración normal del 
mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización de acuerdo con lo que 
disponga el Estatuto de la Comisión. 
Artículo 39 
La Comisión prepara (sic) su estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, 
y dictará su propio Reglamento. 
Artículo 40 
Los servicios de secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la unidad funcional 
especializada que forma parte de la Secretaría General de la Organización y debe disponer 
de los recursos necesarios para cumplir las tareas que le sean encomendadas por la 
Comisión. 
Sección 2. Funciones 
Artículo 41 
La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los 
derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y 
atribuciones: 
a) estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América: 
b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados 
Miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro 
del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones 
apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos; 
c) preparar los estudios o informes que considere convenientes para el desempeño de sus 
funciones; 
d) solicitar de los gobiernos de los Estados Miembros que le proporcionen informes sobre 
las medidas que adopten en materia de derechos humanos; 
e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, le formulen los Estados Miembros en cuestiones relacionadas con los 
derechos humanos y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que estos le 
soliciten; 
f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención; y 
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g) rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos. 
Artículo 42 
Los Estados Partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en sus 
respectivos campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo 
Interamericano Económico y Social y del Consejo Interamericano para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella vele porque se promuevan los derechos derivados 
de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la 
Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de 
Buenos Aires. 
Artículo 43 
Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones que ésta les 
solicite sobre la manera en que su derecho interno asegura la aplicación efectiva de 
cualesquiera disposiciones de esta Convención. 
Sección 3. Competencia 
Artículo 44 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados Miembros de la Organización, puede presentar a la 
Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención 
por un Estado Parte. 
Artículo 45 
1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación 
o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior declarar que reconoce la 
competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos 
establecidos en esta Convención. 
2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden admitir y 
examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por la 
cual reconozca la referida competencia de la Comisión. La Comisión no admitirá ninguna 
comunicación contra un Estado Parte que no haya hecho tal declaración. 
3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta 
rija por tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos. 
4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, la que transmitirá copia de las mismas a los Estados Miembros de 
dicha Organización. 
Artículo 46 
1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea 
admitida por la Comisión, se requerirá: 
a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los 
principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos; 
b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto 
lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva; 
c) que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de 
arreglo internacional; y 
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d) que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la 
profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la 
entidad que somete la petición. 
2. Las disposiciones de los incisos 1.a) y 1.b) del presente artículo, no se aplicarán cuando: 
a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para 
la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 
b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la 
jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y 
c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
Artículo 47 
La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo 
con los artículos 44 ó 45 cuando: 
a) falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46; 
b) no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta 
Convención; 
c) resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifestante infundada la 
petición o comunicación o sea evidente su total improcedencia; y  
d) sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada 
por la Comisión u otro organismo internacional. 
Sección 4. Procedimiento 
Artículo 48 
1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de 
cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes 
términos: 
a) si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al 
Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad señalada como responsable de la 
violación alegada, transcribiendo las partes pertenecientes de la petición o comunicación. 
Dichas informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la 
Comisión al considerar las circunstancias de cada caso. 
b) recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, verificará 
si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación. De no existir o subsistir, 
mandará archivar el expediente. 
c) podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o 
comunicación, sobre la base de una información o prueba sobrevinientes. 
d) si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión 
realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o 
comunicación. Si fuere necesario y conveniente, la Comisión realizará una investigación 
para cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán todas 
las facilidades necesarias. 
e) podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se 
le solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados. 
f) se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa 
del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención. 
2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo 
consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan 
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sólo con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos 
formales de admisibilidad. 
Artículo 49 
Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f) del 
Artículo 48, la Comisión redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los 
Estados Partes en esta Convención y comunicado después, para su publicación al Secretario 
General de la Organización de los Estados Americanos. Este informe obtendrá una breve 
exposición de los hechos y de la solución lograda. Sí cualquiera de las partes en el caso lo 
solicitan, se les suministrará la más amplia información posible. 
Artículo 50 
1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión ésta 
redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones. Si el informe no 
representa, en todo o en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, 
cualquiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado. También se 
agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en 
virtud del inciso 1.e) del artículo 48. 
2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para 
publicarlo. 
3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y 
recomendaciones que juzgue adecuadas. 
Artículo 51 
1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe 
de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la 
Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, 
por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión 
sometida a su consideración. 
2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el 
Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada. 
3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de 
sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si pública o no su informe. 
CAPITULO VIII - LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Sección 1. Organización 
Artículo 52 
1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados Miembros de la 
Organización, elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de 
reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones 
requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del 
país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como candidatos. 
2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad. 
Artículo 53 
1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de 
votos de los Estados Partes en la Convención, en la Asamblea General de la Organización, 
de una lista de candidatos propuestos por esos mismos Estados. 
2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer hasta tres candidatos nacionales del 
Estado que los propone o de cualquier otro Estado Miembro de la Organización de los 
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Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 
deberá ser nacional de un Estado distinto del proponente. 
Artículo 54 
1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán ser 
reelegidos una vez. El mandato de tres de los jueces designados en la primera elección, 
expirará al cabo de tres años. Inmediatamente después de dicha elección, se determinarán 
por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces. 
2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará el 
período de éste. 
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. Sin embargo, 
seguirán conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que se encuentren en 
estado de sentencia, a cuyos efectos no serán substituidos por los nuevos jueces elegidos. 
Artículo 55 
1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados Partes en el caso sometido a la Corte, 
conservará su derecho a conocer del mismo. 
2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad de uno de los 
Estados Partes, otro Estado Parte en el caso podrá designar a una persona de su elección 
para que integre la Corte en calidad de juez ad hoc. 
3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la nacionalidad de los 
Estados Partes, cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc. 
4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52. 
5. Si varios Estados Partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el caso, se 
considerarán como una sola parte para los fines de las disposiciones precedentes. En caso de 
duda, la Corte decidirá. 
Artículo 56 
El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces. 
Artículo 57 
La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte. 
Artículo 58 
1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea General de la 
Organización, los Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar reuniones en el 
territorio de cualquier Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos en 
que lo considere conveniente por mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del 
Estado respectivo. Los Estados Partes en la Convención pueden, en la Asamblea General 
por dos tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte. 
2. La Corte designará a su Secretario. 
3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones que ella 
celebre fuera de la misma. 
Artículo 59 
La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la dirección del 
Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas administrativas de la Secretaría General 
de la Organización en todo lo que no sea incompatible con la independencia de la Corte. 
Sus funcionarios serán nombrados por el Secretario General de la Organización, en 
consulta con el Secretario de la Corte. 
Artículo 60 
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La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General y 
dictará su Reglamento. 
Sección 2. Competencia y Funciones 
Artículo 61 
1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de 
la Corte. 
2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los 
procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. 
Artículo 62 
1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación 
o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce 
como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte 
sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención. 
2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, 
por un plazo determinado o para casos específicos. Deberá ser presentada al Secretario 
General de la Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados 
Miembros de la Organización y al Secretario de la Corte. 
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y 
aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los 
Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por 
declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial. 
Artículo 63 
1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 
y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños 
irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que este conociendo, podrá tomar las 
medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén 
sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión. 
Artículo 64 
1. Los Estados Miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la 
interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los 
derechos humanos en los Estados Americanos. Asimismo, podrán consultarla, en lo que le 
compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 
2. La Corte, a solicitud de un Estado Miembro de la Organización, podrá darle opiniones 
acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados 
instrumentos internacionales. 
Artículo 65 
La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada 
período ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior. De manera 
especial y con las recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no 
haya dado cumplimiento a sus fallos. 



 
 

 

55 

Sección 3. Procedimientos 
Artículo 66 
1. El fallo de la Corte será motivado. 
2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera 
de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente o individual. 
Artículo 67 
El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el sentido o 
alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que 
dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación 
del fallo. 
Artículo 68 
1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte 
en todo caso en que sean partes. 
2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el 
respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra 
el Estado. 
Artículo 69 
El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los Estados Partes 
en la Convención. 
CAPITULO IX - DISPOSICIONES COMUNES 
Artículo 70 
1. Los Jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el momento de su 
elección y mientras dure su mandato, de las inmunidades reconocidas a los agentes 
diplomáticos por el derecho internacional. Durante el ejercicio de sus cargos gozan, 
además, de los privilegios diplomáticos necesarios para el desempeño de sus funciones. 
2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la Corte ni a los 
miembros de la Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones. 
Artículo 71 
Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembro de la Comisión con otras 
actividades que pudieren afectar su independencia o imparcialidad conforme a lo que se 
determine en los respectivos estatutos. 
Artículo 72 
Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolumentos y gastos de 
viaje en la forma y condiciones que determinen sus estatutos, teniendo en cuenta la 
importancia e independencia de sus funciones. Tales emolumentos y gastos de viaje serán 
fijados en el programa-presupuesto de la Organización de los Estados Americanos, el que 
debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su Secretaría. A estos efectos, la Corte 
elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea 
General, por conducto de la Secretaría General. Esta última no podrá introducirle 
modificaciones. 
Artículo 73 
Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corresponde a la 
Asamblea General de la Organización resolver sobre las sanciones aplicables a los 
miembros de la Comisión o jueces de la Corte que hubiesen incurrido en las causales 
previstas en los respectivos estatutos. Para dictar una resolución se requerirá una mayoría 
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de los dos tercios de los votos de los Estados Miembros de la Organización en el caso de los 
miembros de la Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de los Estados Partes en 
la Convención, si se tratare de jueces de la Corte. 
PARTE III - DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS 
CAPITULO X - FIRMA, RATIFICACION, RESERVA, ENMIENDA, PROTOCOLO 
Y DENUNCIA 
Artículo 74 
1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado 
Miembro de la Organización de los Estados Americanos. 
2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el 
depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Tan pronto como once Estados hayan depositado 
sus respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor. 
Respecto a todo otro Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la Convención 
entrará en vigor en la fecha del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión. 
3. El Secretario General informará a todos los Estados Miembros de la Organización de la 
entrada en vigor de la Convención. 
Artículo 75 
Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la 
convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo de 1969. 
Artículo 76 
1. Cualquier Estado Parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del 
Secretario General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime 
conveniente, una propuesta de enmienda a esta Convención. 
2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha 
en que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al 
número de los dos tercios de los Estados Partes en esta Convención. En cuanto al resto de 
los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos 
instrumentos de ratificación. 
Artículo 77 
1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier, Estado Parte y la 
Comisión podrán someter a la consideración de los Estados Partes reunidos con ocasión de 
la Asamblea General, proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la 
finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la misma otros 
derechos y libertades. 
2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre 
los Estados Partes en el mismo. 
Artículo 78 
1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un 
plazo de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma y mediante un 
preaviso de un año, notificando al Secretario General de la Organización, quien debe 
informar a las otras Partes. 
2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado Parte interesado de las 
obligaciones contenidas en esta Convención en lo que concierne a todo hecho que, 
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pudiendo constituir una violación de esas obligaciones, haya sido cumplido por él 
anteriormente a la fecha en la cual la denuncia produce efecto. 
CAPITULO XI - DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Sección 1. Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Artículo 79 
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 
Miembro de la Organización que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus 
candidatos para miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El 
Secretario General preparará (sic) una lista por orden alfabético de los candidatos 
presentados y la comunicará a los Estados Miembros de la Organización al menos treinta 
días antes de la próxima Asamblea General. 
Artículo 80 
La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la 
lista a que se refiere el artículo 79, por votación secreta, de la Asamblea General, y se 
declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes de los Estados Miembros. Si para elegir a todos 
los miembros de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminará 
sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea General, a los candidatos que 
reciban menor número de votos. 
Sección 2. Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Artículo 81 
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado 
Parte que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para jueces de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. El Secretario General presentará una lista 
por orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados Partes por 
lo menos treinta días antes de la próxima Asamblea General. 
Artículo 82 
La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a 
que se refiere el artículo 81, por votación secreta de los Estados Partes en la Asamblea 
General, y se declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la 
mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes. Si para elegir a 
todos los jueces de la Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán 
sucesivamente, en la forma que determinen los Estados Partes, a los candidatos que reciban 
menor número de votos. 
DECLARACIONES Y RESERVAS 
DECLARACION DE CHILE 
La Delegación de Chile pone su firma en esta Convención, sujeta a su posterior aprobación 
parlamentaria y ratificación, conforme a las normas constitucionales vigentes. 
DECLARACION DEL ECUADOR 
La Delegación del Ecuador tiene el honor de suscribir la Convención Americana de 
Derechos Humanos. No cree necesario puntualizar reserva alguna, dejando a salvo, tan 
sólo, la facultad general contenida en la misma convención, que deja a los gobiernos la 
libertad de ratificarla. 
RESERVA DEL URUGUAY 
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El Artículo 80, numeral 2 de la Constitución de la República Oriental del Uruguay, 
establece que la ciudadanía se suspende "por la condición de legalmente procesado en 
causa criminal de que pueda resultar pena de penitenciaría". Esta limitación al ejercicio de 
los derechos reconocidos en el Artículo 23 de la Convención no está contemplada entre las 
circunstancias que al respecto prevé el parágrafo 2 de dicho Artículo 23, por lo que la 
Delegación del Uruguay formula la reserva pertinente. 
EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, cuyos plenos poderes fueron 
hallados de buena y debida forma, firman esta Convención, que se llamará "PACTO DE 
SAN JOSE DE COSTA RICA", en la ciudad de San José, Costa Rica, el veintidós de 
noviembre de mil novecientos sesenta y nueve. 
La presente es copia fiel y completa en español de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", firmada en la ciudad de San José, 
Costa Rica, el día veintidós del mes de noviembre del año de mil novecientos sesenta y 
nueve. 
Extiendo la presente, en veinticuatro páginas útiles, en Tlatelolco, Distrito Federal, a los 
veinticuatro días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y uno, a fin de 
incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- La Oficial Mayor de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, Aída González Martínez.- Rúbrica. 
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PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION 
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 

"PROTOCOLO DE SAN SALVADOR" 
Protocolo publicado en el Diario Oficial de la Federación, el martes 1 de septiembre de 
1998. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
ERNESTO ZEDILLO PONCE DE LEÓN, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, a sus habitantes, sabed: 
El diecisiete de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho, el Plenipotenciario de los 
Estados Unidos Mexicanos, debidamente autorizado al efecto firmó ad referéndum el 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", adoptado en la 
ciudad de San Salvador, en la misma fecha, cuyo texto en español consta en la copia 
certificada adjunta. 
El citado Protocolo fue aprobado por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de 
la Unión, el doce de diciembre de mil novecientos noventa y cinco, según decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación del veintisiete de diciembre del propio año, 
con la siguiente Declaración Interpretativa: 
"Al ratificar el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Gobierno de México lo hace 
en el entendido de que el Artículo 8 del aludido Protocolo se aplicará en la República 
Mexicana dentro de las modalidades y conforme a los procedimientos previstos en las 
disposiciones aplicables en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de 
sus leyes reglamentarias". 
El instrumento de ratificación, firmado por mí el ocho de marzo de mil novecientos 
noventa y seis, fue depositado ante la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, el dieciséis de abril del propio año, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 21 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador". 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I 
del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el 
presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, 
Distrito Federal, a los veintiocho días del mes de agosto de mil novecientos noventa y ocho.- 
Ernesto Zedillo Ponce de León.- Rúbrica.- La Secretaria del Despacho de Relaciones 
Exteriores, Rosario Green.- Rúbrica. 
JUAN REBOLLEDO GOUT, SUBSECRETARIO "A" DE RELACIONES 
EXTERIORES, 
CERTIFICA: 
Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", adoptado en la ciudad de San Salvador, 
el diecisiete de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho, cuyo texto en español es el 
siguiente: 
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PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE DERECHOS ECONÓMICOS, 
SOCIALES Y CULTURALES "PROTOCOLO DE SAN SALVADOR" 
Preámbulo 
Los Estados Partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San 
José de Costa Rica", 
Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en 
el respeto de los derechos humanos esenciales del hombre; 
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional 
de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona 
humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza 
convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los 
Estados americanos; 
Considerando la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, 
sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes 
categorías de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el 
reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y 
promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda 
justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros; 
Reconociendo los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación entre 
los Estados y de las relaciones internacionales; 
Recordando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser 
humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada 
persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 
derechos civiles y políticos; 
Teniendo presente que si bien los derechos económicos, sociales y culturales fundamentales 
han sido reconocidos en anteriores instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal 
como regional, resulta de gran importancia que éstos sean reafirmados, desarrollados, 
perfeccionados y protegidos en función de consolidar en América, sobre la base del respeto 
integral a los derechos de la persona, el régimen democrático representativo de gobierno, 
así como el derecho de sus pueblos al desarrollo, a la libre determinación y a disponer 
libremente de sus riquezas y recursos naturales, y 
Considerando que la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que 
pueden someterse a la consideración de los Estados Partes reunidos con ocasión de la 
Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos proyectos de protocolos 
adicionales a esa Convención con la finalidad de incluir progresivamente en el régimen de 
protección de la misma otros derechos y libertades, 
Han convenido en el siguiente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos "Protocolo de San Salvador": 
Artículo 1 
Obligación de adoptar medidas 
Los Estados Partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden 
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interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y 
técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de 
desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la 
plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo. 
Artículo 2 
Obligación de adoptar disposiciones de derecho interno 
Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de este Protocolo las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos. 
Artículo 3 
Obligación de no discriminación 
Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los 
derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Artículo 4 
No admisión de restricciones 
No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en 
un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales, a pretexto 
de que el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado. 
Artículo 5 
Alcance de las restricciones y limitaciones 
Los Estados Partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de 
los derechos establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el objeto 
de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no 
contradigan el propósito y razón de los mismos. 
Artículo 6 
Derecho al trabajo 
1. Todo (sic) persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los 
medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita 
libremente escogida o aceptada. 
2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen plena 
efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la 
orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional, 
particularmente aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados Partes se comprometen 
también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención 
familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer 
el derecho al trabajo. 
Artículo 7 
Condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo 
Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo al que se 
refiere el artículo anterior, supone que toda persona goce del mismo en condiciones justas, 
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equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos Estados garantizarán en sus legislaciones 
nacionales, de manera particular: 
a. Una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajadores condiciones de 
subsistencia digna y decorosa para ellos y sus familias y un salario equitativo e igual por 
trabajo igual, sin ninguna distinción; 
b. El derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la actividad que mejor 
responda a sus expectativas y a cambiar de empleo, de acuerdo con la reglamentación 
nacional respectiva; 
c. El derecho del trabajador a la promoción o ascenso dentro de su trabajo, para lo cual se 
tendrán en cuenta sus calificaciones, competencia, probidad y tiempo de servicio; 
d. La estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de 
las industrias y profesiones y con las causas de justa separación. En casos de despido 
injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión en el 
empleo o a cualesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional; 
e. La seguridad e higiene en el trabajo; 
f. La prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o peligrosas a los menores de 
18 años y, en general, de todo trabajo que pueda poner en peligro su salud, seguridad o 
moral. Cuando se trate de menores de 16 años, la jornada de trabajo deberá subordinarse a 
las disposiciones sobre educación obligatoria y en ningún caso podrá constituir un 
impedimento para la asistencia escolar o ser una limitación para beneficiarse de la 
instrucción recibida; 
g. La limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diarias como semanales. Las 
jornadas serán de menor duración cuando se trate de trabajos peligrosos, insalubres o 
nocturnos; 
h. El descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así como la 
remuneración de los días feriados nacionales. 
Artículo 8 
Derechos sindicales 
1. Los Estados Partes garantizarán: 
a. El derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección, para 
la protección y promoción de sus intereses. Como proyección de este derecho, los Estados 
Partes permitirán a los sindicatos formar federaciones y confederaciones nacionales y 
asociarse a las ya existentes, así como formar organizaciones sindicales internacionales y 
asociarse a la de su elección. Los Estados Partes también permitirán que los sindicatos, 
federaciones y confederaciones funcionen libremente; 
b. El derecho a la huelga. 
2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede estar sujeto a las 
limitaciones y restricciones previstas por la ley, siempre que éstas sean propias a una 
sociedad democrática, necesarias para salvaguardar el orden público, para proteger la salud 
o la moral públicas, así como los derechos y las libertades de los demás. Los miembros de 
las fuerzas armadas y de policía, al igual que los de otros servicios públicos esenciales, 
estarán sujetos a las limitaciones y restricciones que imponga la ley. 
3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato. 
Artículo 9 
Derecho a la seguridad social 
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1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias 
de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los 
medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario las 
prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. 
2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad 
social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes 
de trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida 
por maternidad antes y después del parto. 
Artículo 10 
Derecho a la salud 
1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de 
bienestar físico, mental y social. 
2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados Partes se comprometen a 
reconocer la salud como un bien público y particularmente a adoptar las siguientes medidas 
para garantizar este derecho: 
a. La atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial 
puesta al alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad; 
b. La extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los individuos sujetos a la 
jurisdicción del Estado; 
c. La total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas; 
d. La prevención y tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de otra 
índole; 
e. La educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas de 
salud, y 
f. La satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que por sus 
condiciones de pobreza sean más vulnerables. 
Artículo 11 
Derecho a un medio ambiente sano 
1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios 
públicos básicos. 
2. Los Estados Partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio 
ambiente. 
Artículo 12 
Derecho a la alimentación 
1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de 
gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual. 
2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición, los Estados 
Partes se comprometen a perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento y 
distribución de alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor 
cooperación internacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la materia. 
Artículo 13 
Derecho a la educación 
1. Toda persona tiene derecho a la educación. 
2. Los Estados Partes en el presente Protocolo convienen que la educación deberá 
orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad 
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y deberá fortalecer el respeto por los derechos humanos, el pluralismo ideológico, las 
libertades fundamentales, la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación 
debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad 
democrática y pluralista, lograr una subsistencia digna, favorecer la comprensión, la 
tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos raciales, étnicos o 
religiosos y promover las actividades en favor del mantenimiento de la paz. 
3. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto de lograr el pleno 
ejercicio del derecho a la educación: 
a. La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente; 
b. La enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria 
técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios 
sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
c. La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la 
capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular, por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
d. Se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la educación básica para 
aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción 
primaria; 
e. Se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para los minusválidos a fin 
de proporcionar una especial instrucción y formación a personas con impedimentos físicos 
o deficiencias mentales. 
4. Conforme con la legislación interna de los Estados Partes, los padres tendrán derecho a 
escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos, siempre que ella se adecue a los 
principios enunciados precedentemente. 
5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una restricción de la libertad 
de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, de 
acuerdo con la legislación interna de los Estados Partes. 
Artículo 14 
Derecho a los beneficios de la cultura 
1. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda persona a: 
a. Participar en la vida cultural y artística de la comunidad; 
b. Gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico; 
c. Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan 
por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 
2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Protocolo deberán adoptar para 
asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el 
desarrollo y la difusión de la ciencia, la cultura y el arte. 
3. Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar la indispensable 
libertad para la investigación científica y para la actividad creadora. 
4. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios que se derivan del 
fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones 
científicas, artísticas y culturales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor 
cooperación internacional sobre la materia. 
Artículo 15 
Derecho a la constitución y protección de la familia 
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1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por 
el Estado quien deberá velar por el mejoramiento de su situación moral y material. 
2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuerdo con las 
disposiciones de la correspondiente legislación interna. 
3. Los Estados Partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar adecuada 
protección al grupo familiar y en especial a: 
a. Conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y durante un lapso razonable 
después del parto; 
b. Garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la época de lactancia como 
durante la edad escolar; 
c. Adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a fin de garantizar la plena 
maduración de sus capacidades física, intelectual y moral; 
d. Ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de contribuir a la creación de 
un ambiente estable y positivo en el cual los niños perciban y desarrollen los valores de 
comprensión, solidaridad, respeto y responsabilidad. 
Artículo 16 
Derecho de la niñez 
Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección que su 
condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Todo 
niño tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo 
circunstancias excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe ser 
separado de su madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al 
menos en su fase elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del sistema 
educativo. 
Artículo 17 
Protección de los ancianos 
Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En tal cometido, 
los Estados Partes se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias 
a fin de llevar este derecho a la práctica y en particular a: 
a. Proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica 
especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en 
condiciones de proporcionársela por sí mismas; 
b. Ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la 
posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su 
vocación o deseos; 
c. Estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de vida 
de los ancianos. 
Artículo 18 
Protección de los minusválidos 
Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o mentales tiene 
derecho a recibir una atención especial con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su 
personalidad. Con tal fin, los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que 
sean necesarias para ese propósito y en especial a: 
a. Ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los minusválidos los recursos 
y el ambiente necesarios para alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales 
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adecuados a sus posibilidades y que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus 
representantes legales, en su caso; 
b. Proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos a fin de ayudarlos a 
resolver los problemas de convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo físico, 
mental y emocional de éstos; 
c. Incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la consideración de 
soluciones a los requerimientos específicos generados por las necesidades de este grupo; 
d. Estimular la formación de organizaciones sociales en las que los minusválidos puedan 
desarrollar una vida plena. 
Artículo 19 
Medios de protección 
1. Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a presentar, de 
conformidad con lo dispuesto por este artículo y por las correspondientes normas que al 
efecto deberá elaborar la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, 
informes periódicos respecto de las medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar 
el debido respeto de los derechos consagrados en el mismo Protocolo. 
2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos quien los transmitirá al Consejo Interamericano Económico y Social y 
al Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que los 
examinen conforme a lo dispuesto en el presente artículo. El Secretario General enviará 
copia de tales informes a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
3. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos transmitirá también 
a los organismos especializados del sistema interamericano, de los cuales sean miembros los 
Estados Partes en el presente Protocolo, copias de los informes enviados o de las partes 
pertinentes de éstos, en la medida en que tengan relación con materias que sean de la 
competencia de dichos organismos, conforme a sus instrumentos constitutivos. 
4. Los organismos especializados del sistema interamericano podrán presentar al Consejo 
Interamericano Económico y Social y al Consejo Interamericano para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura informes relativos al cumplimiento de las disposiciones del presente 
Protocolo, en el campo de sus actividades. 
5. Los informes anuales que presenten a la Asamblea General el Consejo Interamericano 
Económico y Social y el Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
contendrán un resumen de la información recibida de los Estados Partes en el Presente 
Protocolo y de los organismos especializados acerca de las medidas progresivas adoptadas a 
fin de asegurar el respeto de los derechos reconocidos en el propio Protocolo y las 
recomendaciones de carácter general que al respecto se estimen pertinentes. 
6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en el artículo 
13 fuesen violados por una acción imputable directamente a un Estado Parte del presente 
Protocolo, tal situación podría dar lugar, mediante la participación de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, y cuando proceda de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, a la aplicación del sistema de peticiones individuales regulado por los 
artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos podrá formular las observaciones y recomendaciones que considere 
pertinentes sobre la situación de los derechos económicos, sociales y culturales establecidos 
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en el presente Protocolo en todos o en algunos de los Estados Partes, las que podrá incluir 
en el Informe Anual a la Asamblea General o en un Informe Especial, según lo considere 
más apropiado. 
8. Los Consejos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en ejercicio de las 
funciones que se les confieren en el presente artículo tendrán en cuenta la naturaleza 
progresiva de la vigencia de los derechos objeto de protección por este Protocolo. 
Artículo 20 
Reservas 
Los Estados Partes podrán formular reservas sobre una o más disposiciones específicas del 
presente Protocolo al momento de aprobarlo, firmarlo, ratificarlo o adherir a él, siempre 
que no sean incompatibles con el objeto y el fin del Protocolo. 
Artículo 21 
Firma, ratificación o adhesión. Entrada en vigor 
1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y a la ratificación o adhesión de todo 
Estado Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
2. La ratificación de este protocolo o la adhesión al mismo se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 
3. El Protocolo entrará en vigor tan pronto como once Estados hayan depositado sus 
respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión. 
4. El Secretario General informará a todos los Estados Miembros de la Organización de la 
entrada en vigor del Protocolo. 
Artículo 22 
Incorporación de otros derechos y ampliación de los reconocidos 
1. Cualquier Estado Parte y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos podrán 
someter a la consideración de los Estados Partes, reunidos con ocasión de la Asamblea 
General, propuestas de enmienda con el fin de incluir el reconocimiento de otros derechos 
y libertades, o bien otras destinadas a extender o ampliar los derechos y libertades 
reconocidos en este Protocolo. 
2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha 
en que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al 
número de los dos tercios de los Estados Partes en este Protocolo. En cuanto al resto de los 
Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos 
de ratificación. 
La presente es copia fiel y completa en español del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales "Protocolo de San Salvador", adoptado en la ciudad de San Salvador, el 
diecisiete de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho. 
Extiendo la presente, en trece páginas útiles, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el 
veintitrés de marzo de mil novecientos noventa y ocho, a fin de incorporarla al Decreto de 
Promulgación respectivo.- Conste.- Rúbrica. 
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CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE 
CONCESION DE LOS DERECHOS POLITICOS A LA 

MUJER 
TEXTO ORIGINAL. 
Convención publicada en el Diario Oficial de la Federación, el miércoles 29 de abril de 
1981. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
JOSE LOPEZ PORTILLO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes, 
sabed: 
El día dos de mayo del año de mil novecientos cuarenta y ocho, se concluyó en la ciudad de 
Bogotá, Colombia, la Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos 
Políticos a la Mujer, cuyo texto y forma en español constan en la copia certificada adjunta. 
La citada Convención fue aprobada por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la 
Unión, el día dieciocho del mes de diciembre del año de mil novecientos ochenta, según 
Decreto publicado en el "Diario Oficial" de la Federación del día nueve del mes de enero 
del año de mil novecientos ochenta y uno. 
El Instrumento de Adhesión, firmado por mí el día dos del mes de marzo del año de mil 
novecientos ochenta y uno fue depositado, ante la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, el día veinticuatro del mes de marzo del propio año. 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la Fracción 
Primera del Artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, a 
los treinta días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y uno.- José López 
Portillo.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Jorge Castañeda.- Rúbrica. 
La C. Aída González Martínez, Oficial Mayor de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
Certifica: 
Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención 
Interamericana sobre Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer, firmada en la ciudad 
de Bogotá, Colombia, el día dos del mes de mayo del año de mil novecientos cuarenta y 
ocho, cuyo texto y forma en español son los siguientes: 
CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE CONCESION DE LOS DERECHOS 
POLITICOS A LA MUJER 
Los Gobiernos representados en la Novena Conferencia Internacional Americana, 
CONSIDERANDO: 
Que la mayoría de las Repúblicas Americanas, inspirada (sic) en elevados principios de 
justicia ha concedido los derechos políticos a la mujer; 
Que ha sido una aspiración reiterada de la comunidad americana equilibrar a hombres y 
mujeres en el goce y ejercicio de los derechos políticos; 
Que la Resolución XX de la VII Conferencia Internacional Americana expresamente 
declara: 
"Que la mujer tiene derecho a igual tratamiento político que el hombre"; 
Que la mujer de América, mucho antes de reclamar sus derechos, ha sabido cumplir 
noblemente todas sus responsabilidades como compañera del hombre; 



 
 

 

70 

Que el principio de igualdad de derechos humanos de hombres y mujeres está contenido en 
la Carta de las Naciones Unidas; 
Han resuelto: 
Autorizar a sus respectivos Representantes, cuyos Plenos Poderes han sido encontrados en 
buena y debida forma, para suscribir los siguientes artículos: 
ARTICULO 1. Las Altas Partes Contratantes convienen en que el derecho al voto y a ser 
elegido para un cargo nacional no deberá negarse o restringirse por razones de sexo. 
ARTICULO 2. La presente Convención queda abierta a la firma de los Estados 
Americanos y será ratificada de conformidad con sus respectivos procedimientos 
constitucionales. El instrumento original, cuyos textos en español, francés, inglés y 
portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la cual enviará copias certificadas a los Gobiernos 
para los fines de su ratificación. Los instrumentos de ratificación serán depositados en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y ésta notificará dicho 
depósito a los Gobiernos signatarios. Tal notificación valdrá como canje de ratificaciones. 
La presente es copia fiel y completa en español de la Convención Interamericana sobre 
Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer, firmada en la ciudad de Bogotá, Colombia, 
el día dos del mes de mayo del año de mil novecientos cuarenta y ocho. 
Extiendo la presente, en tres páginas útiles, en Tlatelolco, Distrito Federal, a los veintitrés 
días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y uno, a fin de incorporarla al 
Decreto de Promulgación respectivo.- La C. Aída González Martínez.- Rúbrica. 
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CONVENCION INTERAMERICANA PARA 
PREVENIR,  SANCIONAR Y ERRADICAR LA 

VIOLENCIA CONTRA LA MUJER  "CONVENCION DE 
BELEM DO PARA" 

LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,  
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado 
en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y 
regionales;  
AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el 
reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;  
PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana 
y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y 
hombres;  
RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, 
adoptada por la Vigesimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de 
Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer trasciende todos los sectores de la 
sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, 
nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;  
CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición 
indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en 
todas las esferas de vida, y  
CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y 
erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los 
Estados Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los derechos de la 
mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas,  
HAN CONVENIDO en lo siguiente:  
CAPITULO I  
DEFINICION Y AMBITO DE APLICACION  
Artículo 1  
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer 
cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.  
Artículo 2  
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:  
a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación 
interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la 
mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;  
b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que 
comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución 
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forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones 
educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y  
c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.  
CAPITULO II  
DERECHOS PROTEGIDOS  
Artículo 3  
Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en 
el privado.  
Artículo 4  
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los 
derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e 
internacionales sobre derechos humanos.  Estos derechos comprenden, entre otros:  
a. el derecho a que se respete su vida;  
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;  
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;  
d. el derecho a no ser sometida a torturas;  
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su 
familia;  
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;  
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos;  
h. el derecho a libertad de asociación;  
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y  
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en 
los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.  
Artículo 5  
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los 
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Los Estados Partes 
reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.  
Artículo 6  
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:  
a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y  
b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de 
comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación.  
CAPITULO III  
DEBERES DE LOS ESTADOS  
Artículo 7  
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:  
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las 
autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de 
conformidad con esta obligación;  
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b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la 
mujer;  
c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de 
otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;  
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, 
amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente 
contra su integridad o perjudique su propiedad;  
e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para 
modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o 
consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la 
mujer;  
f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a 
violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso 
efectivo a tales procedimientos;  
g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la 
mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros 
medios de compensación justos y eficaces, y  
h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer 
efectiva esta Convención.  
Artículo 8  
Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, 
inclusive programas para:  
a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de 
violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos;  
b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el 
diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del 
proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas 
que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o 
en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la 
violencia contra la mujer;  
c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, 
policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a 
cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la 
violencia contra la mujer;  
d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer 
objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive 
refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y 
custodia de los menores afectados;  
e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado 
destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia 
contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda;  
f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y 
capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social;  
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g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que 
contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el 
respeto a la dignidad de la mujer;  
h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente 
sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de 
evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la 
mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y  
i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la 
ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.  
Artículo 9  
Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán 
especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la 
mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o 
desplazada.  En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando 
está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación 
socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de 
privación de su libertad.  
CAPITULO IV  
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCION  
Artículo 10  
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los 
informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán 
incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia 
contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las 
dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la 
violencia contra la mujer.  
Artículo 11  
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán 
requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la 
interpretación de esta Convención.  
Artículo 12  
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente 
reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o 
quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la 
Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para 
la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos.  
CAPITULO V  
DISPOSICIONES GENERALES  
Artículo 13  
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o 
limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores 
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protecciones y garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas para 
prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.  
Artículo 14  
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o 
limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones 
internacionales sobre la materia que prevean iguales o mayores protecciones relacionadas 
con este tema.  
Artículo 15  
La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la 
Organización de los Estados Americanos.  
Artículo 16  
La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  
Artículo 17  
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado.  Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos.  
Artículo 18  
Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, 
firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que:  
a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;  
b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específicas.  
Artículo 19  
Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la 
Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta Convención.  
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en 
que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo instrumento de 
ratificación.  En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que 
depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.  
Artículo 20  
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos 
sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán 
declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará 
a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas.  
Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante declaraciones 
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se 
aplicará la presente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta 
días después de recibidas.  
Artículo 21  
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya 
depositado el segundo instrumento de ratificación.  Para cada Estado que ratifique o 
adhiera a la Convención después de haber sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.  
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Artículo 22  
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los 
Estados Americanos de la entrada en vigor de la Convención.  
Artículo 23  
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un informe 
anual a los Estados miembros de la Organización sobre el estado de esta Convención, 
inclusive sobre las firmas, depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión o 
declaraciones, así como las reservas que hubieren presentado los Estados Partes y, en su 
caso, el informe sobre las mismas.  
Artículo 24  
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes 
podrá denunciarla mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos.  Un año después a partir de la 
fecha del depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el 
Estado denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.  
Artículo 25  
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés 
y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para 
su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el 
artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.  
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer 
"Convención de Belem do Pará".  
HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el nueve de junio de mil 
novecientos noventa y cuatro. 
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ESTATUTO DEL MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE 
LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN 

INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ” 
PREÁMBULO 
Teniendo en cuenta que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará” tiene el propósito 
de proteger los derechos humanos de las mujeres y eliminar las situaciones de violencia que 
puedan afectarlas, ya que toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el 
ámbito público como en el privado, y que es necesario fortalecer la cooperación entre los 
Estados Parte en el desarrollo de los mecanismos, políticas, programas y planes necesarios 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres; 
Reconociendo que hasta la fecha se han logrado avances importantes en la implementación 
de las disposiciones de la Convención de Belém do Pará, tanto en el ámbito internacional 
como nacional, mediante el avance del ordenamiento jurídico interno de los Estados Parte 
y el desarrollo de políticas, programas y planes implementados por los Mecanismos 
Nacionales de la Mujer y otras instituciones y organismos del Estado; 
Destacando que la existencia de un mecanismo que permita dar seguimiento y analizar la 
forma en que la Convención está siendo implementada y que facilite la cooperación entre 
los Estados Parte entre sí y el conjunto de los Estados Miembros de la OEA contribuirá a la 
consecución de los propósitos de la misma; y  
Dando cumplimiento a los mandatos adoptados por la Trigésima Primera Asamblea de 
Delegadas de la CIM (CIM/RES.224 (XXXI-O/02)) de iniciar un proceso para establecer 
el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención de Belém do Pará, y por la 
Asamblea General de la OEA en su “Tercer Informe Bienal sobre Cumplimiento de la 
Resolución AG/RES. 1456 (XXVII-O/97) “Promoción de la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, ‘Convención de Belém 
do Pará’”, 
 La Conferencia de los Estados Parte conviene en el siguiente Mecanismo de Seguimiento 
de la Implementación de la Convención de Belém do Pará: 
Artículo 1  
Propósitos / objetivos 
1.1 Los propósitos del Mecanismo serán:  
a. Dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados Parte de la Convención y 
analizar la forma en que están siendo implementados; 
b. Promover la implementación de la Convención y contribuir al logro de los propósitos 
establecidos en ella; y 
c. Establecer un sistema de cooperación técnica entre los Estados Parte, el cual estará 
abierto a otros Estados Miembros y Observadores Permanentes, para el intercambio de 
información, experiencias y mejores prácticas como medio de actualizar y armonizar sus 
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legislaciones internas, cuando corresponda, y alcanzar otros objetivos comunes vinculados a 
la Convención. 
Artículo 2   
Principios fundamentales 
2.1 El Mecanismo de Seguimiento de los compromisos asumidos por los Estados Parte en la 
Convención se desarrollará en el marco de los propósitos y principios establecidos en la 
Carta de la Organización de los Estados Americanos. En tal sentido, las atribuciones de este 
mecanismo y los procedimientos que emplee deberán tener en cuenta los principios de 
soberanía, de no-intervención y de igualdad jurídica de los Estados, así como la necesidad 
de respetar la Constitución y los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de 
cada Estado Parte.  
Artículo 3  
Características 
3.1 El Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención es de carácter 
intergubernamental y tiene las siguientes características: 
a. Será imparcial y objetivo en su operación y en las conclusiones y recomendaciones que 
emita;  
b. Garantizará una aplicación justa y un tratamiento igualitario entre los Estados Parte; 
c. Podrá formular recomendaciones a los Estados Parte y dar seguimiento al 
cumplimiento de las mismas; 
d. Será un ejercicio desarrollado sobre una base consensual y sobre la base del principio 
de cooperación entre los Estados Parte; y 
e. Establecerá un adecuado equilibrio entre la confidencialidad de la evaluación y la 
transparencia del proceso.  
Artículo 4  
Miembros 
4.1 Todos los Estados Parte de la Convención serán miembros, estarán representados y 
participarán en el mecanismo de seguimiento. Los Estados Miembros de la OEA que no 
sean parte de la Convención, y que así lo soliciten, podrán participar en calidad de 
observadores.  
Artículo 5  
Estructura  
5.1 El mecanismo de seguimiento constará de dos órganos: la Conferencia de los Estados 
Parte, en adelante “la Conferencia”, y el Comité de Expertas/os, en adelante “el Comité”. 
5.2 La Conferencia es el órgano político del Mecanismo, estará integrada por 
representantes de todos los Estados Parte de la Convención y se reunirá de manera 
ordinaria cada dos años y de manera extraordinaria cuantas veces lo considere necesario. 
5.3 El Comité es el órgano técnico del Mecanismo y estará integrado por expertas/os en la 
esfera abarcada por la Convención, quienes ejercerán sus funciones a título personal. Serán 
designadas/os por cada uno de los Estados Parte de la Convención, entre sus nacionales. El 
Comité se reunirá en función de su propio plan y metodología de trabajo. 
5.4 La Secretaría de la Conferencia y del Comité será la Secretaría General de la OEA a 
través de la Secretaría Permanente de la CIM y con el asesoramiento, cuando corresponda, 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 
Artículo 6  
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Responsabilidades 
6.1 Las responsabilidades de la Conferencia son: 
a. Formular directrices generales para el trabajo del Comité y actuar como su órgano 
consultor; 
b. Recibir, analizar y evaluar los informes del Comité; 
c. Publicar y difundir, en coordinación con la Secretaria General de la OEA, el informe 
final del Mecanismo; y 
d. Resolver cualquier asunto relacionado con el funcionamiento del Mecanismo. 
6.2  Las responsabilidades del Comité son: 
a. Formular su propio reglamento; 
b. Elaborar la metodología y definir un cronograma de trabajo; 
c. Recibir y evaluar los informes de los Estados Parte y emitir sus recomendaciones; y 
d. Presentar sus informes a la Conferencia. 
Artículo 7 
Sede 
7.1 El Mecanismo de Seguimiento tendrá su sede en la Organización de los Estados 
Americanos, en la Secretaría Permanente de la CIM.   
Artículo 8 
Funcionamiento 
8.1 Selección de disposiciones y metodología:  
a. La Secretaría someterá a consideración del Comité un documento en el que seleccionará 
las disposiciones incluidas en la Convención cuya aplicación por los Estados Parte podrá ser 
objeto de análisis y decidirá, de acuerdo con los recursos financieros disponibles, cuál será la 
duración del período de sesiones que se dedicará a ese trabajo, el cual se denominará 
ronda, y cuántos informes serán considerados en cada sesión. 
b. En cada ronda, la Secretaría preparará un cuestionario sobre las disposiciones que se 
hayan seleccionado. El cuestionario, una vez aprobado por el Comité, será remitido a los 
Estados Parte, quienes se comprometen a darle respuesta dentro del plazo fijado por el 
propio Comité. Las respuestas al cuestionario deben ser circuladas entre todos los 
integrantes del Comité. 
c. Al principio de cada ronda, el Comité analizara la información correspondiente a cada 
Estado Parte y fijara un calendario para llevar a cabo dicho análisis mediante el uso de un 
medio imparcial y previamente determinado, como son el orden alfabético, el sorteo o el 
orden cronológico de ratificación de la Convención.  La Secretaría hará pública esta 
información.   
d. A fin de desarrollar sus labores, el Comité determinará la metodología apropiada para 
cumplir con su plan de trabajo. 
8.2  Informe final: 
a. Al terminar la revisión de los informes de todos los Estados Parte en cada ronda, el 
Comité emitirá un informe final con las recomendaciones correspondientes, que incluya las 
observaciones de cada Estado Parte que haya sido analizado, el cual será remitido a la 
Conferencia y, una vez hecho público, a la Asamblea de Delegadas de la CIM.  
8.3. Seguimiento de las recomendaciones: 
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a. El Comité establecerá las modalidades necesarias para dar seguimiento al 
cumplimiento de las recomendaciones que se formulen en el informe final sobre cada 
Estado Parte. 
Artículo 9 
Tratamiento igualitario 
9.1  Para asegurar la eficiencia del mecanismo y lograr que este sea una evaluación entre 
iguales, cuyo objeto es el de fortalecer la comunicación y el intercambio de experiencias 
entre los Estados Parte, el Comité de Expertas/os deberá tener en cuenta que: 
a. Todos los Estados Partes serán analizados en el marco de la ronda, y de acuerdo con 
los mismos criterios y procedimientos; 
b. Los cuestionarios serán iguales para todos los Estados Partes; y 
c. Todos los informes de los Estados Parte deberán tener la misma estructura. 
Artículo 10  
Cooperación intergubernamental y participación de la sociedad civil 
10.1  La Conferencia de Estados Parte y el Comité del Mecanismo de Seguimiento de la 
Convención tienen carácter intergubernamental. La Conferencia y el Comité tendrán la 
facultad de invitar en sus sesiones plenarias a los Estados que no son parte de la 
Convención. 
10.2  El Comité, a fin de obtener mayores elementos de análisis, incluirá en su reglamento 
disposiciones que garanticen la participación de las organizaciones de la sociedad civil, en 
particular aquellas relacionadas con el objeto de la Convención de Belém do Pará, de 
conformidad con los principios contenidos en las Directrices para la Participación de las 
Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CP/RES. 759 
(1217/99)) y la definición de sociedad civil contenida en la resolución AG/RES 1661 
(XXIX-O/99). 
10.3  Considerando los propósitos del Mecanismo de Seguimiento y en el marco del 
Programa sobre Derechos Humanos de la Mujer, Equidad e Igualdad de Género, el 
Comité cooperará con todos los Estados Miembros de la OEA que así lo soliciten, teniendo 
en cuenta las actividades en curso en la Organización, e informará al respecto a la 
Conferencia.  
10.4  Los Estados Parte establecerán mecanismos que faciliten la cooperación y asistencia 
técnica para el intercambio de información, experiencias y mejores prácticas a fin de dar 
cumplimiento a la Convención.  
Artículo 11   
Recursos 
11.1 Las actividades del Mecanismo de Seguimiento serán financiadas por un fondo 
específico creado con este propósito, mediante contribuciones de los Estados Parte de la 
Convención, los Estados Miembros que no son parte de la Convención, los Estados 
Observadores Permanentes, los organismos financieros internacionales, otros recursos 
externos y toda otra contribución que pueda recibirse de acuerdo con las Normas 
Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos.  Dichas contribuciones podrán incluir ofrecimientos de los Estados 
Parte para organizar y ser sede de las reuniones de los órganos del Mecanismo.  
11.2 La Conferencia de los Estados Parte podrá establecer criterios para determinar 
contribuciones regulares. 
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Artículo 12  
Revisión periódica del Mecanismo 
12.1  La Conferencia examinará periódicamente el funcionamiento del Mecanismo, 
teniendo en cuenta las observaciones del Comité, y podrá introducir las modificaciones que 
estime convenientes. 
Artículo 13 
Informe a la Asamblea General de la OEA 
13. 1  La Conferencia, en colaboración con la Secretaría, informará cada dos años a la 
Asamblea General de la OEA sobre los trabajos realizados durante ese período, relativo a 
los avances y desafíos y mejores prácticas que emanen de los informes finales y, en su caso, 
formulará recomendaciones generales si lo estimara procedente.  
Artículo 14 
Disposición transitoria 
14.1  El presente Estatuto entrará en vigor en la fecha de su adopción para aquellos Estados 
que han depositado el instrumento de ratificación de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 
Pará”. 
  



 
 

 

82 

  



 
 

 

83 

 

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA 
LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL. 

CONVENCIÓN DE PALERMO 
La Convención de Palermo marco un antes y un después en la lucha contra la delincuencia 
organizada transnacional debido a que, previa a esta, había no solo un vacío legal sino una 
incapacidad de categorizar a delitos de esta índole, los  instrumentos de los países para 
prevenir y/o combatir tales conductas eran insuficientes. 
Lo que más adelante detallaremos son los artículos e incisos más importantes, los cuales 
marcan la diferencia en lo que hace a la lucha contra este tipo de conductas, desde el 
propósito de esta convención, el ámbito de aplicación, definiciones y demás. 
Articulo 1 
Finalidad 
El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para prevenir y 
combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 
Articulo 2 
Definiciones 
Por grupo delictivo organizado se entenderá un grupo  estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con 
miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de 
orden material. 
Por delito grave se entenderá la conducta que constituya un delito punible con una 
privación de libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena más grave. 
Por grupo estructurado se entenderá un grupo no formado fortuitamente para la comisión 
inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya asignado a sus miembros 
funciones formalmente definidas ni haya continuidad en la condición de miembro o exista 
una estructura desarrollada. 
Por bienes se entenderán los activos de cualquier tipo corporal o incorporal, mueble o 
inmueble, tangible o intangible, y los documentos o instrumentos legales que acrediten la 
propiedad u otros derechos sobre dichos activos; 
Por producto del delito se entenderán los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos 
directa o indirectamente de la comisión de un delito; 
Por embargo preventivo o incautación se entenderá la prohibición temporal de transferir, 
enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporal de bienes por mandamiento 
expedido por un tribunal u otra autoridad competente; 
Por decomiso se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por decisión de un 
tribunal o de otra autoridad competente; 
Articulo 3 
Ámbito de aplicación 
A menos que contenga una disposición en contrario, la presente Convención se aplicara a 
la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de: 
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Los delito tipificados con arreglo a los artículos 5, 6,8 y 23 de la presente Convención; y 
Los delitos graves definidos en el artículo 2. 
Cuando los delitos sean de carácter transnacional  y entrañen la participación de un grupo 
delictivo organizado. 
El delito será de carácter transnacional cuando: 
-Se cometa en más de un estado; 
-Se comete dentro de un solo estado, pero una parte sustancial de su preparación, 
planificación, dirección o control se realiza en otro estado; 
-Se comete dentro de un solo estado, pero  entraña la participación de un grupo delictivo 
organizado que realiza actividades delictivas en más de un estado; o 
-Se somete en un solo estado, pero  tiene efectos sustanciales en otro estado. 
Articulo 4 
Protección de la soberanía 
Los estados cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en 
consonancia con los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los estados, 
así  como la no intervención en los asuntos internos de otros estados. 
Nada de lo dispuesto facultara a un Estado Parte para ejercer, en el territorio de otro 
estado, jurisdicción  o funciones  que el derecho interno de ese estado reserve 
exclusivamente a sus autoridades. 
Articulo 5 
Penalización de la participación de un grupo delictivo organizado 
1-Cada estado parte adoptara las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando se cometan: 
A-Una de las conductas siguientes, como delitos distintos de los que entrañen el intento o la 
consumación de la actividad delictiva: 
-El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito que 
guarde relación directa o indirectamente con la obtención de un beneficio económico u de 
otro orden material que entrañe un acto perpetrado por uno de los participantes del grupo 
delictivo organizado. 
-la conducta de toda persona que, a sabiendas de la actividad delictiva participa 
activamente en: 
a- Actividades ilícitas del grupo delictivo. 
b-Otras actividades que a sabiendas de que su participación contribuirá a la finalidad 
delictiva. 
B-La organización, dirección, ayuda para la comisión de un delito grave. 
Articulo 6 
Penalización del blanqueo del producto del delito 
Cada estado parte adoptara de conformidad con los principios de su derecho interno, las  
medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando: 
-La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto del 
delito, con  el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o para ayudar a 
cualquier persona involucrada. 
-La adquisición de bienes, a sabiendas de que son producto del delito. 
Articulo 7 
Medidas para combatir el blanqueo de dinero. 
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Cada Estado parte: 
-Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las 
instituciones financieras no bancarias y, cuando proceda, de otros órganos situados dentro 
de su jurisdicción que sean susceptibles de utilizarse para el blanqueo de dinero a fin de 
prevenir todas las formas de blanqueo, y en ese régimen se hará hincapié en los requisitos a 
la identificación del cliente, el establecimiento de registros y la denuncia de las 
transacciones sospechosas. 
-Garantizara la cooperación entre las autoridades encargadas de combatir el blanqueo de 
dinero y el intercambio de información a nivel nacional e internacional. 
-Los Estados parte consideraran la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar y 
vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes. 
-Se insta a los Estados parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las 
organizaciones regionales, interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de 
dinero 
Articulo 11 
Proceso fallo y sanciones. 
-Cada Estado Parte velara por que se ejerzan facultades legales discrecionales que se 
disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por 
los delitos comprendidos. 
-Cada Estado Parte velara porque sus tribunales competentes tengan presente la naturaleza 
grave de los delitos comprendidos en la presente Convención al considerar la eventualidad 
de conceder la libertad anticipada  o la libertad condicional a personas que hayan sido 
declaradas culpables de tales delitos. 
Articulo 8 
Penalización de la corrupción 
Cada Estado parte adoptara las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando  se cometan intencionalmente: 
-La promesa, el ofrecimiento, o la concesión a un funcionario público directa o 
indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de 
otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en 
el cumplimiento de sus funciones oficiales. 
-L a solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un 
beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, 
con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus 
funciones oficiales. 
Articulo 12 
Decomiso e incautación 
1-Los Estados parte adoptaran en la medida que lo permita su ordenamiento jurídico 
interno, las  medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso: 
-Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o de bienes cuyo 
valor corresponda al de dicho producto; 
-De los bienes, u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comisión 
de un delito. 
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2-Los Estados Parte adoptaran las medidas quesean necesarias para permitir la 
identificación, la localización, el  embargo preventivo o la incautación de cualquier bien 
con miras a su eventual decomiso. 
3-Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcialmente o 
totalmente en otros bienes, esos bienes podrán ser objeto de las medidas aplicables. 
4-Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de forma lícita, 
esos bienes podrán ser objeto de decomiso hasta el valor estimado del producto 
entremezclado. 
Articulo 13 
Cooperación internacional para fines de decomiso. 
Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado que tenga jurisdicción para 
conocer de un delito comprendido en la presente convención con miras al decomiso del 
producto del delito, los bienes, u otros instrumentos que se encuentren en su territorio 
deberán, en  la mayor medida en que lo permita su ordenamiento jurídico: 
-Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a 
la que, en caso de concederse darán cumplimiento; o 
-Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado 
solicitado, la orden de decomiso expedida  por un tribunal situado en el territorio del 
Estado Parte requirente de conformidad en la medida en que guarde relación con el 
producto del delito, los bienes, u otros instrumentos que se encuentren en el territorio del 
Estado Parte requerido. 
Articulo 15 
Jurisdicción 
Cada Estado Parte adoptara las medidas que sean necesarias para establecer  su 
jurisdicción respecto de los delitos tipificados en los artículos 5, 6, 8,23 cuando: 
-el delito se cometa en su territorio 
-el delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave 
registrada conforme a sus leyes en el momento de la comisión del delito. 
Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente convención un Estado Parte 
también podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando: 
-El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 
-El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apartida que tenga 
residencia habitual en su territorio. 
-Cada Estado Parte podrá también adoptar medidas que sean necesarias para establecer su 
jurisdicción  respecto de los delitos comprendidos en la siguiente Convención cuando el 
presunto delincuente  se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite. 
-Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción ha recibido notificación de que otro u otros 
Estados Parte están realizando una investigación o una actuación judicial respecto de los 
mismos hechos, las  autoridades competentes de esos Estados Partes consultaran a fin de 
coordinar sus medidas. 
Articulo 16 
Extradición 
El presente artículo se aplicara a los delitos comprendidos en la presente Convención o a los 
casos en que un delito al que se hace referencia en el articulo 3  entrañe la participación de 
un grupo delictivo organizado y la persona que es objeto de la solicitud de extradición se 
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encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y cuando el delito por el que 
se pide la extradición sea punible con arreglo del derecho interno del Estado Parte 
requirente y del Estado Parte requerido. 
Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves  distintos, algunos de los 
cuales no estén comprendidos en el presente artículo, el Estado Parte requerido podrá 
aplicar el presente artículo también respecto de estos últimos delitos. 
Articulo 23 
Penalización de la obstrucción de la justicia 
Cada Estado Parte adoptara las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
-El uso de la fuerza física amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento la 
concesión de un beneficio indebido para inducir el falso testimonio u obstaculizar la 
presentación de testimonio o la aportación de pruebas en un proceso en relación con la 
comisión de uno de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
-El uso de la fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de 
las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer 
cumplir la ley en relación con la comisión de los delitos en la presente Convención. Nada 
de  lo previsto en el presente apartado menoscabara el derecho de los Estados Parte a 
disponer de legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos. 
Articulo 24 
Protección de los testigos 
Cada Estado Parte adoptara medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para proteger 
de manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos que 
participen en actuaciones penales y que presten testimonio sobre delitos comprendidos en la 
presente Convención así como a sus familiares y demás personas cercanas. 
-Se establecerán medidas de protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo 
necesario y lo posible, su reubicación, y permitir, la prohibición total o parcial de revelar 
información relativa a su identidad y paradero. 
Articulo 25 
Asistencia y protección a las victimas 
Cada Estado Parte adoptara medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar 
asistencia y protección a las víctimas de los delitos, en particular en caso de amenaza de 
represalia o intimidación. 
Cada Estado Parte establecerá procedimientos que permitan a las víctimas de los delitos 
obtener  indemnización y restitución. 
Cada Estado Parte permitirá que se presenten y examinen las opiniones y preocupaciones 
de las victimas en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes. 
Articulo 32 
Conferencia de las Partes de la Convención 
Se establecerá una conferencia de las partes en la Convención con objeto de mejorar la 
capacidad de los Estados Partes para combatir la delincuencia organizada transnacional y 
promover la aplicación de la Convención. 
El secretario General de las Naciones Unidas convocara la Conferencia de las Partes a más 
tardar un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. 
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La Conferencia de los Estados Partes concertara mecanismos con miras a lograr objetivos 
mencionados anteriormente. 
Articulo 33 
Secretaria 
El Secretario de las Naciones Unidas prestara los servicios de secretaria necesarios a la 
Conferencia de las Partes en la Convención. 
La Secretaria: 
-Prestara asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las actividades 
enunciadas en el artículo 32 y organizara los periodos de sesiones y prestara los servicios 
necesarios; 
-Prestara asistencia a los Estados Partes que la soliciten en el suministro de información a la 
Conferencia de las Partes; 
-Velara por la coordinación necesaria con la secretaria de otras organizaciones 
internacionales y regionales pertinentes. 
Articulo35 
Solución de Controversias 
1- Los Estados Parte procuraran solucionar toda controversia relacionada con la 
interpretación o aplicación de la presente Convención mediante la negociación. 
2- Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación de la 
presente Convención que no puede resolverse mediante la negociación dentro de un plazo 
razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si seis 
meses después de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de 
acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir 
la controversia a la Corte Internacional de Justicia. 
3- Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o adhesión a ella, declarar que no se considera 
vinculados por el párrafo 2 del presente articúlalos demás Estados Parte no quedaran 
vinculados por el párrafo 2 respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva 
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PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y 
SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS, 

ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS, QUE 
COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES 
UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA 

TRANSNACIONAL 
Preámbulo 
Los Estados Parte en el presente Protocolo, 
Declarando que para prevenir y combatir eficazmente la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños, se requiere un enfoque amplio e internacional en los países de origen, 
tránsito y destino que incluya medidas para prevenir dicha trata, sancionar a los traficantes 
y proteger a las víctimas de esa trata, en particular amparando sus derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, 
Teniendo en cuenta que si bien existe una gran variedad de instrumentos jurídicos 
internacionales que contienen normas y medidas prácticas para combatir la explotación de 
las personas, especialmente las mujeres y los niños, no hay ningún instrumento universal 
que aborde todos los aspectos de la trata de personas, 
Preocupados porque de no existir un instrumento de esa naturaleza las personas 
vulnerables a la trata no estarán suficientemente protegidas, 
Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en 
la que la Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de 
composición abierta encargado de elaborar una convención internacional amplia contra la 
delincuencia transnacional organizada y de examinar la elaboración, entre otras cosas, de 
un instrumento internacional relativo a la trata de mujeres y de niños, 
Convencidos de que para prevenir y combatir ese delito será útil complementar la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional con 
un instrumento internacional destinado a prevenir, reprimir y sancionar la trata de 
personas, especialmente mujeres y niños, 
Acuerdan lo siguiente: 
I. Disposiciones generales 
Artículo 1Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional 
1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención. 
2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, 
a menos que en él se disponga otra cosa. 
3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se considerarán 
delitos tipificados con arreglo a la Convención. 
Artículo 2 Finalidad 
Los fines del presente Protocolo son: 
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a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las mujeres y los 
niños; 
b) Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente sus derechos 
humanos; y 
c) Promover la cooperación entre los Estados Parte para lograr esos fines. 
Artículo 3 Definiciones 
Para los fines del presente Protocolo: 
a) Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o 
la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de 
vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 
consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. 
Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos; 
b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de 
explotación que se tenga la intención de realizar descrita en el apartado a) del presente 
artículo no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios 
enunciados en dicho apartado; 
c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de 
explotación se considerará "trata de personas" incluso cuando no se recurra a ninguno de 
los medios enunciados en el apartado a) del presente artículo; 
d) Por “niño” se entenderá toda persona menor de 18 años. 
Artículo 4 Ámbito de aplicación 
A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará a la 
prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 
del presente Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado, así como a la protección de las víctimas de 
esos delitos. 
Artículo 5 Penalización 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito en su derecho interno las conductas enunciadas en el artículo 3 
del presente Protocolo, cuando se cometan intencionalmente. 
2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito: 
a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa de 
comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 
b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arreglo al 
párrafo 1 del presente artículo; y 
c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito tipificado 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo. 
II. Protección de las víctimas de la trata de personas 
Artículo 6 Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas 
1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado Parte 
protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, en particular, 



 
 

 

91 

entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las actuaciones judiciales relativas a 
dicha trata. 
2. Cada Estado Parte velará porque su ordenamiento jurídico o administrativo interno 
prevea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando 
proceda: 
a)  Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes;  
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se presenten y 
examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin 
que ello menoscabe los derechos de la defensa. 
3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la 
recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso, 
cuando proceda, en cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras 
organizaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, y en particular mediante el 
suministro de: 
a) Alojamiento adecuado;  
b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en un 
idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender; 
c) Asistencia médica, sicológica y material; y 
d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación. 
4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artículo, la 
edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de personas, en 
particular las necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, la educación y el 
cuidado adecuados. 
5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas de la trata de 
personas mientras se encuentren en su territorio. 
6. Cada Estado Parte velará porque su ordenamiento jurídico interno prevea medidas que 
brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemnización por 
los daños sufridos. 
Artículo 7 Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado receptor 
1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6 del presente Protocolo, cada 
Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas 
apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su territorio, 
temporal o permanentemente, cuando proceda. 
2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada Estado 
Parte dará la debida consideración a factores humanitarios y personales. 
Artículo 8 Repatriación de las víctimas de la trata de personas 
1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el que ésta 
tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del 
Estado Parte receptor facilitará y aceptará, sin demora indebida o injustificada, la 
repatriación de esa persona teniendo debidamente en cuenta su seguridad. 
2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de personas 
a un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de 
residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte 
receptor, velará por que dicha repatriación se realice teniendo debidamente en cuenta la 
seguridad de esa persona, así como el estado de cualquier procedimiento legal relacionado 
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con el hecho de que la persona es una víctima de la trata, y preferentemente de forma 
voluntaria. 
3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará, sin 
demora indebida o injustificada, si la víctima de la trata de personas es uno de sus 
nacionales o tenía derecho de residencia permanente en su territorio en el momento de su 
entrada en el territorio del Estado Parte receptor. 
4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de personas que carezca de la 
debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese 
derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado 
Parte receptor convendrá en expedir, previa solicitud del Estado Parte receptor, los 
documentos de viaje o autorización de otro tipo que sean necesarios para que la persona 
pueda viajar a su territorio y reingresar en él. 
5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la trata de 
personas con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor. 
6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral o 
multilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de la 
trata de personas. 
III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas 
Artículo 9 Prevención de la trata de personas 
1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter amplio 
con miras a: 
a) Prevenir y combatir la trata de personas; y 
b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, contra 
un nuevo riesgo de victimización. 
2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de investigación y 
campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y económicas, con miras a 
prevenir y combatir la trata de personas. 
3. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformidad con el 
presente artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones no 
gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad civil. 
4. Los Estados Parte adoptarán medidas o reforzarán las ya existentes, recurriendo en 
particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores como la 
pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que hacen a las personas, 
especialmente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata. 
5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como medidas 
educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en particular a la 
cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar la demanda que propicia cualquier 
forma de explotación conducente a la trata de personas, especialmente mujeres y niños. 
Artículo 10 Intercambio de información y capacitación 
1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así como las 
autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre sí, según 
proceda, intercambiando información, de conformidad con su derecho interno, a fin de 
poder determinar: 
a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con 
documentos de viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje son autores o 
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víctimas de la trata de personas; 
b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado utilizar 
para cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas; y 
c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los fines de la 
trata de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos entre 
personas y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles medidas para detectarlos. 
2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así 
como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en la prevención 
de la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, según proceda. Ésta deberá 
centrarse en los métodos aplicados para prevenir dicha trata, enjuiciar a los traficantes y 
proteger los derechos de las víctimas, incluida la protección de las víctimas frente a los 
traficantes. La capacitación también deberá tener en cuenta la necesidad de considerar los 
derechos humanos y las cuestiones relativas al niño y a la mujer, así como fomentar la 
cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y 
demás sectores de la sociedad civil. 
3. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud del 
Estado Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones a su utilización. 
Artículo 11 Medidas fronterizas 
1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de 
personas, los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fronterizos 
que sean necesarios para prevenir y detectar la trata de personas. 
2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas para 
prevenir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados por 
transportistas comerciales para la comisión de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 
del presente Protocolo. 
3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se preverá, 
entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas las empresas de 
transporte, así como los propietarios o explotadores de cualquier medio de transporte, de 
cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en su poder los documentos de viaje 
requeridos para entrar en el Estado receptor. 
4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su derecho 
interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enunciada en el 
párrafo 3 del presente artículo. 
5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de 
conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas 
implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente Protocolo. 
6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Parte 
considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de control 
fronterizo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y manteniendo conductos de 
comunicación directos. 
Artículo 12 Seguridad y control de los documentos 
Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que se requieran 
para: 
a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida a 
fin de que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o alterarse, 
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reproducirse o expedirse de forma ilícita; y 
b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de identidad que 
expida o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización ilícitas 
de dichos documentos. 
Artículo 13 Legitimidad y validez de los documentos 
Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad con su 
derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos 
de viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos 
de ser utilizados para la trata de personas. 
IV. Disposiciones finales 
Artículo 14 Cláusula de salvaguardia 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obligaciones y 
responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho internacional, 
incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa internacional de derechos 
humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio de non-refoulement 
consagrado en dichos instrumentos. 
2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de forma que 
no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de la trata de personas. 
La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los principios de 
no discriminación internacionalmente reconocidos. 
Artículo 15 Solución de controversias 
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la 
interpretación o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación. 
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la 
aplicación del presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación dentro 
de un plazo razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a 
arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no 
han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos 
Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante 
solicitud conforme al Estatuto de la Corte. 
3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o 
aprobación del presente Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera vinculado 
por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por 
el párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 
4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del 
presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
Artículo 16 Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de 
diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002. 
2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones regionales 
de integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales 
organizaciones haya firmado el presente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el 
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párrafo 1 del presente artículo. 
3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración 
económica podrán depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por 
lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento 
de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del 
alcance de su competencia. 
4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro 
que sea Parte en el presente Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las 
organizaciones regionales de integración económica declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. 
Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación 
pertinente del alcance de su competencia. 
Artículo 17 Entrada en vigor 
1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se 
haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, a condición de que no entre en vigor antes de la entrada en vigor de la 
Convención. A los efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por una 
organización regional de integración económica no se considerarán adicionales a los 
depositados por los Estados miembros de tal organización. 
2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte 
o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse depositado el 
cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el presente 
Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u 
organización haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, cualquiera que sea la última fecha. 
Artículo 18 Enmienda 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Protocolo, 
los Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda 
propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la Convención para que la 
examinen y decidan al respecto. Los Estados Parte en el presente Protocolo reunidos en la 
Conferencia de las Partes harán todo lo posible por lograr un consenso sobre cada 
enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha 
llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una 
mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente Protocolo presentes y votantes en 
la sesión de la Conferencia de las Partes. 
2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual 
al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas 
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organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y 
viceversa. 
3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará 
sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 
4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación de esa enmienda. 
5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan 
expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las 
disposiciones del presente Protocolo, así como a cualquier otra enmienda anterior que 
hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 
Artículo 19 Denuncia 
1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación escrita 
al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de 
la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación. 
2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en el 
presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros. 
Artículo 20 Depositario e idiomas 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Protocolo. 
2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, han firmado el presente Protocolo.  
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DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS 

Adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) del 10 de diciembre de 1948 
El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y 
proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos, cuyo texto completo figura en 
las páginas siguientes. Tras este acto histórico, la Asamblea pidió a todos los Países 
Miembros que publicaran el texto de la Declaración y dispusieran que fuera "distribuido, 
expuesto, leído y comentado en las escuelas y otros establecimientos de enseñanza, sin 
distinción fundada en la condición política de los países o de los territorios". 
Preámbulo 
Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos 
los miembros de la familia humana;  
Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han 
originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha 
proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en 
que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de 
palabra y de la libertad de creencias;  
Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 
Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión 
contra la tiranía y la opresión;  
Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las 
naciones;  
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en 
los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y 
en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover 
el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la 
libertad;  
Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación 
con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y 
libertades fundamentales del hombre, y  
Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor 
importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso;  
La Asamblea General proclama la presente 
Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos 
los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las 
instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la 
educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de 
carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, 
tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados 
bajo su jurisdicción.  
Artículo 1 
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 
están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.  
Artículo 2 
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1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición.  
2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se 
trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no 
autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.  
Artículo 3 
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.  
Artículo 4 
Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos 
están prohibidas en todas sus formas.  
Artículo 5 
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.  
Artículo 6 
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad 
jurídica.  
Artículo 7 
Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. 
Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta 
Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.  
Artículo 8 
Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley.  
Artículo 9 
Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.  
Artículo 10 
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y 
con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 
derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 
penal.  
Artículo 11 
1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan 
asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.  
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron 
delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más 
grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  
Artículo 12 
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a 
la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.  
Artículo 13 
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1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio 
de un Estado.  
2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su 
país.  
Artículo 14 
1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en 
cualquier país.  
2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por 
delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.  
Artículo 15 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.  
2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de 
nacionalidad.  
Artículo 16 
1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción 
alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y 
disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso 
de disolución del matrimonio.  
2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el 
matrimonio.  
3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 
protección de la sociedad y del Estado.  
Artículo 17 
1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.  
2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.  
Artículo 18 
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este 
derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de 
manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en 
privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.  
Artículo 19 
Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye 
el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 
opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.  
Artículo 20 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.  
2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.  
Artículo 21 
1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por 
medio de representantes libremente escogidos.  
2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones 
públicas de su país.  
3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se 
expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por 
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sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice 
la libertad del voto.  
Artículo 22 
Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a 
obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la 
organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, 
sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.  
Artículo 23 
1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones 
equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.  
2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.  
3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, 
que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que 
será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.  
4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus 
intereses.  
Artículo 24 
Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación 
razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.  
Artículo 25 
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en 
caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus 
medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.  
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los 
niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección 
social.  
Artículo 26 
1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en 
lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será 
obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los 
estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.  
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; 
favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los 
grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones 
Unidas para el mantenimiento de la paz.  
3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse 
a sus hijos.  
Artículo 27 
1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la 
comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios 
que de él resulten.  
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2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea 
autora.  
Artículo 28 
Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que 
los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos.  
Artículo 29 
1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede 
desarrollar libre y plenamente su personalidad.  
2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará 
solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el 
reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las 
justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad 
democrática.  
3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición a los 
propósitos y principios de las Naciones Unidas.  
Artículo 30 
Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno 
al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar 
actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en 
esta Declaración.  
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DECLARACIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE LA 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER 

La Asamblea General, 
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en 
los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y 
en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, 
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece el principio 
de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y que toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados 
en dicha Declaración, sin distinción alguna, incluida la distinción por razón de sexo, 
Teniendo en cuenta las resoluciones, declaraciones, convenciones y recomendaciones de las 
Naciones Unidas y los organismos especializados cuyo objeto es eliminar todas las formas 
de discriminación y fomentar la igualdad de derechos de hombres y mujeres, 
Preocupada de que, a pesar de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y de 
otros instrumentos de las Naciones Unidas y los organismos especializados y a pesar de los 
progresos realizados en materia de igualdad de derechos, continúa existiendo considerable 
discriminación en contra de la mujer, 
Considerando que la discriminación contra la mujer es incompatible con la dignidad 
humana y con el bienestar de la familia y de la sociedad, impide su participación en la vida 
política, social, económica y cultural de sus países en condiciones de igualdad con el 
hombre, y constituye un obstáculo para el pleno desarrollo de las posibilidades que tiene la 
mujer de servir a sus países y a la humanidad, 
Teniendo presente la importancia de la contribución de la mujer a la vida social, política, 
económica y cultural, así como su función en la familia y especialmente en la educación de 
los hijos, 
Convencida de que la máxima participación tanto de las mujeres como de los hombres en 
todos los campos es indispensable para el desarrollo total de un país, el bienestar del mundo 
y la causa de la paz, 
Considerando que es necesario garantizar el reconocimiento universal, de hecho y en 
derecho, del principio de igualdad del hombre y la mujer, 
Proclama solemnemente la presente Declaración: 
ARTÍCULO 1 
La discriminación contra la mujer, por cuanto niega o limita su igualdad de derechos con el 
hombre, es fundamentalmente injusta y constituye una ofensa a la dignidad humana. 
ARTÍCULO 2 
Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas a fin de abolir las leyes, costumbres, 
reglamentos y prácticas existentes que constituyan una discriminación en contra de la 
mujer, y para asegurar la protección jurídica adecuada de la igualdad de derechos del 
hombre y la mujer, en particular: 
a) El principio de la igualdad de derechos figurará en las constituciones o será garantizado 
de otro modo por ley; 
b) Los instrumentos internacionales de las Naciones Unidas y de los organismos 
especializados relativos a la eliminación de la discriminación en contra de la mujer se 
aceptarán mediante ratificación o adhesión y se aplicarán plenamente tan pronto como sea 
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posible. 
ARTÍCULO 3 
Adopción: Asamblea General de la ONU Resolución 2263 (XXII), 07 de noviembre de 
1967 
Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para educar a la opinión pública y 
orientar las aspiraciones nacionales hacia la eliminación de los prejuicios y la abolición de 
las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de la 
inferioridad de la mujer. 
ARTÍCULO 4 
Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar a la mujer en igualdad de 
condiciones con el hombre y sin discriminación alguna: 
a) El derecho a votar en todas las elecciones y a ser elegible para formar parte de todos los 
organismos constituidos mediante elecciones públicas; 
b) El derecho a votar en todos los referéndums públicos;   
c) El derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones públicas. Estos 
derechos deberán ser garantizados por la legislación.   
ARTÍCULO 5 
La mujer tendrá los mismos derechos que el hombre en materia de adquisición, cambio, o 
conservación de una nacionalidad. El matrimonio con un extranjero no debe afectar 
automáticamente la nacionalidad de la mujer, ya sea convirtiéndola en apátrida o 
imponiéndole la nacionalidad de su marido. 
ARTÍCULO 6 
1. Sin perjuicio de la salvaguardia de la unidad y la armonía de la familia, que sigue siendo 
la unidad básica de toda sociedad, deberán adoptarse todas las medidas apropiadas, 
especialmente medidas legislativas, para que la mujer, casada o no, tenga iguales derechos 
que el hombre en el campo del derecho civil y en particular: 
a) El derecho a adquirir, administrar y heredar bienes y a disfrutar y disponer de ellos, 
incluyendo los adquiridos durante el matrimonio; 
b) La igualdad en la capacidad jurídica y en su ejercicio;   
c) los mismos derechos que el hombre en la legislación sobre circulación de las personas. 
2. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar el principio de la 
igualdad de condición del marido y de la esposa, y en particular: 
a) La mujer tendrá el mismo derecho que el hombre a escoger libremente cónyuge y a 
contraer matrimonio sólo mediante su pleno y libre consentimiento; 
b) La mujer tendrá los mismos derechos que el hombre durante el matrimonio y a la 
disolución del mismo. En todos los casos el interés de los hijos debe ser la consideración 
primordial; 
c) El padre y la madre tendrán iguales derechos y deberes en lo tocante a sus hijos. En 
todos los casos el interés de los hijos debe ser la consideración primordial. 
3. Deberán prohibirse el matrimonio de niños y los esponsales de las jóvenes antes de haber 
alcanzado la pubertad y deberán adoptarse medidas eficaces, inclusive medidas legislativas, 
a fin de fijar una edad mínima para contraer matrimonio y hacer obligatoria la inscripción 
del matrimonio en un registro oficial. 
ARTÍCULO 7 
Todas las disposiciones de los códigos penales que constituyan una discriminación contra 
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las mujeres serán derogadas. 
ARTÍCULO 8 
Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas, inclusive medidas legislativas, para 
combatir todas las formas de trata de mujeres y de explotación de la prostitución de 
mujeres. 
ARTÍCULO 9 
Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar a la joven y a la mujer, 
casada o no, derechos iguales a los del hombres en materia de educación en todos los 
niveles, y en particular: 
a) Iguales condiciones de acceso a toda clase de instituciones docentes, incluidas las 
universidades y las escuelas técnicas y profesionales, e iguales condiciones de estudio en 
dichas instituciones; 
b) La misma selección de programas de estudios, los mismos exámenes, personal docente 
del mismo nivel profesional, y locales y equipo de la misma calidad, ya se trate de 
establecimientos de enseñanza mixta o no; 
c) Iguales oportunidades en la obtención de becas y otras subvenciones de estudio;   
d) Iguales oportunidades de acceso a los programas de educación complementaria, 
incluidos los programas de alfabetización de adultos; 
e) Acceso a material informativo para ayudarla a asegurar la salud y bienestar de la familia. 
ARTÍCULO 10 
1. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, casada o 
no, los mismos derechos que al hombre en la esfera de la vida económica y social, y en 
particular: 
a) El derecho, sin discriminación alguna por su estado civil o por cualquier otro motivo, a 
recibir formación profesional, trabajar, elegir libremente empleo y profesión, y progresar en 
la profesión y en el empleo; 
b) El derecho a igual remuneración que el hombre y a igualdad de trato con respecto a un 
trabajo de igual valor; 
c) El derecho a vacaciones pagadas, prestaciones de jubilación y medidas que le aseguren 
contra el desempleo, la enfermedad, la vejez o cualquier otro tipo de incapacidad para el 
trabajo; 
d) El derecho a recibir asignaciones familiares en igualdad de condiciones con el hombre. 
2. A fin de impedir que se discrimine contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y garantizar su derecho efectivo al trabajo, deberán adoptarse medidas para 
evitar su despido en caso de matrimonio o maternidad, proporcionarle licencia de 
maternidad con sueldo pagado y la garantía de volver a su empleo anterior, así como para 
que se le presten los necesarios servicios sociales, incluidos los destinados al cuidado de los 
niños. 
3. Las medidas que se adopten a fin de proteger a la mujer en determinados tipos de 
trabajo por razones inherentes a su naturaleza física no se considerarán discriminatorias. 
ARTÍCULO 11 
1. El principio de la igualdad de derechos del hombre y la mujer exige que todos los 
Estados lo apliquen en conformidad con los principios de la Carta de las Naciones Unidas y 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
2. En consecuencia, se encarece a los gobiernos, las organizaciones no gubernamentales y 
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los individuos que hagan cuanto esté de su parte para promover la aplicación de los 
principios contenidos en esta Declaración. 
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DECLARACIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE LA 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

Resolución de la Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993 
La Asamblea General, 
Reconociendo la urgente necesidad de una aplicación universal a la mujer de los derechos y 
principios relativos a la igualdad, seguridad, libertad, integridad y dignidad de todos los 
seres humanos, 
Observando que estos derechos y principios están consagrados en instrumentos 
internacionales, entre los que se cuentan la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
Reconociendo que la aplicación efectiva de la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer contribuiría a eliminar la violencia contra la 
mujer y que la declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, enunciada 
en la presente resolución, reforzaría y complementaría ese proceso, 
Preocupada porque la violencia contra la mujer constituye un obstáculo no sólo para el 
logro de la igualdad, el desarrollo y la paz, tal como se reconoce en las Estrategias de 

Nairobi orientadas hacia el futuro para el adelanto de la mujer5, en las que se recomendó 
un conjunto de medidas encaminadas a combatir la violencia contra la mujer, sino también 
para la plena aplicación de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer, 
Afirmando que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales e impide total o parcialmente a la mujer gozar de 
dichos derechos y libertades, y preocupada por el descuido de larga data de la protección y 
fomento de esos derechos y libertades en casos de violencia contra la mujer, 
Reconociendo que la violencia contra la mujer constituye una manifestación de relaciones 
de poder históricamente desiguales entre el hombre y la mujer, que han conducido a la 
dominación de la mujer y a la discriminación en su contra por parte del hombre e 
impedido el adelanto pleno de la mujer, y que la violencia contra la mujer es uno de los 
mecanismos sociales fundamentales por los que se fuerza a la mujer a una situación de 
subordinación respecto del hombre, 
Preocupada por el hecho de que algunos grupos de mujeres, como por ejemplo las mujeres 
pertenecientes a minorías, las mujeres indígenas, las refugiadas, las mujeres migrantes, las 
mujeres que habitan en comunidades rurales o remotas, las mujeres indigentes, las mujeres 
recluidas en instituciones o detenidas, las niñas, las mujeres con discapacidades, las ancianas 
y las mujeres en situaciones de conflicto armado son particularmente vulnerables a la 
violencia, 
Recordando la conclusión en el párrafo 23 del anexo a la resolución 1990/15 del Consejo 
Económico y Social, de 24 de mayo de 1990, en que se reconoce que la violencia contra la 
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mujer en la familia y en la sociedad se ha generalizado y trasciende las diferencias de 
ingresos, clases sociales y culturas, y debe contrarrestarse con medidas urgentes y eficaces 
para eliminar su incidencia, 
Recordando asimismo la resolución 1991/18 del Consejo Económico y Social, de 30 de 
mayo de 1991, en la que el Consejo recomendó la preparación de un marco general para 
un instrumento internacional que abordara explícitamente la cuestión de la violencia contra 
la mujer, 
Observando con satisfacción la función desempeñada por los movimientos en pro de la 
mujer para que se preste más atención a la naturaleza, gravedad y magnitud del problema 
de la violencia contra la mujer, 
Alarmada por el hecho de que las oportunidades de que dispone la mujer para lograr su 
igualdad jurídica, social, política y económica en la sociedad se ven limitadas, entre otras 
cosas, por una violencia continua y endémica, 
Convencida de que, a la luz de las consideraciones anteriores, se requieren una definición 
clara y completa de la violencia contra la mujer, una formulación clara de los derechos que 
han de aplicarse a fin de lograr la eliminación de la violencia contra la mujer en todas sus 
formas, un compromiso por parte de los Estados de asumir sus responsabilidades, y un 
compromiso de la comunidad internacional para eliminar la violencia contra la mujer, 
Proclama solemnemente la siguiente Declaración sobre la eliminación de la violencia 
contra la mujer e insta a que se hagan todos los esfuerzos posibles para que sea 
universalmente conocida y respetada: 
Artículo 1 
A los efectos de la presente Declaración, por "violencia contra la mujer" se entiende todo 
acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como 
resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las 
amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se 
producen en la vida pública como en la vida privada. 
Artículo 2 
Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin 
limitarse a ellos: 
a) La violencia física, sexual y sicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos 
tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia relacionada con la dote, la 
violación por el marido, la mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales 
nocivas para la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y 
la violencia relacionada con la explotación; 
b) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, 
inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en 
instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada; 
c) La violencia física, sexual y sicológica perpetrada o tolerada por el Estado, dondequiera 
que ocurra. 
Artículo 3 
La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural, civil y de cualquier otra índole. Entre estos derechos figuran: 
a) El derecho a la vida 
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b) El derecho a la igualdad; 
c) El derecho a la libertad y la seguridad de la persona; 
d) El derecho a igual protección ante la ley; 
e) El derecho a verse libre de todas las formas de discriminación; 
f) El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar; 
g) El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables; 
h) El derecho a no ser sometida a tortura, ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. 
Artículo 4 
Los Estados deben condenar la violencia contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, 
tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. Los 
Estados deben aplicar por todos los medios apropiados y sin demora una política 
encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. Con este fin, deberán: 
a) Considerar la posibilidad, cuando aún no lo hayan hecho, de ratificar la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de adherirse a 
ella o de retirar sus reservas a esa Convención; 
b) Abstenerse de practicar la violencia contra la mujer; 
c) Proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación 
nacional, castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados 
por el Estado o por particulares; 
d) Establecer, en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, laborales y 
administrativas, para castigar y reparar los agravios infligidos a las mujeres que sean objeto 
de violencia; debe darse a éstas acceso a los mecanismos de la justicia y, con arreglo a lo 
dispuesto en la legislación nacional, a un resarcimiento justo y eficaz por el daño que hayan 
padecido; los Estados deben además informar a las mujeres de sus derechos a pedir 
reparación por medio de esos mecanismos; 
e) Considerar la posibilidad de elaborar planes de acción nacionales para promover la 
protección de la mujer contra toda forma de violencia o incluir disposiciones con ese fin en 
los planes existentes, teniendo en cuenta, según proceda, la cooperación que puedan 
proporcionar las organizaciones no gubernamentales, especialmente las que se ocupan de la 
cuestión de la violencia contra la mujer; 
f) Elaborar, con carácter general, enfoques de tipo preventivo y todas las medidas de índole 
jurídica, política, administrativa y cultural que puedan fomentar la protección de la mujer 
contra toda forma de violencia, y evitar eficazmente la reincidencia en la victimización de 
la mujer como consecuencia de leyes, prácticas de aplicación de la ley y otras intervenciones 
que no tengan en cuenta la discriminación contra la mujer; 
g) Esforzarse por garantizar, en la mayor medida posible a la luz de los recursos de que 
dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional, que 
las mujeres objeto de violencia y, cuando corresponda, sus hijos, dispongan de asistencia 
especializada, como servicios de rehabilitación, ayuda para el cuidado y manutención de los 
niños, tratamiento, asesoramiento, servicios, instalaciones y programas sociales y de salud, 
así como estructuras de apoyo y, asimismo, adoptar todas las demás medidas adecuadas 
para fomentar su seguridad y rehabilitación física y sicológica; 
h) Consignar en los presupuestos del Estado los recursos adecuados para sus actividades 
relacionadas con la eliminación de la violencia contra la mujer; 
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i) Adoptar medidas para que las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley y los 
funcionarios que han de aplicar las políticas de prevención, investigación y castigo de la 
violencia contra la mujer reciban una formación que los sensibilice respecto de las 
necesidades de la mujer; 
j) Adoptar todas las medidas apropiadas, especialmente en el sector de la educación, para 
modificar las pautas sociales y culturales de comportamiento del hombre y de la mujer y 
eliminar los prejuicios y las prácticas consuetudinarias o de otra índole basadas en la idea de 
la inferioridad o la superioridad de uno de los sexos y en la atribución de papeles 
estereotipados al hombre y a la mujer; 
k) Promover la investigación, recoger datos y compilar estadísticas, especialmente en lo 
concerniente a la violencia en el hogar, relacionadas con la frecuencia de las distintas 
formas de violencia contra la mujer, y fomentar las investigaciones sobre las causas, la 
naturaleza, la gravedad y las consecuencias de esta violencia, así como sobre la eficacia de 
las medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos; se deberán publicar esas 
estadísticas, así como las conclusiones de las investigaciones; 
l) Adoptar medidas orientadas a eliminar la violencia contra las mujeres especialmente 
vulnerables; 
m) Incluir, en los informes que se presenten en virtud de los instrumentos pertinentes de las 
Naciones Unidas relativos a los derechos humanos, información acerca de la violencia 
contra la mujer y las medidas adoptadas para poner en práctica la presente Declaración; 
n) Promover la elaboración de directrices adecuadas para ayudar a aplicar los principios 
enunciados en la presente Declaración; 
o) Reconocer el importante papel que desempeñan en todo el mundo el movimiento en pro 
de la mujer y las organizaciones no gubernamentales en la tarea de despertar la conciencia 
acerca del problema de la violencia contra la mujer y aliviar dicho problema; 
p) Facilitar y promover la labor del movimiento en pro de la mujer y las organizaciones no 
gubernamentales, y cooperar con ellos en los planos local, nacional y regional; 
q) Alentar a las organizaciones intergubernamentales regionales a las que pertenezcan a que 
incluyan en sus programas, según convenga, la eliminación de la violencia contra la mujer. 
Artículo 5 
Los órganos y organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas deberán 
contribuir, en sus respectivas esferas de competencia, al reconocimiento y ejercicio de los 
derechos y a la aplicación de los principios establecidos en la presente Declaración y, a este 
fin, deberán, entre otras cosas: 
a) Fomentar la cooperación internacional y regional con miras a definir estrategias 
regionales para combatir la violencia, intercambiar experiencias y financiar programas 
relacionados con la eliminación de la violencia contra la mujer; 
b) Promover reuniones y seminarios encaminados a despertar e intensificar la conciencia de 
toda la población sobre la cuestión de la violencia contra la mujer; 
c) Fomentar, dentro del sistema de las Naciones Unidas, la coordinación y el intercambio 
entre los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos a fin de abordar con 
eficacia la cuestión de la violencia contra la mujer; 
d) Incluir en los análisis efectuados por las organizaciones y los órganos del sistema de las 
Naciones Unidas sobre las tendencias y los problemas sociales, por ejemplo, en los informes 
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periódicos sobre la situación social en el mundo, un examen de las tendencias de la 
violencia contra la mujer; 
e) Alentar la coordinación entre las organizaciones y los órganos del sistema de las Naciones 
Unidas a fin de integrar la cuestión de la violencia contra la mujer en los programas en 
curso, haciendo especial referencia a los grupos de mujeres particularmente vulnerables a la 
violencia; 
f) Promover la formulación de directrices o manuales relacionados con la violencia contra la 
mujer, tomando en consideración las medidas mencionadas en la presente Declaración; 
g) Considerar la cuestión de la eliminación de la violencia contra la mujer, cuando proceda, 
en el cumplimiento de sus mandatos relativos a la aplicación de los instrumentos de 
derechos humanos; 
h) Cooperar con las organizaciones no gubernamentales en todo lo relativo a la cuestión de 
la violencia contra la mujer. 
Artículo 6 
Nada de lo enunciado en la presente Declaración afectará a disposición alguna que pueda 
formar parte de la legislación de un Estado o de cualquier convención, tratado o 
instrumento internacional vigente en ese Estado y sea más conducente a la eliminación de 
la violencia contra la mujer. 
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DECLARACIÓN SOBRE LA PROTECCIÓN DE LA MUJER 
Y EL NIÑO EN ESTADOS DE EMERGENCIA O DE 

CONFLICTO ARMADO 
Proclamada por la Asamblea General en su resolución 3318 (XXIX), de 14 de diciembre 
de 1974 
La Asamblea General, 
Habiendo examinado la recomendación del Consejo Económico y Social contenida en su 
resolución 1861 (LVI) de 16 de mayo de 1974, 
Expresando su profunda preocupación por los sufrimientos de las mujeres y los niños que 
forman parte de las poblaciones civiles que en períodos de emergencia o de conflicto 
armado en la lucha por la paz, la libre determinación, la liberación nacional y la 
independencia muy a menudo resultan víctimas de actos inhumanos y por consiguiente 
sufren graves daños, 
Consciente de los sufrimientos de las mujeres y los niños en muchas regiones del mundo, en 
especial en las sometidas a la opresión, la agresión, el colonialismo, el racismo, la 
dominación foránea y el sojuzgamiento extranjero, 
Profundamente preocupada por el hecho de que, a pesar de una condena general e 
inequívoca, el colonialismo, el racismo y la dominación foránea y extranjera siguen 
sometiendo a muchos pueblos a su yugo, aplastando cruelmente los movimientos de 
liberación nacional e infligiendo graves pérdidas e incalculables sufrimientos a la población 
bajo su dominio, incluidas las mujeres y los niños, 
Deplorando que se sigan cometiendo graves atentados contra las libertades fundamentales y 
la dignidad de la persona humana y que las Potencias coloniales, racistas y de dominación 
extranjera continúen violando el derecho internacional humanitario, 
Recordando las disposiciones pertinentes de los instrumentos de derecho internacional 
humanitario sobre la protección de la mujer y el niño en tiempos de paz y de guerra, 
Recordando, entre otros importantes documentos, sus resoluciones 2444 (XXIII) de 19 de 
diciembre de 1968, 2597 (XXIV) de 16 de diciembre de 1969 y 2674 (XXV) y 2675 (XXV) 
de 9 de diciembre de 1970, relativas al respeto de los derechos humanos y a los principios 
básicos para la protección de las poblaciones civiles en los conflictos armados, así como la 
resolución 1515 (XLVIII) del Consejo Económico y Social, de 28 de mayo de 1970, en la 
que el Consejo pidió a la Asamblea General que examinara la posibilidad de redactar una 
declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de guerra, 
Consciente de su responsabilidad por el destino de la generación venidera y por el destino 
de las madres, que desempeñan un importante papel en la sociedad, en la familia y 
particularmente en la crianza de los hijos, 
Teniendo presente la necesidad de proporcionar una protección especial a las mujeres y los 
niños, que forman parte de las poblaciones civiles, 
Proclama solemnemente la presente Declaración sobre la protección de la mujer y el niño 
en estados de emergencia o de conflicto armado e insta a todos los Estados Miembros a que 
la observen estrictamente: 
1. Quedan prohibidos y serán condenados los ataques y bombardeos contra la población 
civil, que causa sufrimientos indecibles particularmente a las mujeres y los niños, que 
constituyen el sector más vulnerable de la población, 
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El empleo de armas químicas y bacteriológicas en el curso de operaciones militares 
constituye una de las violaciones más flagrantes del Protocolo de Ginebra de 1925, de los 
Convenios de Ginebra de 1949 y de los principios del derecho internacional humanitario, y 
ocasiona muchas bajas en las poblaciones civiles, incluidos mujeres y niños indefensos, y 
será severamente condenado.  
Todos los Estados cumplirán plenamente las obligaciones que les impone el Protocolo de 
Ginebra de 1925 y los Convenios de Ginebra de 1949, así como otros instrumentos de 
derecho internacional relativos al respeto de los derechos humanos en los conflictos 
armados, que ofrecen garantías importantes para la protección de la mujer y el niño.  
Los Estados que participen en conflictos armados, operaciones militares en territorios 
extranjeros u operaciones militares en territorios todavía sometidos a la dominación 
colonial desplegarán todos los esfuerzos necesarios para evitar a las mujeres y los niños los 
estragos de la guerra. Se tomarán todas las medidas necesarias para garantizar la 
prohibición de actos como la persecución, la tortura, las medidas punitivas, los tratos 
degradantes y la violencia, especialmente contra la parte de la población civil formada por 
mujeres y niños.  
Se considerarán actos criminales todas las formas de represión y los tratos crueles e 
inhumanos de las mujeres y los niños, incluidos la reclusión, la tortura, las ejecuciones, las 
detenciones en masa, los castigos colectivos, la destrucción de viviendas y el desalojo 
forzoso, que cometan los beligerantes en el curso de operaciones militares o en territorios 
ocupados.  
Las mujeres y los niños que formen parte de la población civil y que se encuentren en 
situaciones de emergencia y en conflictos armados en la lucha por la paz, la libre 
determinación, la liberación nacional y la independencia, o que vivan en territorios 
ocupados, no serán privados de alojamiento, alimentos, asistencia médica ni de otros 
derechos inalienables, de conformidad con las disposiciones de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración de los 
Derechos del Niño y otros instrumentos de derecho internacional.   
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DECLARACION SOBRE LA ELIMINACION DE LA 
DISCRIMACION CONTRA LA MUJER. 

Aprobada en la fecha: 7 de noviembre de 1967. Por: La Asamblea General.  Resolución: 
2263 (XXII). 
La Asamblea General, Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han 
reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el 
valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, 
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece el principio 
de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y que toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados 
en dicha Declaración, sin distinción alguna, incluida la distinción por razón de sexo, 
Teniendo en cuenta las resoluciones, declaraciones, convenciones y recomendaciones de las 
Naciones Unidas y los organismos especializados cuyo objeto es eliminar todas las formas 
de discriminación y fomentar la igualdad de derechos de hombres y mujeres, preocupada 
de que, a pesar de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y de otros 
instrumentos de las Naciones Unidas y los organismos especializados y a pesar de los 
progresos realizados en materia de igualdad de derechos, continúa existiendo considerable 
discriminación en contra de la mujer, 
Considerando que la discriminación contra la mujer es incompatible con la dignidad 
humana y con el bienestar de la familia y de la sociedad, impide su participación en la vida 
política, social, económica y cultural de sus países en condiciones de igualdad con el 
hombre, y constituye un obstáculo para el pleno desarrollo de las posibilidades que tiene la 
mujer de servir a sus países y a la humanidad, 
Teniendo presente la importancia de la contribución de la mujer a la vida social, política, 
económica y cultural, así como su función en la familia y especialmente en la educación de 
los hijos, 
Convencida de que la máxima participación tanto de las mujeres como de los hombres en 
todos los campos es indispensable para el desarrollo total de un país, el bienestar del mundo 
y la causa de la paz,  Considerando que es necesario garantizar el reconocimiento universal, 
de hecho y en derecho, del principio de igualdad del hombre y la mujer, proclama 
solemnemente la presente Declaración: 
Artículo 1. La discriminación contra la mujer, por cuanto niega o limita su igualdad de 
derechos con el hombre, es fundamentalmente injusta y constituye una ofensa a la dignidad 
humana. 
Artículo 2. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas a fin de abolir las leyes, 
costumbres, reglamentos y prácticas existentes que constituyan una discriminación en 
contra de la mujer, y para asegurar la protección jurídica adecuada de la igualdad de 
derechos del hombre y la mujer, en particular: 
a) El principio de la igualdad de derechos figurará en las constituciones o será garantizado 
de otro modo por ley; 
b) Los instrumentos internacionales de las Naciones Unidas y de los organismos 
especializados relativos a la eliminación de la discriminación en contra de la mujer se 
aceptarán mediante ratificación o adhesión y se aplicarán plenamente tan pronto como sea 
posible. 
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Artículo 3. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para educar a la opinión 
pública y orientar las aspiraciones nacionales hacia la eliminación de los prejuicios y la 
abolición de las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en 
la idea de la inferioridad de la mujer. 
Artículo 4. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar a la mujer en 
igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna: 
a) El derecho a votar en todas las elecciones y a ser elegible para formar parte de todos los 
organismos constituidos mediante elecciones públicas; 
b) El derecho a votar en todos los referéndum públicos;   
c) El derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones públicas. Estos 
derechos deberán ser garantizados por la legislación. 
Artículo 5. La mujer tendrá los mismos derechos que el hombre en materia de 
adquisición, cambio, o conservación de una nacionalidad. El matrimonio con un extranjero 
no debe afectar automáticamente la nacionalidad de la mujer, ya sea convirtiéndola en 
apátrida o imponiéndole la nacionalidad de su marido. 
Artículo 6. 1. Sin perjuicio de la salvaguardia de la unidad y la armonía de la familia, que 
sigue siendo la unidad básica de toda sociedad, deberán adoptarse todas las medidas 
apropiadas, especialmente medidas legislativas, para que la mujer, casada o no, tenga 
iguales derechos que el hombre en el campo del derecho civil y en particular: 
a) El derecho a adquirir, administrar y heredar bienes y a disfrutar y disponer de ellos, 
incluyendo los adquiridos durante el matrimonio; 
b) La igualdad en la capacidad jurídica y en su ejercicio; 
c) los mismos derechos que el hombre en la legislación sobre circulación de las personas. 
2. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar el principio de la 
igualdad de condición del marido y de la esposa, y en particular: 
a) La mujer tendrá el mismo derecho que el hombre a escoger libremente cónyuge y a 
contraer matrimonio sólo mediante su pleno y libre consentimiento; 
b) La mujer tendrá los mismos derechos que el hombre durante el matrimonio y a la 
disolución del mismo. En todos los casos el interés de los hijos debe ser la consideración 
primordial; 
c) El padre y la madre tendrán iguales derechos y deberes en lo tocante a sus hijos. En todos 
los casos el interés de los hijos debe ser la consideración primordial. 
3. Deberán prohibirse el matrimonio de niños y los esponsales de las jóvenes antes de haber 
alcanzado la pubertad y deberán adoptarse medidas eficaces, inclusive medidas legislativas, 
a fin de fijar una edad mínima para contraer matrimonio y hacer obligatoria la inscripción 
del matrimonio en un registro oficial. 
Artículo 7. 
Todas las disposiciones de los códigos penales que constituyan una discriminación contra 
las mujeres serán derogadas. 
Artículo 8. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas, inclusive medidas 
legislativas, para combatir todas las formas de trata de mujeres y de explotación de la 
prostitución de mujeres. 
Artículo 9. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para asegurar a la joven y a 
la mujer, casada o no, derechos iguales a los del los hombres en materia de educación en 
todos los niveles, y en particular: 
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a) Iguales condiciones de acceso a toda clase de instituciones docentes, incluidas las 
universidades y las escuelas técnicas y profesionales, e iguales condiciones de estudio en 
dichas instituciones; 
b) La misma selección de programas de estudios, los mismos exámenes, personal docente 
del mismo nivel profesional, y locales y equipo de la misma calidad, ya se trate de 
establecimientos de enseñanza mixta o no; 
c) Iguales oportunidades en la obtención de becas y otras subvenciones de estudio; 
d) Iguales oportunidades de acceso a los programas de educación complementaria, 
incluidos los programas de alfabetización de adultos; 
e) Acceso a material informativo para ayudarla a asegurar la salud y bienestar de la familia. 
Artículo 10 
1. Deberán adoptarse todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, casada o no, 
los mismos derechos que al hombre en la esfera de la vida económica y social, y en 
particular: 
a) El derecho, sin discriminación alguna por su estado civil o por cualquier otro motivo, a 
recibir formación profesional, trabajar, elegir libremente empleo y profesión, y progresar en 
la profesión y en el empleo; 
b) El derecho a igual remuneración que el hombre y a igualdad de trato con respecto a un 
trabajo de igual valor; 
c) El derecho a vacaciones pagadas, prestaciones de jubilación y medidas que le aseguren 
contra el desempleo, la enfermedad, la vejez o cualquier otro tipo de incapacidad para el 
trabajo; 
d) El derecho a recibir asignaciones familiares en igualdad de condiciones con el hombre. 
2. A fin de impedir que se discrimine contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y garantizar su derecho efectivo al trabajo, deberán adoptarse medidas para 
evitar su despido en caso de matrimonio o maternidad, proporcionarle licencia de 
maternidad con sueldo pagado y la garantía de volver a su empleo anterior, así como para 
que se le presten los necesarios servicios sociales, incluidos los destinados al cuidado de los 
niños. 
3. Las medidas que se adopten a fin de proteger a la mujer en determinados tipos de 
trabajo por razones inherentes a su naturaleza física no se considerarán discriminatorias. 
Artículo 11 
1. El principio de la igualdad de derechos del hombre y la mujer exige que todos los 
Estados lo apliquen en conformidad con los principios de la Carta de las Naciones Unidas y 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
2. En consecuencia, se encarece a los gobiernos, las organizaciones no gubernamentales y 
los individuos que hagan cuanto esté de su parte para promover la aplicación de los 
principios contenidos en esta Declaración.  
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DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOS Y 
DEBERES DEL HOMBRE 

(Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana Bogotá, Colombia, 1948) 
La IX Conferencia Internacional Americana, 
CONSIDERANDO: 
Que los pueblos americanos han dignificado la persona humana y que sus constituciones 
nacionales reconocen que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras de la vida en 
sociedad, tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la 
creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar 
la felicidad; 
Que, en repetidas ocasiones, los Estados americanos han reconocido que los derechos 
esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado sino que 
tienen como fundamento los atributos de la persona humana; 
Que la protección internacional de los derechos del hombre debe ser guía principalísima 
del derecho americano en evolución; 
Que la consagración americana de los derechos esenciales del hombre unida a las garantías 
ofrecidas por el régimen interno de los Estados, establece el sistema inicial de protección 
que los Estados americanos consideran adecuado a las actuales circunstancias sociales y 
jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez más en el campo 
internacional, a medida que esas circunstancias vayan siendo más propicias, 
ACUERDA: 
Adoptar la siguiente 
DECLARACION AMERICANA DE LOS DERECHOSY DEBERES DEL 
HOMBRE 
Preámbulo 
Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están por 
naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos con los otros. 
El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. Derechos y 
deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del hombre. Si los 
derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad de esa libertad. 
Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los apoyan 
conceptualmente y los fundamentan. 
Es deber del hombre servir al espíritu con todas sus potencias y recursos porque el espíritu 
es la finalidad suprema de la existencia humana y su máxima categoría. 
Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su alcance la 
cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del espíritu. 
Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la floración más noble de la cultura, es 
deber de todo hombre acatarlas siempre. 
CAPITULO PRIMERO 
Derechos 
Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona 
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Artículo I: Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona.  
Derecho de igualdad ante la Ley 
Artículo II: Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes 
consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna.  
Derecho de libertad religiosa y de culto 
Artículo III: Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa y 
de manifestarla y practicarla en público y en privado.  
Derecho de libertad de investigación, opinión, expresión y difusión 
Artículo IV: Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de 
expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio.  
Derecho a la protección a la honra, la reputación personal y la vida privada y 
familiar 
Artículo V: Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra los ataques 
abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar.  
Derecho a la constitución y a la protección de la familia 
Artículo VI: Toda persona tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de la 
sociedad, y a recibir protección para ella.  
Derecho de protección a la maternidad y a la infancia 
Artículo VII: Toda mujer en estado de gravidez o en época de lactancia, así como todo 
niño, tienen derecho a protección, cuidados y ayuda especiales.  
Derecho de residencia y tránsito 
Artículo VIII: Toda persona tiene el derecho de fijar su residencia en el territorio del 
Estado de que es nacional, de transitar por él libremente y no abandonarlo sino por su 
voluntad.  
Derecho a la inviolabilidad del domicilio 
Artículo IX: Toda persona tiene el derecho a la inviolabilidad de su domicilio.  
Derecho a la inviolabilidad y circulación de la correspondencia 
Artículo X: Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad y circulación de su 
correspondencia.  
Derecho a la preservación de la salud y al bienestar 
Artículo XI: Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas 
sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, 
correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad.  
Derecho a la educación 
Artículo XII: Toda persona tiene derecho a la educación, la que debe estar inspirada en los 
principios de libertad, moralidad y solidaridad humanas.  
Asimismo tiene el derecho de que, mediante esa educación, se le capacite para lograr una 
digna subsistencia, en mejoramiento del nivel de vida y para ser útil a la sociedad.  
El derecho de educación comprende el de igualdad de oportunidades en todos los casos, de 
acuerdo con las dotes naturales, los méritos y el deseo de aprovechar los recursos que 
puedan proporcionar la comunidad y el Estado.  
Toda persona tiene derecho a recibir gratuitamente la educación primaria, por lo menos.  
Derecho a los beneficios de la cultura 



 
 

 

123 

Artículo XIII: Toda persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la 
comunidad, gozar de las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de los progresos 
intelectuales y especialmente de los descubrimientos científicos.  
Tiene asimismo derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de los inventos, obras literarias, científicas y artísticas de que sea 
autor.  
Derecho al trabajo y a una justa retribución 
Artículo XIV: Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir 
libremente su vocación, en cuanto lo permitan las oportunidades existentes de empleo.  
Toda persona que trabaja tiene derecho de recibir una remuneración que, en relación con 
su capacidad y destreza le asegure un nivel de vida conveniente para sí misma y su familia.  
Derecho al descanso y a su aprovechamiento 
Artículo XV: Toda persona tiene derecho a descanso, a honesta recreación y a la 
oportunidad de emplear útilmente el tiempo libre en beneficio de su mejoramiento 
espiritual, cultural y físico.  
Derecho a la seguridad social 
Artículo XVI: Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las 
consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de 
cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener 
los medios de subsistencia.  
Derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos 
civiles 
Artículo XVII: Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como 
sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles fundamentales.  
Derecho de justicia 
Artículo XVIII: Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. 
Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo 
ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos 
fundamentales consagrados constitucionalmente.  
Derecho de nacionalidad 
Artículo XIX: Toda persona tiene derecho a la nacionalidad que legalmente le corresponda 
y el de cambiarla, si así lo desea, por la de cualquier otro país que esté dispuesto a 
otorgársela.  
Derecho de sufragio y de participación en el gobierno 
Artículo XX: Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el 
gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las 
elecciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres.  
Derecho de reunión 
Artículo XXI: Toda persona tiene el derecho de reunirse pacíficamente con otras, en 
manifestación pública o en asamblea transitoria, en relación con sus intereses comunes de 
cualquier índole.  
Derecho de asociación 
Artículo XXII: Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para promover, 
ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, 
cultural, profesional, sindical o de cualquier otro orden.  
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Derecho a la propiedad 
Artículo XXIII: Toda persona tiene derecho a la propiedad privada correspondiente a las 
necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya a mantener la dignidad de la 
persona y del hogar.  
Derecho de petición 
Artículo XXIV: Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a 
cualquiera autoridad competente, ya sea por motivo de interés general, ya de interés 
particular, y el de obtener pronta resolución.  
Derecho de protección contra la detención arbitraria 
Artículo XXV: Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 
establecidas por leyes preexistentes.  
Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter netamente civil.  
Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique 
sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo 
contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano 
durante la privación de su libertad.  
Derecho a proceso regular 
Artículo XXVI: Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es 
culpable.  
Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser 
juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a 
que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas  
Derecho de asilo 
Artículo XXVII: Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio 
extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y de 
acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales.  
Alcance de los derechos del hombre 
Artículo XXVIII: Los derechos de cada hombre están limitados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bienestar general y del 
desenvolvimiento democrático.  
CAPITULO SEGUNDO 
Deberes 
Deberes ante la sociedad 
Artículo XXIX: Toda persona tiene el deber de convivir con las demás de manera que 
todas y cada una puedan formar y desenvolver integralmente su personalidad.  
Deberes para con los hijos y los padres 
Artículo XXX: Toda persona tiene el deber de asistir, alimentar, educar y amparar a sus 
hijos menores de edad, y los hijos tienen el deber de honrar siempre a sus padres y el de 
asistirlos, alimentarlos y ampararlos cuando éstos lo necesiten.  
Deberes de instrucción 
Artículo XXXI: Toda persona tiene el deber de adquirir a lo menos la instrucción 
primaria.  
Deber de sufragio 
Artículo XXXII: Toda persona tiene el deber de votar en las elecciones populares del país 
de que sea nacional, cuando esté legalmente capacitada para ello.  
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Deber de obediencia a la Ley 
Artículo XXXIII: Toda persona tiene el deber de obedecer a la Ley y demás 
mandamientos legítimos de las autoridades de su país y de aquél en que se encuentre.  
Deber de servir a la comunidad y a la nación 
Artículo XXXIV: Toda persona hábil tiene el deber de prestar los servicios civiles y 
militares que la Patria requiera para su defensa y conservación, y en caso de calamidad 
pública, los servicios de que sea capaz.  
Asimismo tiene el deber de desempeñar los cargos de elección popular que le correspondan 
en el Estado de que sea nacional.  
Deberes de asistencia y seguridad sociales 
Artículo XXXV: Toda persona tiene el deber de cooperar con el Estado y con la 
comunidad en la asistencia y seguridad sociales de acuerdo con sus posibilidades y con las 
circunstancias.  
Deber de pagar impuestos 
Artículo XXVI: Toda persona tiene el deber de pagar los impuestos establecidos por la Ley 
para el sostenimiento de los servicios públicos.  
Deber de trabajo 
Artículo XXXVII: Toda persona tiene el deber de trabajar, dentro de su capacidad y 
posibilidades, a fin de obtener los recursos para su subsistencia o en beneficio de la 
comunidad.  
Deber de abstenerse de actividades políticas en país extranjero 
Artículo XXXVIII: Toda persona tiene el deber de no intervenir en las actividades políticas 
que, de conformidad con la Ley, sean privativas de los ciudadanos del Estado en que sea 
extranjero.  
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DECLARACIÓN Y PROGRAMA DE ACCIÓN DE VIENA 
Nota de la Secretaría 
Adjunto al presente documento figuran la Declaración y el Programa de Acción de Viena 
aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993. 
DECLARACION Y PROGRAMA DE ACCION DE VIENA 
Nota de la Secretaría 
Adjunto al presente documento figuran la Declaración y el Programa de Acción de Viena 
aprobados por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos el 25 de junio de 1993. 
DECLARACION Y PROGRAMA DE ACCION DE VIENA 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 
Considerando que la promoción y protección de los derechos humanos es una cuestión 
prioritaria para la comunidad internacional y que la Conferencia constituye una 
oportunidad única de efectuar un análisis exhaustivo del sistema internacional de derechos 
humanos y de los mecanismos de protección de los derechos humanos, a fin de potenciar y 
promover una observancia más cabal de esos derechos, en forma justa y equilibrada, 
Reconociendo y afirmando que todos los derechos humanos tienen su origen en la dignidad 
y el valor de la persona humana, y que ésta es el sujeto central de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales, por lo que debe ser el principal beneficiario de esos derechos y 
libertades y debe participar activamente en su realización, 
Reafirmando su adhesión a los propósitos y principios enunciados en la Carta de las 
Naciones Unidas y en la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
Reafirmando el compromiso asumido en el Artículo 56 de la Carta de las Naciones Unidas 
de tomar medidas conjunta o separadamente, insistiendo particularmente en el desarrollo 
de una cooperación internacional eficaz para la realización de los propósitos consignados 
en el Artículo 55, incluidos el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales de todos, 
Subrayando la responsabilidad de todos los Estados, de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, de fomentar y propiciar el respeto de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción alguna por motivos de raza, sexo, 
idioma o religión, 
Recordando el Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas, en particular la 
determinación de reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad 
y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las 
naciones grandes y pequeñas, 
Recordando además la determinación expresada en el Preámbulo de la Carta de las 
Naciones Unidas de preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra, crear 
condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto de las obligaciones 
emanadas de los tratados y otras fuentes del derecho internacional, promover el progreso 
social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, practicar la 
tolerancia y convivir en paz como buenos vecinos y emplear un mecanismo internacional 
para promover el progreso económico y social de todos los pueblos, 
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Destacando que la Declaración Universal de Derechos Humanos, que constituye una meta 
común para todos los pueblos y todas las naciones, es fuente de inspiración y ha sido la base 
en que se han fundado las Naciones Unidas para fijar las normas contenidas en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, 
Considerando los cambios fundamentales que se han producido en el escenario 
internacional y la aspiración de todos los pueblos a un orden internacional basado en los 
principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas, en particular la promoción y el 
fomento de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos y el respeto del 
principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, en 
condiciones de paz, democracia, justicia, igualdad, imperio de la ley, pluralismo, desarrollo, 
niveles de vida más elevados y solidaridad, 
Profundamente preocupada por las diversas formas de discriminación y violencia a que 
siguen expuestas las mujeres en todo el mundo, 
Reconociendo que las actividades de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos 
humanos se deben racionalizar y mejorar para reforzar el mecanismo de las Naciones 
Unidas en esta esfera y propiciar los objetivos de respeto universal y observancia de las 
normas internacionales de derechos humanos, 
Teniendo en cuenta las Declaraciones aprobadas en las tres reuniones regionales celebradas 
en Túnez, San José y Bangkok y las contribuciones de los gobiernos, y teniendo presentes 
las sugerencias formuladas por las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales, así como los estudios preparados por expertos independientes durante el 
proceso preparatorio de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 
Acogiendo con beneplácito la celebración en 1993 del Año Internacional de las Poblaciones 
Indígenas del Mundo como reafirmación del compromiso de la comunidad internacional 
de velar por el disfrute de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
esas poblaciones y de respetar el valor y la diversidad de sus culturas e identidades, 
Reconociendo asimismo que la comunidad internacional debe concebir los medios de 
eliminar los obstáculos existentes y de resolver los problemas que impiden la plena 
realización de todos los derechos humanos y hacen que se sigan violando los derechos 
humanos en todo el mundo, 
Imbuida del espíritu de nuestro tiempo y de la realidad actual que exigen que todos los 
pueblos del mundo y todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas emprendan con 
renovado impulso la tarea global de promover y proteger todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales para garantizar el disfrute pleno y universal de esos derechos, 
Resuelta a seguir el camino trazado por la comunidad internacional para lograr grandes 
progresos en materia de derechos humanos mediante renovados y sostenidos esfuerzos en 
pro de la cooperación y la solidaridad internacionales, 
Aprueba solemnemente la Declaración y el Programa de Acción de Viena.  
I 
1. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el solemne compromiso de 
todos los Estados de cumplir sus obligaciones de promover el respeto universal, así como la 
observancia y protección de todos los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
de todos de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, otros instrumentos relativos 
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a los derechos humanos y el derecho internacional. El carácter universal de esos derechos y 
libertades no admite dudas. 
En este contexto, el fortalecimiento de la cooperación internacional en la esfera de los 
derechos humanos es esencial para la plena realización de los propósitos de las Naciones 
Unidas. 
Los derechos humanos y las libertades fundamentales son patrimonio innato de todos los 
seres humanos; su promoción y protección es responsabilidad primordial de los gobiernos. 
2. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho, 
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo 
económico, social y cultural. 
Habida cuenta de la situación particular de los pueblos sometidos a dominación colonial o a 
otras formas de dominación u ocupación extranjeras, la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos reconoce el derecho de los pueblos a adoptar cualquier medida legítima, de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, encaminada a realizar su derecho 
inalienable a la libre determinación. La Conferencia considera que la denegación del 
derecho a la libre determinación constituye una violación de los derechos humanos y 
subraya la importancia de la realización efectiva de este derecho. 
Con arreglo a la Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las 
relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de 
las Naciones Unidas, nada de lo anterior se entenderá en el sentido de que autoriza o 
fomenta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total o parcialmente, la 
integridad territorial o la unidad política de Estados soberanos e independientes que se 
conduzcan de conformidad con el principio de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de los pueblos y estén, por tanto, dotados de un gobierno que represente a la 
totalidad del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción alguna. 
3. Se deben adoptar medidas internacionales eficaces para garantizar y vigilar la aplicación 
de las normas de derechos humanos respecto de los pueblos sometidos a ocupación 
extranjera, y se debe suministrar una protección jurídica eficaz contra la violación de sus 
derechos humanos, de conformidad con las normas de derechos humanos del derecho 
internacional, en particular el Convenio de Ginebra relativo a la protección de las personas 
civiles en tiempo de guerra, de 12 de agosto de 1949, y otras normas aplicables del derecho 
humanitario. 
4. La promoción y protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
deben ser consideradas como un objetivo prioritario de las Naciones Unidas, de 
conformidad con sus propósitos y principios, en particular el propósito de la cooperación 
internacional. En el marco de esos propósitos y principios, la promoción y protección de 
todos los derechos humanos es una preocupación legítima de la comunidad internacional. 
Los órganos y organismos especializados relacionados con los derechos humanos deben, 
por consiguiente, reforzar la coordinación de sus actividades tomando como base la 
aplicación consecuente y objetiva de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos. 
5. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están 
relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en 
forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo 
peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de las particularidades nacionales y regionales, 
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así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, pero los Estados 
tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de 
promover y proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales. 
6. Los esfuerzos del sistema de las Naciones Unidas por lograr el respeto universal y la 
observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos contribuyen a 
la estabilidad y el bienestar necesarios para que haya relaciones de paz y amistad entre las 
naciones y para que mejoren las condiciones para la paz y la seguridad, así como para el 
desarrollo económico y social, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 
7. Los procesos de promoción y protección de los derechos humanos deben desarrollarse de 
conformidad con los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones Unidas y con el 
derecho internacional. 
8. La democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales son conceptos interdependientes que se refuerzan mutuamente. La 
democracia se basa en la voluntad del pueblo, libremente expresada, para determinar su 
propio régimen político, económico, social y cultural, y en su plena participación en todos 
los aspectos de la vida. En este contexto, la promoción y protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales en los planos nacional e internacional deben ser 
universales y llevarse a cabo de modo incondicional. La comunidad internacional debe 
apoyar el fortalecimiento y la promoción de la democracia, el desarrollo y el respeto de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales en el mundo entero. 
9. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera que la comunidad internacional 
debe apoyar a los países menos adelantados que han optado por el proceso de 
democratización y reforma económica, muchos de los cuales se encuentran en África, a fin 
de que realicen con éxito su transición a la democracia y su desarrollo económico. 
10. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el derecho al desarrollo, 
según se proclama en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, como derecho 
universal e inalienable y como parte integrante de los derechos humanos fundamentales. 
Como se dice en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, la persona humana es el 
sujeto central del desarrollo. 
El desarrollo propicia el disfrute de todos los derechos humanos, pero la falta de desarrollo 
no puede invocarse como justificación para limitar los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos. 
Los Estados deben cooperar mutuamente para lograr el desarrollo y eliminar los obstáculos 
al desarrollo. La comunidad internacional debe propiciar una cooperación internacional 
eficaz para la realización del derecho al desarrollo y la eliminación de los obstáculos al 
desarrollo. 
El progreso duradero con miras a la aplicación del derecho al desarrollo requiere políticas 
eficaces de desarrollo en el plano nacional, así como relaciones económicas equitativas y un 
entorno económico favorable en el plano internacional. 
11. El derecho al desarrollo debe realizarse de manera que satisfaga equitativamente las 
necesidades en materia de desarrollo y medio ambiente de las generaciones actuales y 
futuras. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que el vertimiento ilícito 
de sustancias y desechos tóxicos y peligrosos puede constituir una amenaza grave para el 
derecho de todos a la vida y la salud. 
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Por consiguiente, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos hace un llamamiento a 
todos los Estados para que aprueben y apliquen rigurosamente las convenciones existentes 
en materia de vertimiento de productos y desechos tóxicos y peligrosos y cooperen en la 
prevención del vertimiento ilícito. 
Todos tienen derecho a disfrutar del progreso científico y de sus aplicaciones. La 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos toma nota de que ciertos adelantos, 
especialmente en la esfera de las ciencias biomédicas y biológicas, así como en la esfera de 
la informática, pueden tener consecuencias adversas para la integridad, la dignidad y los 
derechos humanos del individuo y pide la cooperación internacional para velar por el pleno 
respeto de los derechos humanos y la dignidad de la persona en esta esfera de interés 
universal. 
12. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos exhorta a la comunidad internacional 
a que haga cuanto pueda por aliviar la carga de la deuda externa de los países en desarrollo 
a fin de complementar los esfuerzos que despliegan los gobiernos de esos países para 
realizar plenamente los derechos económicos, sociales y culturales de sus pueblos. 
13. Es indispensable que los Estados y las organizaciones internacionales, en cooperación 
con las organizaciones no gubernamentales, creen condiciones favorables, en los planos 
nacional, regional e internacional, para el disfrute pleno y efectivo de los derechos 
humanos. Los Estados deben eliminar todas las violaciones de los derechos humanos y sus 
causas, así como los obstáculos que se opongan a la realización de esos derechos. 
14. La generalización de la pobreza extrema inhibe el pleno y eficaz disfrute de los derechos 
humanos; la comunidad internacional debe seguir dando un alto grado de prioridad a su 
inmediato alivio y su ulterior eliminación. 
15. El respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales sin distinción alguna 
es una regla fundamental de las normas internacionales de derechos humanos. La pronta y 
amplia eliminación de todas las formas de racismo y discriminación racial, de la xenofobia y 
de otras manifestaciones conexas de intolerancia es una tarea prioritaria de la comunidad 
internacional. Los gobiernos deben adoptar medidas eficaces para prevenirlas y 
combatirlas. Los grupos, instituciones, organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales, así como los particulares, deben intensificar sus esfuerzos por cooperar 
entre sí y coordinar sus actividades contra esos males. 
16. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra los progresos realizados en el 
desmantelamiento del apartheid y pide a la comunidad internacional y al sistema de las 
Naciones Unidas que presten ayuda en este proceso. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos deplora, por otra parte, los persistentes 
actos de violencia encaminados a frustrar el desmantelamiento del apartheid por medios 
pacíficos. 
17. Los actos, métodos y prácticas terroristas en todas sus formas y manifestaciones, así 
como los vínculos existentes en algunos países con el tráfico de drogas, son actividades 
orientadas hacia la destrucción de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la 
democracia, amenazan la integridad territorial y la seguridad de los Estados y desestabilizan 
a gobiernos legítimamente constituidos. La comunidad internacional debe tomar las 
medidas oportunas para reforzar su cooperación a fin de prevenir y combatir el terrorismo. 
18. Los derechos humanos de la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e 
indivisible de los derechos humanos universales. La plena participación, en condiciones de 
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igualdad, de la mujer en la vida política, civil, económica, social y cultural en los planos 
nacional, regional e internacional y la erradicación de todas las formas de discriminación 
basadas en el sexo son objetivos prioritarios de la comunidad internacional. 
La violencia y todas las formas de acoso y explotación sexuales, en particular las derivadas 
de prejuicios culturales y de la trata internacional de personas son incompatibles con la 
dignidad y la valía de la persona humana y deben ser eliminadas. Esto puede lograrse con 
medidas legislativas y con actividades nacionales y cooperación internacional en esferas 
tales como el desarrollo económico y social, la educación, la atención a la maternidad y a la 
salud y el apoyo social. 
La cuestión de los derechos humanos de la mujer debe formar parte integrante de las 
actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas, en particular la promoción de 
todos los instrumentos de derechos humanos relacionados con la mujer. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos, las instituciones 
intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales a que intensifiquen sus 
esfuerzos en favor de la protección y promoción de los derechos humanos de la mujer y de 
la niña. 
19. Considerando la importancia de las actividades de promoción y protección de los 
derechos de las personas pertenecientes a minorías y la contribución de esas actividades a la 
estabilidad política y social de los Estados en que viven esas personas. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma la obligación de los Estados de 
velar por que las personas pertenecientes a minorías puedan ejercer plena y eficazmente 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales sin discriminación alguna y en 
condiciones de total igualdad ante la ley, de conformidad con la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o 
étnicas, religiosas y lingüísticas. 
Las personas pertenecientes a minorías tienen derecho a su propia cultura, a profesar y 
practicar su religión y a emplear su propio idioma en público y en privado, con toda 
libertad y sin injerencia ni discriminación alguna. 
20. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la dignidad intrínseca y la 
incomparable contribución de las poblaciones indígenas al desarrollo y al pluralismo de la 
sociedad y reitera firmemente la determinación de la comunidad internacional de 
garantizarles el bienestar económico, social y cultural y el disfrute de los beneficios de un 
desarrollo sostenible. Los Estados deben garantizar la total y libre participación de las 
poblaciones indígenas en todos los aspectos de la sociedad, en particular en las cuestiones 
que les conciernan. Considerando la importancia de las actividades de promoción y 
protección de los derechos de las poblaciones indígenas y la contribución de esas 
actividades a la estabilidad política y social de los Estados en que viven esos pueblos, los 
Estados deben tomar medidas positivas concertadas, acordes con el derecho internacional, 
a fin de garantizar el respeto de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las poblaciones indígenas, sobre la base de la igualdad y la no discriminación, y 
reconocer el valor y la diversidad de sus diferentes identidades, culturas y sistemas de 
organización social. 
21. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, acogiendo con beneplácito la pronta 
ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño por un gran número de Estados 
y tomando nota de que en la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y 
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el Desarrollo del Niño y en el Plan de Acción adoptados por la Cumbre Mundial en favor 
de la Infancia se reconocen los derechos humanos del niño, encarece la ratificación 
universal de la Convención para 1995 y su efectiva aplicación por los Estados Partes 
mediante la adopción de todas las medidas legislativas, administrativas o de otro tipo 
necesarias, y la asignación del máximo posible de recursos disponibles. La no 
discriminación y el interés superior del niño deben ser consideraciones primordiales en 
todas las actividades que conciernan a la infancia, teniendo debidamente en cuenta la 
opinión de los propios interesados. Deben reforzarse los mecanismos y programas 
nacionales e internacionales de defensa y protección de los niños, en particular las niñas, los 
niños abandonados, los niños de la calle y los niños explotados económica y sexualmente, 
incluidos los utilizados en la pornografía y la prostitución infantil o la venta de órganos, los 
niños víctimas de enfermedades, en particular el síndrome de inmunodeficiencia adquirida, 
los niños refugiados y desplazados, los niños detenidos, los niños en situaciones de conflicto 
armado y los niños víctimas del hambre y la sequía o de otras calamidades. Deben 
fomentarse la cooperación y la solidaridad internacionales en apoyo de la aplicación de la 
Convención y los derechos del niño deben ser prioritarios en toda actividad del sistema de 
las Naciones Unidas en materia de derechos humanos. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya asimismo que el pleno y 
armonioso desarrollo de la personalidad del niño exige que éste crezca en un entorno 
familiar, que merece, por lo tanto, una mayor protección. 
22. Es menester prestar especial atención a la no discriminación y al disfrute, en igualdad 
de condiciones, por parte de los discapacitados de todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, incluida su participación activa en todos los aspectos de la 
sociedad. 
23. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que toda persona, sin 
distinción alguna, tiene derecho, en caso de persecución, a buscar asilo y a disfrutar de él en 
otros países, así como a regresar a su propio país. A este respecto, destaca la importancia de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención de 1951 sobre el Estatuto 
de los Refugiados, su Protocolo de 1967 y los instrumentos regionales. Expresa su 
reconocimiento a los Estados que siguen admitiendo y acogiendo en sus territorios a un 
gran número de refugiados y a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados por la dedicación que muestra en la realización de su tarea. También 
expresa su reconocimiento al Organismo de Obras Públicas y Socorro de las Naciones 
Unidas para los Refugiados de Palestina en el Cercano Oriente. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que las violaciones manifiestas 
de los derechos humanos, en particular las cometidas en los conflictos armados, son uno de 
los múltiples y complejos factores que conducen al desplazamiento de las personas. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que, en vista de la complejidad 
de la crisis mundial de refugiados, es necesario que, con arreglo a la Carta de las Naciones 
Unidas, a los instrumentos internacionales pertinentes y a la solidaridad internacional, y a 
fin de repartir la carga, la comunidad internacional adopte un planteamiento global en 
coordinación y cooperación con los países interesados y las organizaciones competentes, 
teniendo presente el mandato del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados. Dicho planteamiento debe comprender la formulación de estrategias para 
abordar las causas profundas y los efectos de los movimientos de refugiados y otras personas 
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desplazadas, la mejora de la preparación para situaciones de emergencia y de los 
mecanismos de respuesta, la concesión de una protección y asistencia eficaces, teniendo 
presente las necesidades especiales de las mujeres y los niños, así como el logro de 
soluciones duraderas, preferentemente mediante la repatriación voluntaria en condiciones 
de seguridad y dignidad, incluidas soluciones como las adoptadas por las conferencias 
internacionales sobre refugiados. La Conferencia subraya la responsabilidad de los Estados, 
particularmente en lo que se refiere a los países de origen. 
A la luz del planteamiento global, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos recalca 
la importancia de que se preste atención especial, en particular a través de las 
organizaciones intergubernamentales y humanitarias, y se den soluciones duraderas a las 
cuestiones relacionadas con las personas desplazadas dentro de su país, incluidos el regreso 
voluntario en condiciones de seguridad y la rehabilitación. 
De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho 
humanitario, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos destaca asimismo la 
importancia y la necesidad de la asistencia humanitaria a las víctimas de todos los desastres, 
naturales o producidos por el hombre. 
24. Debe darse gran importancia a la promoción y protección de los derechos humanos de 
las personas pertenecientes a grupos que han pasado a ser vulnerables, en particular los 
trabajadores migratorios, a la eliminación de todas las formas de discriminación contra ellos 
y al fortalecimiento y la aplicación más eficaz de los instrumentos de derechos humanos. 
Los Estados tienen la obligación de adoptar y mantener medidas adecuadas en el plano 
nacional, en particular en materia de educación, salud y apoyo social, para promover y 
proteger los derechos de los sectores vulnerables de su población y asegurar la participación 
de las personas pertenecientes a esos sectores en la búsqueda de una solución a sus 
problemas. 
25. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos afirma que la pobreza extrema y la 
exclusión social constituyen un atentado contra la dignidad humana y que urge tomar 
medidas para comprender mejor la pobreza extrema y sus causas, en particular las 
relacionadas con el problema del desarrollo, a fin de promover los derechos humanos de los 
más pobres, poner fin a la pobreza extrema y a la exclusión social y favorecer el goce de los 
frutos del progreso social. Es indispensable que los Estados favorezcan la participación de 
los más pobres en las decisiones adoptadas por la comunidad en que viven, la promoción de 
los derechos humanos y la lucha contra la pobreza extrema. 
26. Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra el progreso alcanzado en la 
codificación de los instrumentos de derechos humanos, que constituye un proceso dinámico 
y evolutivo, e insta a la ratificación universal de los tratados de derechos humanos. Se pide 
encarecidamente a todos los Estados que se adhieran a esos instrumentos internacionales; se 
exhorta a todos los Estados a que en lo posible se abstengan de formular reservas. 
27. Cada Estado debe prever un marco de recursos eficaces para reparar las infracciones o 
violaciones de los derechos humanos. La administración de justicia, en particular los 
organismos encargados de hacer cumplir la ley y del enjuiciamiento así como un poder 
judicial y una abogacía independientes, en plena conformidad con las normas contenidas 
en los instrumentos internacionales de derechos humanos, son de importancia decisiva para 
la cabal realización de los derechos humanos sin discriminación alguna y resultan 
indispensables en los procesos de democratización y desarrollo sostenible. En este contexto, 
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las instituciones que se ocupan de la administración de justicia deben estar adecuadamente 
financiadas, y la comunidad internacional debe prever un nivel más elevado de asistencia 
técnica y financiera. Incumbe a las Naciones Unidas establecer con carácter prioritario 
programas especiales de servicios de asesoramiento para lograr así una administración de 
justicia fuerte e independiente. 
28. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos expresa su consternación ante las 
violaciones masivas de los derechos humanos, especialmente el genocidio, la "limpieza 
étnica" y la violación sistemática de mujeres en situaciones de guerra, lo que da lugar al 
éxodo en masa de refugiados y personas desplazadas. Condena firmemente esas prácticas 
odiosas y reitera su llamamiento para que se castigue a los autores de esos crímenes y se 
ponga fin inmediatamente a esas prácticas. 
29. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos manifiesta su grave preocupación ante 
las persistentes violaciones de los derechos humanos en todas las regiones del mundo, en 
contravención de las normas de los instrumentos internacionales de derechos humanos y 
del derecho humanitario internacional, y ante la falta de recursos eficaces para las víctimas. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos está hondamente preocupada por las 
violaciones de los derechos humanos durante los conflictos armados, que afectan a la 
población civil, en particular a las mujeres, los niños, los ancianos y los discapacitados. Por 
consiguiente, la Conferencia exhorta a los Estados y a todas las partes en los conflictos 
armados a que observan estrictamente el derecho humanitario internacional, establecido en 
los Convenios de Ginebra de 1949 y en otras reglas y principios del derecho internacional, 
así como las normas mínimas de protección de los derechos humanos enunciadas en 
convenciones internacionales. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el derecho de las víctimas a ser 
asistidas por las organizaciones humanitarias, establecido en los Convenios de Ginebra de 
1949 y en otros instrumentos pertinentes de derecho humanitario internacional, y pide que 
se tenga acceso a esa asistencia con rapidez y seguridad. 
30. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos manifiesta asimismo su consternación 
y su condena porque en distintas regiones del mundo se siguen cometiendo violaciones 
manifiestas y sistemáticas de los derechos humanos y se siguen produciendo situaciones que 
obstaculizan seriamente el pleno disfrute de todos los derechos humanos. Esas violaciones y 
obstáculos, además de la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes, 
incluyen las ejecuciones sumarias y arbitrarias, las desapariciones, las detenciones 
arbitrarias, el racismo en todas sus formas, la discriminación racial y el apartheid, la 
ocupación y dominación extranjeras, la xenofobia, la pobreza, el hambre y otras 
denegaciones de los derechos económicos, sociales y culturales, la intolerancia religiosa, el 
terrorismo, la discriminación contra la mujer y el atropello de las normas jurídicas. 
31. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a los Estados que se abstengan de 
adoptar medidas unilaterales contrarias al derecho internacional y la Carta de las Naciones 
Unidas que creen obstáculos a las relaciones comerciales entre los Estados e impidan la 
realización plena de los derechos enunciados en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, en particular el 
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para su salud y bienestar, incluidas la 
alimentación y la atención de la salud, la vivienda y los servicios sociales necesarios. La 
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Conferencia afirma que la alimentación no debe utilizarse como instrumento de presión 
política. 
32. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma la importancia de garantizar 
la universalidad, objetividad y no selectividad del examen de las cuestiones de derechos 
humanos. 
33. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera el deber de los Estados, 
explicitado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos internacionales de 
derechos humanos, de encauzar la educación de manera que se fortalezca el respeto de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. La Conferencia destaca la importancia 
de incorporar la cuestión de los derechos humanos en los programas de educación y pide a 
los Estados que procedan en consecuencia. La educación debe fomentar la comprensión, la 
tolerancia, la paz y las relaciones de amistad entre las naciones y entre los grupos raciales o 
religiosos y apoyar el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas encaminadas al 
logro de esos objetivos. En consecuencia, la educación en materia de derechos humanos y 
la difusión de información adecuada, sea de carácter teórico o práctico, desempeñan un 
papel importante en la promoción y el respeto de los derechos humanos de todas las 
personas sin distinción alguna por motivos de raza, sexo, idioma o religión y debe integrarse 
en las políticas educativas en los planos nacional e internacional. La Conferencia observa 
que la falta de recursos y las inadecuaciones institucionales pueden impedir el inmediato 
logro de estos objetivos. 
34. Deben desplegarse mayores esfuerzos para ayudar a los países que lo soliciten a crear 
condiciones en virtud de las cuales cada persona pueda disfrutar de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales universales. Se insta a los gobiernos, al sistema de las Naciones 
Unidas y a otras organizaciones multilaterales a que aumenten considerablemente los 
recursos asignados a programas encaminados al establecimiento y fortalecimiento de la 
legislación, las instituciones y las infraestructuras nacionales que defiendan el imperio de la 
ley y la democracia, propicien la participación electoral, promuevan la capacitación, la 
enseñanza y la educación en materia de derechos humanos, incrementen la participación 
popular y fortalezcan la sociedad civil. 
Se deben fortalecer y hacer más eficientes y transparentes los programas de servicios de 
asesoramiento y de cooperación técnica del Centro de Derechos Humanos como medio de 
contribuir al mayor respeto de los derechos humanos. Se pide a los Estados que aumenten 
sus aportaciones a esos programas, tanto mediante la promoción de asignaciones mayores 
con cargo al presupuesto ordinario de las Naciones Unidas como por medio de 
contribuciones voluntarias. 
35. La plena y efectiva ejecución de las actividades de promoción y protección de los 
derechos humanos de las Naciones Unidas debe reflejar la gran importancia que se atribuye 
a los derechos humanos en la Carta de las Naciones Unidas, así como las condiciones en 
que deben realizarse las actividades de derechos humanos de las Naciones Unidas, según el 
mandato conferido por los Estados Miembros. A tal fin, se deben proporcionar a las 
Naciones Unidas más recursos para sus actividades de derechos humanos. 
36. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma el importante y constructivo 
papel que desempeñan las instituciones nacionales de promoción y protección de los 
derechos humanos, en particular en lo que respecta a su capacidad para asesorar a las 
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autoridades competentes y a su papel en la reparación de las violaciones de los derechos 
humanos, la divulgación de información sobre esos derechos y la educación en materia de 
derechos humanos. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide que se creen o refuercen instituciones 
nacionales, teniendo en cuenta los "Principios relativos al estatuto de las instituciones 
nacionales" y reconociendo que cada Estado tiene derecho a elegir el marco que mejor se 
adapte a sus necesidades nacionales específicas. 
37. Los acuerdos regionales desempeñan un papel fundamental en la promoción y 
protección de los derechos humanos y deben reforzar las normas universales de derechos 
humanos contenidas en los instrumentos internacionales y su protección. La Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos apoya los esfuerzos que se llevan a cabo para fortalecer 
esos acuerdos e incrementar su eficacia, al tiempo que subraya la importancia que tiene la 
cooperación con las Naciones Unidas en sus actividades de derechos humanos. 
La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reitera la necesidad de estudiar la 
posibilidad de establecer, donde aún no existan, acuerdos regionales o subregionales para la 
promoción y protección de los derechos humanos. 
38. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la importante función que 
cumplen las organizaciones no gubernamentales en la promoción de todos los derechos 
humanos y en las actividades humanitarias a nivel nacional, regional e internacional. La 
Conferencia aprecia la contribución de esas organizaciones a la tarea de acrecentar el 
interés público en las cuestiones de derechos humanos, a las actividades de enseñanza, 
capacitación e investigación en ese campo y a la promoción y protección de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales. Si bien reconoce que la responsabilidad primordial 
por lo que respecta a la adopción de normas corresponde a los Estados, la Conferencia 
también aprecia la contribución que las organizaciones no gubernamentales aportan a ese 
proceso. A este respecto, la Conferencia subraya la importancia de que prosigan el diálogo 
y la cooperación entre gobiernos y organizaciones no gubernamentales. Las organizaciones 
no gubernamentales y los miembros de esas organizaciones que tienen una genuina 
participación en la esfera de los derechos humanos deben disfrutar de los derechos y las 
libertades reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, y de la 
protección de las leyes nacionales. Esos derechos y libertades no pueden ejercerse en forma 
contraria a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. Las organizaciones no 
gubernamentales deben ser dueñas de realizar sus actividades de derechos humanos sin 
injerencias, en el marco de la legislación nacional y de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos. 
39. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, haciendo hincapié en la importancia 
de disponer de información objetiva, responsable e imparcial sobre cuestiones humanitarias 
y de derechos humanos, pide una mayor participación de los medios de información, a los 
que la legislación nacional debe garantizar libertad y protección.  
II 
A. Aumento de la coordinación en la esfera de los derechos humanos dentro del sistema de 
las Naciones Unidas 
1. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda el aumento de la 
coordinación en apoyo de los derechos humanos y las libertades fundamentales dentro del 
sistema de las Naciones Unidas. Con este fin, la Conferencia insta a todos los órganos y 
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organismos de las Naciones Unidas y a los organismos especializados cuyas actividades 
guardan relación con los derechos humanos a que cooperen con miras a fortalecer, 
racionalizar y simplificar sus actividades, teniendo en cuenta la necesidad de evitar toda 
duplicación innecesaria. La Conferencia recomienda también al Secretario General que en 
sus reuniones anuales los altos funcionarios de los órganos y organismos especializados 
pertinentes de las Naciones Unidas, además de coordinar sus actividades, evalúen los 
efectos de sus estrategias y políticas sobre el disfrute de todos los derechos humanos. 
2. Además, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a las organizaciones 
regionales y a las principales instituciones financieras y de desarrollo internacionales y 
regionales que evalúen también los efectos de sus políticas y programas sobre el disfrute de 
los derechos humanos. 
3. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce que los organismos 
especializados y los órganos e instituciones pertinentes del sistema de las Naciones Unidas, 
así como otras organizaciones intergubernamentales cuyas actividades guardan relación 
con los derechos humanos desempeñan un papel esencial en la formulación, promoción y 
aplicación de normas de derechos humanos, dentro de sus respectivos mandatos, y que esos 
organismos, órganos e instituciones deben tener en cuenta los resultados de la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos en sus respectivas esferas de competencia. 
4. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda vivamente que se haga un 
esfuerzo concertado para alentar y facilitar la ratificación de los tratados y protocolos de 
derechos humanos adoptados en el marco del sistema de las Naciones Unidas, y la adhesión 
a ellos, o la sucesión en los mismos, con el propósito de conseguir su aceptación universal. 
En consulta con los órganos establecidos en virtud de tratados, el Secretario General debe 
estudiar la posibilidad de iniciar un diálogo con los Estados que no se hayan adherido a esos 
tratados de derechos humanos, a fin de determinar los obstáculos que se oponen a ello y de 
buscar los medios para superarlos. 
5. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta a los Estados a que consideren la 
posibilidad de limitar el alcance de cualquier reserva que hagan a cualquier instrumento 
internacional de derechos humanos, a que formulen tales reservas con la mayor precisión y 
estrictez posibles, a que procuren que ninguna reserva sea incompatible con el objeto y 
propósito del tratado correspondiente y a que reconsideren regularmente cualquier reserva 
que hayan hecho, con miras a retirarla. 
6. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, reconociendo la necesidad de mantener 
un marco normativo acorde con la elevada calidad de las normas internacionales vigentes y 
de evitar la proliferación de instrumentos de derechos humanos, reafirma las directrices 
relativas a la elaboración de nuevos instrumentos internacionales que figuran en la 
resolución 41/120 de la Asamblea General de 4 de diciembre de 1986 y pide a los órganos 
de derechos humanos de las Naciones Unidas que, cuando consideren la posibilidad de 
elaborar nuevas normas internacionales, tomen en cuenta dichas directrices, consulten con 
los órganos de derechos humanos creados en virtud de tratados acerca de la necesidad de 
elaborar nuevas normas y pidan a la Secretaría que haga un examen técnico de los nuevos 
instrumentos propuestos. 
7. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que, si es necesario, se 
destinen funcionarios de derechos humanos a las oficinas regionales de las Naciones 
Unidas, con el propósito de difundir información y ofrecer capacitación y otra asistencia 
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técnica en la esfera de los derechos humanos a solicitud de los Estados Miembros 
interesados. Se deben organizar cursos de capacitación sobre derechos humanos destinados 
a los funcionarios internacionales a los que se encomienden tareas relacionadas con esos 
derechos. 
8. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con beneplácito, como una 
iniciativa positiva, la celebración de períodos extraordinarios de sesiones de la Comisión de 
Derechos Humanos e insta a los órganos pertinentes del sistema de las Naciones Unidas a 
que consideren otros medios de respuesta a situaciones críticas de derechos humanos. 
Recursos 
9. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, preocupada por la creciente disparidad 
entre las actividades del Centro de Derechos Humanos y los recursos humanos, financieros 
y de otra índole de que se dispone para llevarlas a efecto, y habida cuenta de los recursos 
que se necesitan para otros programas importantes de las Naciones Unidas, pide al 
Secretario General y a la Asamblea General que adopten de inmediato medidas para 
aumentar considerablemente los recursos asignados al programa de derechos humanos con 
cargo a los presupuestos ordinarios de las Naciones Unidas para el período actual y los 
períodos futuros, y adopten con urgencia medidas para obtener más recursos de carácter 
extrapresupuestario. 
10. En este marco, deberá asignarse directamente al Centro de Derechos Humanos una 
mayor proporción de recursos del presupuesto ordinario para sufragar sus costos y todos los 
demás costos de que se hace cargo, incluidos los que corresponden a los órganos de 
derechos humanos de las Naciones Unidas. Ese incremento del presupuesto deberá 
complementarse mediante contribuciones voluntarias para financiar las actividades de 
cooperación técnica del Centro; la Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide que 
se hagan contribuciones generosas a los fondos fiduciarios ya existentes. 
11. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Secretario General y a la 
Asamblea General que proporcionen suficientes recursos humanos, financieros y de otra 
índole al Centro de Derechos Humanos para que pueda realizar sus actividades en forma 
eficaz, eficiente y rápida. 
12. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, observando la necesidad de que se 
disponga de recursos humanos y financieros para llevar a cabo las actividades de derechos 
humanos, conforme al mandato conferido por los órganos intergubernamentales, insta al 
Secretario General, de conformidad con el Artículo 101 de la Carta de las Naciones 
Unidas, y a los Estados Miembros a que adopten criterios coherentes con objeto de lograr 
que se asigne a la Secretaría un volumen de recursos que corresponda a la ampliación de 
sus mandatos. La Conferencia invita al Secretario General a que considere si será necesario 
o útil modificar los procedimientos del ciclo presupuestario a fin de asegurar la realización 
oportuna y eficaz de las actividades de derechos humanos conforme al mandato conferido 
por los Estados Miembros. 
Centro de Derechos Humanos 
13. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recalca la importancia de fortalecer el 
Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 
14. El Centro de Derechos Humanos debe desempeñar una importante función 
coordinando la labor de todo el sistema en materia de derechos humanos. La mejor forma 
de lograr que el Centro desempeñe su función de coordinación consistirá en dejar que 
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coopere plenamente con otros órganos y organismos de las Naciones Unidas. La función de 
coordinación del Centro de Derechos Humanos requiere también que se fortalezca su 
oficina en Nueva York. 
15. Deben proporcionarse al Centro de Derechos Humanos medios suficientes para el 
sistema de relatores temáticos y por países, expertos, grupos de trabajo y órganos creados 
en virtud de tratados. El examen de la aplicación de las recomendaciones debe convertirse 
en una cuestión prioritaria para la Comisión de Derechos Humanos. 
16. El Centro de Derechos Humanos debe asumir un papel más importante en la 
promoción de los derechos humanos. Se puede dar forma a este papel mediante la 
cooperación con los Estados Miembros y la ampliación de los programas de servicios de 
asesoramiento y asistencia técnica. Los fondos voluntarios existentes deberán incrementarse 
de manera considerable para alcanzar estos fines y administrarse en forma más eficiente y 
coordinada. Todas las actividades deben realizarse con arreglo a normas estrictas y 
transparentes de gestión de proyectos, y habrá que llevar a cabo evaluaciones periódicas de 
los diversos programas y proyectos. Con este fin, deberán presentarse con regularidad los 
resultados de dichas evaluaciones y demás información pertinente. En particular, el Centro 
debe organizar al menos una vez por año reuniones de información abiertas a la 
participación de todos los Estados Miembros y todas las organizaciones que participan 
directamente en esos proyectos y programas. 
Adaptación y fortalecimiento del mecanismo de las Naciones Unidas en la esfera de los 
derechos humanos, incluida la cuestión de la creación de un cargo de Alto Comisario de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
17. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la necesidad de adaptar 
constantemente el mecanismo de las Naciones Unidas en la esfera de los derechos humanos 
a las necesidades actuales y futuras de promoción y protección de los derechos humanos, 
como se refleja en la presente Declaración, en el marco de un desarrollo equilibrado y 
sostenible para todos. En particular, los órganos de derechos humanos de las Naciones 
Unidas deben mejorar su coordinación, eficiencia y eficacia. 
18. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a la Asamblea General 
que, al examinar el informe de la Conferencia en su cuadragésimo octavo período de 
sesiones, estudie con carácter prioritario la cuestión de la creación de un cargo de Alto 
Comisario para los Derechos Humanos, con miras a la promoción y protección de todos los 
derechos humanos. 
B. Igualdad, dignidad y tolerancia 
1. Racismo, discriminación racial, xenofobia y otras formas de intolerancia 
19. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos considera que la eliminación del 
racismo y la discriminación racial, en particular en sus formas institucionalizadas como el 
apartheid o las resultantes de doctrinas de superioridad o exclusividad racial o las formas y 
manifestaciones contemporáneas de racismo, es un objetivo primordial de la comunidad 
internacional y un programa mundial de promoción de los derechos humanos. Los órganos 
y organismos de las Naciones Unidas deben redoblar sus esfuerzos para aplicar un 
programa de acción relativo al Tercer Decenio de la Lucha contra el Racismo y la 
Discriminación Racial y cumplir las nuevas tareas que se les encomienden con ese fin. La 
Conferencia pide encarecidamente a la comunidad internacional que contribuya con 
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generosidad al Fondo Fiduciario del Programa para el Decenio de la Lucha contra el 
Racismo y la Discriminación Racial. 
20. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos exhorta a todos los gobiernos a que 
adopten medidas inmediatas y elaboren políticas firmes para prevenir y combatir todas las 
formas de racismo, xenofobia o manifestaciones análogas de intolerancia, de ser necesario 
mediante la promulgación de leyes apropiadas, incluidas medidas penales, y a través de la 
creación de instituciones nacionales para combatir tales fenómenos. 
21. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra la decisión de la Comisión de 
Derechos Humanos de designar un relator especial que examine la cuestión de las formas 
contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y manifestaciones análogas de 
intolerancia. La Conferencia hace también un llamamiento a todos los Estados Partes en la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial para que consideren la posibilidad de hacer la declaración prevista en el artículo 14 
de la Convención. 
22. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los gobiernos que, en 
cumplimiento de sus obligaciones internacionales y teniendo debidamente en cuenta sus 
respectivos sistemas jurídicos, adopten las medidas apropiadas para hacer frente a la 
intolerancia y otras formas análogas de violencia fundadas en la religión o las convicciones, 
en particular las prácticas de discriminación contra la mujer y la profanación de lugares 
religiosos, reconociendo que todo individuo tiene derecho a la libertad de pensamiento, de 
conciencia, de expresión y de religión. La Conferencia invita asimismo a todos los Estados a 
que pongan en práctica las disposiciones de la Declaración sobre la eliminación de todas las 
formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones. 
23. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya que todas las personas que 
cometan o autoricen actos delictivos relacionados con la limpieza étnica son responsables a 
título personal de esas violaciones de los derechos humanos, y que la comunidad 
internacional debe hacer todo lo posible para entregar a la justicia a los que sean 
jurídicamente responsables de las mismas. 
24. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a todos los Estados que, 
individual y colectivamente, adopten medidas inmediatas para luchar contra la limpieza 
étnica y acabar con ella sin demora. Las víctimas de la abominable práctica de la limpieza 
étnica tienen derecho a entablar los recursos efectivos que correspondan. 
2. Personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas 
25. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide a la Comisión de Derechos 
Humanos que examine los medios de promover y proteger eficazmente los derechos de las 
personas pertenecientes a minorías enunciadas en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas 
y lingüísticas. En este contexto, la Conferencia pide al Centro de Derechos Humanos que, 
como parte de su programa de servicios de asesoramiento y asistencia técnica, proporcione 
a los gobiernos que lo soliciten servicios de expertos en cuestiones relativas a las minorías y 
los derechos humanos, así como a la prevención y solución de controversias, para ayudarlos 
a resolver las situaciones relativas a las minorías que existan o que puedan surgir. 
26. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados y a la comunidad 
internacional a promover y proteger los derechos de las personas pertenecientes a minorías 
nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas de conformidad con la Declaración de las 
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Naciones Unidas sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o 
étnicas, religiosas y lingüísticas. 
27. Las medidas que deben adoptarse, abarcarán, cuando proceda, la facilitación de la 
plena participación de esas minorías en todos los aspectos de la vida política, económica, 
social, religiosa y cultural de la sociedad y en el progreso y el desarrollo económicos de su 
país. 
Poblaciones indígenas 
28. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Grupo de Trabajo sobre 
Poblaciones Indígenas de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a 
las Minorías que, en su 11&ordm; período de sesiones, complete el proyecto de declaración 
sobre los derechos de las poblaciones indígenas. 
29. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que la Comisión de 
Derechos Humanos examine la posibilidad de renovar y actualizar el mandato del Grupo 
de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas una vez completado el proyecto de declaración 
sobre los derechos de las poblaciones indígenas. 
30. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda también que los 
programas de servicios de asesoramiento y asistencia técnica del sistema de las Naciones 
Unidas respondan positivamente a las peticiones de asistencia de los Estados que redunden 
en beneficio directo de las poblaciones indígenas. La Conferencia recomienda además que 
se pongan a disposición del Centro de Derechos Humanos recursos de personal y 
financieros suficientes como parte del fortalecimiento de las actividades del Centro 
conforme a lo previsto en el presente documento. 
31. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados a que velen por la 
plena y libre participación de las poblaciones indígenas en todos los aspectos de la sociedad, 
en particular en las cuestiones que les interesen. 
32. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a la Asamblea General 
que proclame un decenio internacional de las poblaciones indígenas del mundo que 
comience en enero de 1994 y comprenda programas orientados a la acción definidos de 
común acuerdo con las poblaciones indígenas. Debe establecerse con este fin un fondo 
fiduciario voluntario. En el marco de dicho decenio deberá considerarse la creación de un 
foro permanente para las poblaciones indígenas en el sistema de las Naciones Unidas. 
Trabajadores migratorios 
33. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los Estados a que 
garanticen la protección de los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y 
de sus familiares. 
34. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos asigna particular importancia a la 
creación de condiciones que promuevan una mayor armonía y tolerancia entre los 
trabajadores migratorios y el resto de la sociedad del Estado en que residen. 
35. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos invita a los Estados a que consideren la 
posibilidad de firmar y ratificar lo antes posible la Convención internacional sobre la 
protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares. 
3. La igualdad de condición y los derechos humanos de la mujer 
36. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide encarecidamente que se conceda 
a la mujer el pleno disfrute en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y 
que ésta sea una prioridad para los gobiernos y para las Naciones Unidas. La Conferencia 
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subraya también la importancia de la integración y la plena participación de la mujer, 
como agente y beneficiaria, en el proceso de desarrollo, y reitera los objetivos fijados sobre 
la adopción de medidas globales en favor de la mujer con miras a lograr el desarrollo 
sostenible y equitativo previsto en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo y en el capítulo 24 del Programa 21 aprobado por la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. 
37. La igualdad de condición de la mujer y sus derechos humanos deben integrarse en las 
principales actividades de todo el sistema de las Naciones Unidas. Todos los órganos y 
mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas deben tratar estas cuestiones en forma 
periódica y sistemática. En particular, deben adoptarse medidas para acrecentar la 
cooperación entre la Comisión sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer, la 
Comisión de Derechos Humanos, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer, el Fondo de las Naciones Unidas de Desarrollo para la Mujer, el Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo y otros organismos de las Naciones Unidas y 
para promover una mayor integración de sus objetivos y finalidades. En este contexto, 
deben fortalecerse la cooperación y la coordinación entre el Centro de Derechos Humanos 
y la División para el Adelanto de la Mujer. 
38. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya en especial la importancia de 
la labor destinada a eliminar la violencia contra la mujer en la vida pública y privada, a 
eliminar todas las formas de acoso sexual, la explotación y la trata de mujeres, a eliminar los 
prejuicios sexistas en la administración de la justicia y a erradicar cualesquiera conflictos 
que puedan surgir entre los derechos de la mujer y las consecuencias perjudiciales de ciertas 
prácticas tradicionales o costumbres, de prejuicios culturales y del extremismo religioso. La 
Conferencia pide a la Asamblea General que apruebe el proyecto de declaración sobre la 
eliminación de la violencia contra la mujer e insta a los Estados a que combatan la violencia 
contra la mujer de conformidad con las disposiciones de la declaración. Las violaciones de 
los derechos humanos de la mujer en situaciones de conflicto armado constituyen 
violaciones de los principios fundamentales de los derechos humanos y el derecho 
humanitario internacionales. Todos los delitos de ese tipo, en particular los asesinatos, las 
violaciones sistemáticas, la esclavitud sexual y los embarazos forzados, requieren una 
respuesta especialmente eficaz. 
39. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, encubiertas o palmarias. Las Naciones Unidas 
deben promover el objetivo de lograr para el año 2000 la ratificación universal por todos los 
Estados de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer. Se debe alentar la búsqueda de soluciones habida cuenta del número 
particularmente grande de reservas a la Convención. Entre otras cosas, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer debe seguir examinando las reservas a la 
Convención. Se insta a los Estados a que retiren todas las reservas que sean contrarias al 
objeto y la finalidad de la Convención o incompatibles con el derecho internacional 
convencional. 
40. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben difundir la información 
necesaria para que las mujeres puedan hacer un uso más eficaz de los procedimientos de 
ejecución existentes en sus esfuerzos por lograr la no discriminación y la plena igualdad en 
el disfrute de los derechos humanos. Deben también adoptarse nuevos procedimientos para 
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reforzar el cumplimiento de los compromisos en favor de la igualdad y los derechos 
humanos de la mujer. La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer y el 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer deben examinar 
rápidamente la posibilidad de introducir el derecho de petición, elaborando un protocolo 
facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con satisfacción la 
decisión de la Comisión de Derechos Humanos de considerar en su 50&ordm; período de 
sesiones la designación de un relator especial sobre la violencia contra la mujer. 
41. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce la importancia del disfrute 
por la mujer del más alto nivel de salud física y mental durante toda su vida. En el contexto 
de la Conferencia Mundial sobre la Mujer y la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, así como de la Proclamación de Teherán de 
1968, la Conferencia reafirma, sobre la base de la igualdad entre hombres y mujeres, el 
derecho de la mujer a tener acceso a una atención de salud adecuada y a la más amplia 
gama de servicios de planificación familiar, así como a la igualdad de acceso a la educación 
a todos los niveles. 
42. Los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados deben incluir la cuestión de la 
condición de la mujer y los derechos humanos de la mujer en sus deliberaciones y 
conclusiones, utilizando datos concretos desglosados por sexo. Debe alentarse a los Estados 
a que en sus informes a los órganos de vigilancia creados en virtud de tratados suministren 
información sobre la situación de jure y de facto de las mujeres. La Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos observa con satisfacción que en su 49&ordm; período de sesiones la 
Comisión de Derechos Humanos adoptó la resolución 1993/46, de 8 de marzo de 1993 en 
la que declaraba que también debía alentarse a hacerlo a los relatores especiales y grupos 
de trabajo en la esfera de los derechos humanos. La División para el Adelanto de la Mujer 
debe también tomar medidas en cooperación con otros órganos de las Naciones Unidas, 
concretamente el Centro de Derechos Humanos, para asegurarse de que en las actividades 
de derechos humanos de las Naciones Unidas se traten periódicamente las violaciones de 
los derechos humanos de la mujer, en particular los abusos concretos motivados por su 
condición femenina. Debe alentarse la capacitación de personal de las Naciones Unidas 
especializado en derechos humanos y en ayuda humanitaria, con objeto de ayudarlo a 
reconocer y hacer frente a los abusos de derechos humanos de que es víctima la mujer y a 
llevar a cabo su trabajo sin prejuicios sexistas. 
43. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos y organizaciones 
regionales e internacionales a que faciliten el acceso de la mujer a puestos de dirección y le 
permitan una mayor participación en la adopción de decisiones. La Conferencia insta a que 
se adopten nuevas medidas en la Secretaría de las Naciones Unidas para nombrar y 
ascender a funcionarias, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, e insta a 
otros órganos principales y subsidiarios de las Naciones Unidas a que garanticen la 
participación de la mujer en condiciones de igualdad. 
44. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos acoge con satisfacción la Conferencia 
Mundial sobre la Mujer que ha de celebrarse en Beijing en 1995, e insta a que los derechos 
humanos de la mujer ocupen un lugar importante en sus deliberaciones, de conformidad 
con los temas prioritarios de la Conferencia Mundial sobre la Mujer: igualdad, desarrollo y 
paz. 
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4. Derechos del niño  
45. La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos reitera el principio de "los niños 
ante todo" y, a este respecto, subraya la importancia de que se intensifiquen los esfuerzos 
nacionales e internacionales, especialmente los del Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia, con objeto de promover el respeto del derecho del niño a la supervivencia, la 
protección, el desarrollo y la participación. 
46. Deben adoptarse medidas a fin de lograr la ratificación universal de la Convención 
sobre los Derechos del Niño para 1995 y la firma universal de la Declaración Mundial 
sobre la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño y el Plan de Acción 
aprobadas en la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia, así como medidas para su eficaz 
aplicación. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los Estados a que 
retiren las reservas a la Convención sobre los Derechos del Niño que sean contrarias al 
objeto y la finalidad de la Convención o incompatibles con el derecho internacional 
convencional. 
47. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los países a que, con el 
apoyo de la cooperación internacional, pongan en práctica, en el grado máximo que les 
permitan los recursos de que dispongan, medidas para alcanzar los objetivos establecidos en 
el Plan de Acción aprobado en la Cumbre Mundial. La Conferencia pide a los Estados que 
integren la Convención sobre los Derechos del Niño en sus planes nacionales de acción. En 
esos planes nacionales de acción y en los esfuerzos internacionales debe concederse 
particular prioridad a la reducción de los índices de mortalidad infantil y mortalidad 
derivada de la maternidad, a reducir la malnutrición y los índices de analfabetismo y a 
garantizar el acceso al agua potable y a la enseñanza básica. En todos los casos en que sea 
necesario deben elaborarse planes de acción nacionales para hacer frente a emergencias 
devastadoras resultantes de desastres naturales o de conflictos armados y al problema 
igualmente grave de los niños sumidos en la extrema pobreza. 
48. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los Estados a que, con el 
apoyo de la cooperación internacional, se ocupen del grave problema de los niños que se 
enfrentan con circunstancias especialmente difíciles. Deben combatirse activamente la 
explotación y el abuso de los niños, resolviendo sus causas. Se requieren medidas eficaces 
contra el infanticidio femenino, el empleo de niños en trabajos peligrosos, la venta de niños 
y de órganos, la prostitución infantil, la pornografía infantil y otros tipos de abuso sexual. 
49. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya todas las medidas de las 
Naciones Unidas y de sus organismos especializados para asegurar la protección y 
promoción eficaces de los derechos humanos de las niñas. La Conferencia insta a los 
Estados a que deroguen leyes y reglamentos en vigor y a que eliminen costumbres y 
prácticas que sean discriminatorias y perjudiciales para las niñas. 
50. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya firmemente la propuesta de que 
el Secretario General inicie un estudio de los medios para mejorar la protección del niño en 
los conflictos armados. Deben ponerse en práctica normas humanitarias y adoptarse 
medidas para proteger y facilitar la asistencia a los niños en las zonas de guerra. Las 
medidas deben incluir la protección del niño contra el empleo indiscriminado de todo tipo 
de arma bélica, especialmente de minas antipersonal. La necesidad de atención ulterior y la 
rehabilitación de los niños traumatizados por la guerra debe examinarse como cuestión de 
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urgencia. La Conferencia pide al Comité de los Derechos del Niño que estudie la cuestión 
de elevar a 18 años la edad mínima de ingreso en las fuerzas armadas. 
51. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que las cuestiones 
relacionadas con los derechos humanos y la situación de los niños sean periódicamente 
examinadas y supervisadas por todos los órganos y mecanismos competentes del sistema de 
las Naciones Unidas y por los órganos de supervisión de los organismos especializados, de 
conformidad con sus respectivos mandatos. 
52. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reconoce el importante papel 
desempeñado por las organizaciones no gubernamentales en la aplicación efectiva de todos 
los instrumentos de derechos humanos y, en particular, de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 
53. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que con la asistencia del 
Centro de Derechos Humanos se dote al Comité de los Derechos del Niño de los medios 
necesarios para que pueda cumplir rápida y eficazmente su mandato, especialmente en 
vista del volumen sin precedentes de ratificaciones y de la ulterior presentación de informes 
nacionales. 
5. Derecho a no ser sometido a torturas 
54. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebra la ratificación de la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
por muchos Estados Miembros de las Naciones Unidas e insta a los demás Estados 
Miembros a que la ratifiquen prontamente. 
55. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya que una de las violaciones más 
atroces de la dignidad humana es el acto de tortura, que destruye esa dignidad de las 
víctimas y menoscaba la capacidad de las víctimas para reanudar su vida y sus actividades. 
56. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que, con arreglo a las normas 
de derechos humanos y al derecho humanitario, el derecho a no ser sometido a torturas es 
un derecho que debe ser protegido en toda circunstancia, incluso en situaciones de 
disturbio o conflicto armado interno o internacional. 
57. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta, pues, a todos los Estados a que 
pongan fin inmediatamente a la práctica de la tortura y erradiquen para siempre este mal 
mediante la plena aplicación de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de las 
convenciones pertinentes y, en caso necesario, fortaleciendo los mecanismos existentes. La 
Conferencia pide a todos los Estados que cooperen plenamente con el Relator Especial 
sobre la cuestión de la tortura en el desempeño de su mandato. 
58. Debe prestarse especial atención al logro del respeto universal y la aplicación efectiva de 
los "Principios de ética médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente 
los médicos, en la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes", aprobados por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. 
59. La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos subraya la importancia de adoptar 
otras medidas concretas en el marco de las Naciones Unidas a fin de prestar asistencia a las 
víctimas de la tortura y garantizar recursos más eficaces para su rehabilitación física, 
psicológica y social. Debe concederse gran prioridad a la aportación de los recursos 
necesarios con este fin, en particular mediante aportaciones adicionales al Fondo de 
Contribuciones Voluntarias para las Víctimas de la Tortura. 
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60. Los gobiernos deben derogar la legislación que favorezca la impunidad de los 
responsables de violaciones graves de los derechos humanos, como la tortura, y castigar esas 
violaciones, consolidando así las bases para el imperio de la ley. 
61. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que los esfuerzos por 
erradicar la tortura deben concentrarse ante todo en la prevención y pide, por lo tanto, que 
se adopte rápidamente un protocolo facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, destinado a establecer un sistema 
preventivo de visitas periódicas a los lugares de detención. 
Desapariciones forzadas 
62. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, acogiendo con beneplácito la 
aprobación de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas, pide a todos los Estados que adopten eficaces medidas legislativas, 
administrativas, judiciales y de otra índole para impedir las desapariciones forzadas, acabar 
con ellas y castigarlas. La Conferencia reafirma que es obligación de todos los Estados, en 
cualquier circunstancia, emprender una investigación siempre que haya motivos para creer 
que se ha producido una desaparición forzada en un territorio sujeto a su jurisdicción y, si 
se confirman las denuncias, enjuiciar a los autores del hecho. 
6. Los derechos de las personas discapacitadas 
63. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales son universales, por lo que comprenden sin 
reservas a las personas con discapacidades. Todas las personas nacen iguales y tienen el 
mismo derecho a la vida y al bienestar, a la educación y al trabajo, a vivir 
independientemente y a la participación activa en todos los aspectos de la sociedad. Por 
tanto, cualquier discriminación directa u otro trato discriminatorio negativo de una persona 
discapacitada es una violación de sus derechos. La Conferencia pide a los gobiernos que, 
cuando sea necesario, adopten leyes o modifiquen su legislación para garantizar el acceso a 
estos y otros derechos de las personas discapacitadas. 
64. El lugar de las personas discapacitadas está en todas partes. A las personas con 
discapacidades debe garantizárseles la igualdad de oportunidades mediante la supresión de 
todos los obstáculos determinados socialmente, ya sean físicos, económicos, sociales o 
psicológicos, que excluyan o restrinjan su plena participación en la sociedad. 
65. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, recordando el Programa de Acción 
Mundial para los Impedidos, aprobado por la Asamblea General en su trigésimo séptimo 
período de sesiones, pide a la Asamblea General y al Consejo Económico y Social que en 
sus reuniones de 1993 adopten el proyecto de normas uniformes sobre la igualdad de 
oportunidades para los impedidos. 
C. Cooperación, desarrollo y fortalecimiento de los derechos humanos 
66. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se dé prioridad a la 
adopción de medidas nacionales e internacionales con el fin de promover la democracia, el 
desarrollo y los derechos humanos. 
67. Debe insistirse especialmente en las medidas para ayudar a establecer y fortalecer las 
instituciones que se ocupan de derechos humanos, afianzar una sociedad civil pluralista y 
proteger a los grupos que han pasado a ser vulnerables. En este contexto, reviste particular 
importancia la asistencia, prestada a petición de los gobiernos, para celebrar elecciones 
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libres y con garantías, incluida la asistencia en relación con los aspectos de los derechos 
humanos de las elecciones y la información acerca de éstas. Igualmente importante es la 
asistencia que debe prestarse para la consolidación del imperio de la ley, la administración 
de justicia y la promoción de la libertad de expresión, así como para lograr la participación 
real y efectiva de la población en los procesos de adopción de decisiones. 
68. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya la necesidad de reforzar los 
servicios de asesoramiento y asistencia técnica que presta el Centro de Derechos Humanos. 
El Centro debe poner a disposición de los Estados que la soliciten asistencia sobre 
cuestiones concretas de derechos humanos, incluida la preparación de informes con arreglo 
a los tratados de derechos humanos y la aplicación de planes coherentes e integrales de 
acción para la promoción y protección de los derechos humanos. Serán elementos de estos 
programas el fortalecimiento de las instituciones de defensa de los derechos humanos y de 
la democracia, la protección jurídica de los derechos humanos, la capacitación de 
funcionarios y otras personas y una amplia educación e información con el fin de promover 
el respeto de los derechos humanos. 
69. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda encarecidamente que se 
establezca un programa global en el marco de las Naciones Unidas a fin de ayudar a los 
Estados en la tarea de elaborar y reforzar estructuras nacionales adecuadas que tengan un 
impacto directo en la observancia general de los derechos humanos y el imperio de la ley. 
Ese programa, que ha de ser coordinado por el Centro de Derechos Humanos, deberá 
proporcionar, previa solicitud del gobierno interesado, la asistencia técnica y financiera 
necesaria para proyectos nacionales sobre reforma de las instituciones penales y 
correccionales, formación y capacitación de abogados, jueces y personal de las fuerzas de 
seguridad en materia de derechos humanos y cualquier otra esfera de actividad que guarde 
relación con el imperio de la ley. Como parte de ese programa también se deberá facilitar a 
los Estados la asistencia necesaria para la ejecución de planes de acción destinados a 
promover y proteger los derechos humanos. 
70. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Secretario General de las 
Naciones Unidas que presente a la Asamblea General de las Naciones Unidas propuestas 
que definan las opciones para el establecimiento, la estructura, las modalidades 
operacionales y la financiación del programa propuesto. 
71. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que cada Estado 
considere la posibilidad de elaborar un plan de acción nacional en el que se determinen las 
medidas necesarias para que ese Estado mejore la promoción y protección de los derechos 
humanos. 
72. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos reafirma que el derecho universal e 
inalienable al desarrollo, según se establece en la Declaración sobre el Derecho al 
Desarrollo, debe ser realidad y llevarse a la práctica. En este contexto, la Conferencia 
celebra que la Comisión de Derechos Humanos haya constituido un grupo de trabajo 
temático sobre el derecho al desarrollo, e insta al Grupo de Trabajo a que, en consulta y en 
cooperación con otros órganos y organismos del sistema de las Naciones Unidas, formule 
sin demora, para que las examine prontamente la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, medidas generales y eficaces con objeto de eliminar los obstáculos que se oponen a 
la aplicación y puesta en práctica de la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo y 
recomiende medios para que todos los Estados disfruten de ese derecho. 
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73. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se permita a las 
organizaciones no gubernamentales y otras organizaciones de base que actúan en la esfera 
del desarrollo o de los derechos humanos desempeñar un papel importante a nivel nacional 
e internacional en el debate y en las actividades que guardan relación con el derecho al 
desarrollo y su realización y, en colaboración con los gobiernos, en todos los aspectos 
pertinentes de la cooperación para el desarrollo. 
74. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos y a los organismos 
e instituciones competentes a que aumenten considerablemente los recursos destinados a 
fortalecer el ordenamiento jurídico para la protección de los derechos humanos, así como 
los recursos asignados a las instituciones nacionales que trabajan en esa esfera. Quienes 
participan en la cooperación para el desarrollo deben tener presentes las relaciones 
mutuamente complementarias entre el desarrollo, la democracia y los derechos humanos. 
La cooperación debe basarse en el diálogo y la transparencia. La Conferencia pide también 
que se establezcan programas amplios, incluidos bancos de datos y personal especializado 
para el fortalecimiento del imperio de la ley y de las instituciones democráticas. 
75. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta a la Comisión de Derechos 
Humanos a que, en colaboración con el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, siga examinando protocolos facultativos del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. 
76. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se proporcionen más 
recursos para establecer o fortalecer acuerdos regionales de promoción y protección de los 
derechos humanos como parte de los programas de servicios de asesoramiento y asistencia 
técnica del Centro de Derechos Humanos. Se alienta a los Estados a que soliciten asistencia 
para actividades de nivel regional y subregional tales como cursillos, seminarios e 
intercambio de información destinados a reforzar los acuerdos regionales de promoción y 
protección de los derechos humanos, de conformidad con las normas universales de 
derechos humanos contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
77. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos apoya todas las medidas adoptadas por 
las Naciones Unidas y sus organismos especializados competentes para garantizar la 
protección y promoción efectivas de los derechos sindicales, tal como se estipula en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en otros instrumentos 
internacionales. La Conferencia pide a todos los Estados que cumplan cabalmente las 
obligaciones que les imponen a este respecto los instrumentos internacionales. 
D. Educación en materia de derechos humanos 
78. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos considera que la educación, la 
capacitación y la información pública en materia de derechos humanos son indispensables 
para establecer y promover relaciones estables y armoniosas entre las comunidades y para 
fomentar la comprensión mutua, la tolerancia y la paz. 
79. Los Estados deben tratar de eliminar el analfabetismo y deben orientar la educación 
hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos pide a todos los Estados e instituciones que incluyan los derechos humanos, el 
derecho humanitario, la democracia y el imperio de la ley como temas de los programas de 
estudio de todas las instituciones de enseñanza académica y no académica. 
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80. La educación en materia de derechos humanos debe abarcar la paz, la democracia, el 
desarrollo y la justicia social, tal como se dispone en los instrumentos internacionales y 
regionales de derechos humanos, a fin de lograr la comprensión y sensibilización de todos 
acerca de los derechos humanos con objeto de afianzar la voluntad de lograr su aplicación a 
nivel universal. 
81. Habida cuenta del Plan de Acción Mundial para la educación en pro de los derechos 
humanos y la democracia, adoptado en marzo de 1993 por el Congreso internacional sobre 
la educación en pro de los derechos humanos y la democracia de la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, y otros instrumentos de 
derechos humanos, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los 
Estados elaboren programas y estrategias específicos para ampliar al máximo el nivel de 
educación y difusión de información pública en materia de derechos humanos, teniendo 
particularmente en cuenta los derechos humanos de la mujer. 
82. Los gobiernos, con la asistencia de organizaciones intergubernamentales, instituciones 
nacionales y organizaciones no gubernamentales, deben fomentar una mayor comprensión 
de los derechos humanos y la tolerancia mutua. La Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos destaca la importancia de intensificar la Campaña Mundial de Información 
Pública realizada por las Naciones Unidas. Los gobiernos deben emprender y apoyar 
actividades de educación en materia de derechos humanos y difundir efectivamente 
información pública sobre esta cuestión. Los programas de servicios de asesoramiento y 
asistencia técnica del sistema de los Estados relacionados con las Naciones Unidas deben 
poder atender inmediatamente a las solicitudes de actividades educacionales y de formación 
en la esfera de los derechos humanos y con la educación especial en lo que respecta a las 
normas contenidas en los instrumentos internacionales de derechos humanos y en el 
derecho humanitario así como a su aplicación, destinada a grupos especiales, como fuerzas 
militares, fuerzas del orden, policía y personal de salud. Debe considerarse la posibilidad de 
proclamar un decenio de las Naciones Unidas para la educación en materia de derechos 
humanos a fin de promover, alentar y orientar estas actividades educacionales. 
E. Aplicación y métodos de vigilancia 
83. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a los gobiernos a que incorporen 
en su legislación nacional las normas contenidas en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos y a que refuercen los órganos de la sociedad, las estructuras y las 
instituciones nacionales que desempeñan una función en la promoción y salvaguardia de los 
derechos humanos. 
84. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se refuercen las 
actividades y los programas de las Naciones Unidas destinados a responder a las solicitudes 
de asistencia de los Estados que deseen crear o fortalecer sus propias instituciones 
nacionales de promoción y protección de los derechos humanos. 
85. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos alienta asimismo a que se intensifique 
la cooperación entre las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos 
humanos, en particular a través del intercambio de información y de experiencias, así como 
la cooperación con las organizaciones regionales y las Naciones Unidas. 
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86. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda encarecidamente a este 
respecto que los representantes de las instituciones nacionales de promoción y protección de 
los derechos humanos convoquen reuniones periódicas auspiciadas por el Centro de 
Derechos Humanos a fin de examinar los medios de mejorar sus mecanismos y compartir 
experiencias. 
87. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda a los órganos creados en 
virtud de tratados de derechos humanos, a las reuniones de presidentes de esos órganos y a 
las reuniones de los Estados Partes que sigan adoptando medidas para coordinar las 
múltiples normas y directrices aplicables a la preparación de los informes que los Estados 
deben presentar en virtud de los respectivos convenios de derechos humanos, y estudien la 
sugerencia de que se presente un informe global sobre las obligaciones asumidas por cada 
Estado Parte en un tratado, lo que haría que esos procedimientos fuesen más eficaces y 
aumentaría su repercusión. 
88. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados Partes en 
instrumentos internacionales de derechos humanos, la Asamblea General y el Consejo 
Económico y Social consideren la posibilidad de analizar los organismos creados en virtud 
de tratados de derechos humanos y los diversos mecanismos y procedimientos temáticos 
con miras a promover una mayor eficiencia y eficacia mediante una mejor coordinación de 
los distintos órganos, mecanismos y procedimientos, teniendo en cuenta la necesidad de 
evitar la duplicación y superposición de sus mandatos y tareas. 
89. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que se lleve a cabo una 
labor continua de mejora del funcionamiento, incluidas las tareas de supervisión, de los 
órganos creados en virtud de tratados, teniendo en cuenta las múltiples propuestas 
formuladas a este respecto, en particular, las de esos órganos y las de las reuniones de sus 
presidentes. También se debe alentar a los órganos creados en virtud de tratados a que 
hagan suyo el amplio enfoque nacional adoptado por el Comité de los Derechos del Niño. 
90. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que los Estados Partes en 
los tratados de derechos humanos estudien la posibilidad de aceptar todos los 
procedimientos facultativos para la presentación y el examen de comunicaciones. 
91. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos ve con preocupación la cuestión de la 
impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos y apoya los esfuerzos de 
la Comisión de Derechos Humanos y de la Subcomisión de Prevención de 
Discriminaciones y Protección a las Minorías por examinar todos los aspectos de la 
cuestión. 
92. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que la Comisión de 
Derechos Humanos examine la posibilidad de una mejor aplicación a nivel regional e 
internacional de los instrumentos de derechos humanos existentes, y alienta a la Comisión 
de Derecho Internacional a continuar sus trabajos relativos a un tribunal penal 
internacional. 
93. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos hace un llamamiento a los Estados que 
aún no lo hayan hecho para que se adhieran a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto 
de 1949 y sus Protocolos y adopten todas las medidas apropiadas a nivel interno, incluidas 
medidas legislativas, para lograr su plena aplicación. 
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94. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda la rápida finalización y 
aprobación del proyecto de declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los 
grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades 
fundamentales universalmente reconocidos. 
95. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos subraya la importancia de preservar y 
fortalecer el sistema de procedimientos especiales, relatores, representantes, expertos y 
grupos de trabajo de la Comisión de Derechos Humanos, así como de la Subcomisión de 
Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, a fin de que puedan llevar a 
cabo sus mandatos en todos los países del mundo, proporcionándoles los recursos humanos 
y financieros que sean necesarios. Estos procedimientos y mecanismos deberían poder 
armonizar y racionalizar su trabajo por medio de reuniones periódicas. Se pide a todos los 
Estados que cooperen plenamente con estos procedimientos y mecanismos. 
96. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que las Naciones Unidas 
asuman un papel más activo en la promoción y protección de los derechos humanos para 
asegurar el pleno respeto del derecho humanitario internacional en todas las situaciones de 
conflicto armado, de conformidad con los propósitos y principios de la Carta de las 
Naciones Unidas. 
97. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos, reconociendo la importante función 
que cumplen los componentes de derechos humanos de determinados acuerdos relativos a 
operaciones de las Naciones Unidas de mantenimiento de la paz, recomienda que el 
Secretario General tenga en cuenta la capacidad de presentación de informes, la 
experiencia y los conocimientos del Centro de Derechos Humanos y de los mecanismos de 
derechos humanos, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. 
98. Para fortalecer el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales, deberían 
examinarse otros métodos, como un sistema de indicadores para medir los avances hacia la 
realización de los derechos enunciados en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. Debe hacerse un esfuerzo concertado para garantizar el 
reconocimiento de los derechos económicos, sociales y culturales a nivel nacional, regional 
e internacional. 
F. Actividades complementarias de la Conferencia Mundial 
99. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos recomienda que la Asamblea General, 
la Comisión de Derechos Humanos y otros órganos y organismos del sistema de las 
Naciones Unidas que se ocupan de los derechos humanos estudien los medios de lograr la 
plena aplicación, sin dilaciones, de las recomendaciones contenidas en la presente 
Declaración, en particular la posibilidad de proclamar un decenio de las Naciones Unidas 
para los derechos humanos. La Conferencia recomienda además que la Comisión de 
Derechos Humanos examine cada año los progresos realizados. 
100. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos pide al Secretario General de las 
Naciones Unidas que, en ocasión del 50&ordm; aniversario de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, invite a todos los Estados y a todos los órganos y organismos del 
sistema de las Naciones Unidas que se ocupan de los derechos humanos, a que le informen 
acerca de los progresos realizados en la aplicación de la presente Declaración y a que, por 
conducto de la Comisión de Derechos Humanos y del Consejo Económico y Social, 
presenten un informe a la Asamblea General en su quincuagésimo tercer período de 
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sesiones. Asimismo, las instituciones regionales y, cuando proceda, las instituciones 
nacionales de derechos humanos, así como las organizaciones no gubernamentales, podrán 
presentar al Secretario General de las Naciones Unidas sus opiniones acerca de los 
progresos realizados en la aplicación de la presente Declaración. Se debe prestar especial 
atención a la evaluación de los progresos logrados para alcanzar la meta de la ratificación 
universal de los tratados y protocolos internacionales de derechos humanos aprobados en el 
marco del sistema de las Naciones Unidas.  
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DECLARACIÓN DE BEIJING. 1995 
1. Nosotros, los gobiernas que participamos en la Cuarta Conferencia Mundial sobre las 
Mujeres, 
2. Reunidos en Beijing, en septiembre de 1995, año del cincuentenario de la fundación de 
las Naciones Unidas, 
3. Decididos a promover los objetivos de igualdad, desarrollo y paz para todas las mujeres 
del mundo, en interés de toda la humanidad, 
4. Reconociendo las voces de las mujeres del mundo entero y teniendo en cuenta la 
diversidad de las mujeres y sus papeles y circunstancias, rindiendo homenaje a las mujeres 
que han allanado el camino, e inspirados paría esperanza que reside en la juventud del 
mundo, 
5. Reconocemos que la situación de las mujeres ha experimentado avances en algunos 
aspectos importantes en el último decenio, pero que este progreso no ha sido homogéneo, 
que persisten las desigualdades entre mujeres y hombres y que sigue habiendo obstáculos 
importantes que entrañan graves consecuencias para el bienestar de todos los pueblos, 
6. Reconocemos asimismo que esta situación se ha visto agravada por una creciente 
pobreza, que afecta a la vida de la mayoría de la población mundial, en particular a las 
mujeres y a niñas y niños y que tiene sus orígenes en el ámbito nacional y en el ámbito 
internacional, 
7 Nos comprometemos sin reservas a combatir estas limitaciones y obstáculos, 
promoviendo así el avance y el empoderamiento' de las mujeres de todo el mundo y 
convenimos en que esta tarea exige una acción urgente, con espíritu decidido, de 
esperanza, cooperación, y solidaridad, ahora y con la vista puesta en el próximo siglo. 
Reafirmamos nuestro compromiso con: 
6. La igualdad de derechos y la dignidad humana inherente de mujeres y hombres, así 
como con los demás propósitos y principios recogidos en la Carta de las Naciones Unidas, 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con otros instrumentos 
internacionales de derechos humanos, en particular, la Convención sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación contra las Mujeres y la Convención sobre los Derechos 
de Niñas y Niños, así como la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra las 
Mujeres y la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo. 
9. Asegurar la plena implementación de los derechos humanos de las mujeres y de las niñas 
como una parte inalienable, integral e indivisible de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales; 
10. Construir sobre el consenso y los progresos alcanzados en anteriores conferencias y 
cumbres de Naciones Unidas, sobre las Mujeres celebrada en Nairobi en 1985, sobre la 
Infancia celebrada en Nueva York en 1990, sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
celebrada en Río de Janeiro en 1992, sobre los Derechos Humanos celebrada en Viena en 
1993, sobre la Población y el Desarrollo celebrada en El Cairo en 1994, y sobre Desarrollo 
Social celebrada en Copenhague en 1995, con los objetivos de lograr la igualdad, el 
desarrollo y la paz. 
II. Conseguir la aplicación plena y efectiva de las Estrategias de Nairobi Orientadas hacia el 
Futuro para el Avance de las Mujeres. 
12. El empoderamiento y el avance de las mujeres, incluyendo el derecho a la libertad de 
pensamiento, de conciencia, de religión y de creencias, contribuyendo así a la satisfacción 
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de las necesidades morales, éticas, espirituales e intelectuales de las mujeres y de los 
hombres, individualmente o en comunidad con otras personas, y garantizándoles por tanto 
la posibilidad de realizar todas sus potencialidades en la sociedad y de configurar sus vidas 
de acuerdo con sus propias aspiraciones. 
Este concepto tiene una doble dimensión: por un lado significa la toma de conciencia del 
poder que individual y colectivamente tienen las mujeres. En este sentido, el 
empoderamiento tiene que ver con la recuperación de la propia dignidad de cada mujer 
como persona. En segundo lugar, el empoderamiento tiene una dimensión política, en 
cuanto que pretende que las mujeres estén presentes en los lugares donde se toman las 
decisiones, es decir, ejercer el poder. 
Estamos convencidos de que: 
13. El empoderamiento de las mujeres y su plena participación en condiciones de igualdad 
en todas las esferas de la sociedad, incluyendo la participación en los procesos de toma de 
decisiones y el acceso al poder, son fundamentales para el logro de la igualdad, el desarrollo 
y la paz. 
14. Los derechos de las mujeres son derechos humanos. 
15. La igualdad de derechos, de oportunidades y de acceso a los recursos, el reparto 
igualitario de las responsabilidades respecto de la familia y una relación armoniosa entre 
mujeres y hombres son críticas, tanto para su bienestar y el de sus familias, como para la 
consolidación de la democracia; 
16. la erradicación de la pobreza, basada en el crecimiento económico sostenido, en el 
desarrollo social, en la protección del medio ambiente y en la justicia social, requiere la 
implicación de las mujeres en el desarrollo económico y social, la igualdad de 
oportunidades y la participación plena y en pie de igualdad de mujeres y hombres en 
calidad de agentes y de beneficiarios y beneficiarias de un desarrollo sostenible centrado en 
las personas; 
17. El reconocimiento explícito y la reafirmación del derecho de todas las mujeres a 
controlar todos los aspectos de su salud, en particular su propia fecundidad, es básico para 
su empoderamiento; 
18. La paz local, nacional, regional y mundial es alcanzable y está inextricablemente 
vinculada al avance de las mujeres, las cuales son una fuerza fundamental para el liderazgo, 
la resolución de conflictos y la promoción de una paz duradera a todos los niveles; 
19 Es esencial diseñar, aplicar y hacer el seguimiento de políticas y programas eficaces, 
eficientes y que se refuercen entre sí desde una perspectiva de género, incluyendo las 
políticas y programas de desarrollo, y a todos los niveles, para favorecer el empoderamiento 
y el avance de las mujeres, con su plena participación: 
20. La participación y contribución de la sociedad civil, en particular de los grupos de 
mujeres y redes de otras organizaciones no gubernamentales y organizaciones populares, 
con pleno respeto de su autonomía, en cooperación con los gobiernos, son importantes para 
una aplicación y seguimiento eficaces de la Plataforma para la Acción; 
21. El cumplimiento de la Plataforma para la Acción requiere el compromiso de los 
gobiernos y de la comunidad internacional. Al asumir compromisos de acción a nivel 
nacional e internacional, incluidos los asumidos en la Conferencia, los gobiernos y la 
comunidad internacional reconocen la necesidad de tomar medidas prioritarias para el 
avance y el empoderamiento de las mujeres; 



 
 

 

157 

Estamos decididos a: 
22. Intensificar los esfuerzos y las acciones para conseguir, antes de que termine el siglo, las 
metas de las Estrategias de Nairobi Orientadas hacia el Futuro para el Avance de las 
Mujeres; 
23. Asegurar a todas las mujeres y a las niñas el pleno disfrute de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales, y tomar medidas eficaces contra las violaciones de 
estos derechos y libertades; 
24. Adoptar todas las medidas que sean necesarias para eliminar todas las formas de 
discriminación contra las mujeres y las niñas, y suprimir todos los obstáculos para la 
igualdad entre mujeres y hombres y para el avance y el empoderamiento de las mujeres; 
25. Alentar a los hombres para que participen plenamente en todas las acciones 
encaminadas hacia la igualdad; 
26. Promover la independencia económica de las mujeres, incluyendo el empleo, y 
erradicar la persistente y cada vez mayor carga de la pobreza que recae sobre las mujeres, 
combatiendo las causas estructurales de esta pobreza mediante cambios en las estructuras 
económicas y garantizando la igualdad de acceso para todas las mujeres - 
Y incluidas las de las zonas rurales, como agentes vitales del desarrollo a los recursos 
productivos, a las oportunidades y a los servicios públicos; 
27. Promover un desarrollo sostenible centrado en las personas, incluyendo el crecimiento 
económico sostenido, a través de la enseñanza básica, la educación permanente, la 
alfabetización y capacitación y la atención primaria de la salud para niñas y mujeres; 
28. Dar pasos positivos con el fin de garantizar la paz para el avance de las mujeres y 
reconociendo el liderazgo que han desempeñado las mujeres en el movimiento en pro de la 
paz, trabajar activamente hacia el desarme general y completo bajo control internacional 
estricto y eficaz y apoyar las negociaciones para la concertación, sin demora, de un tratado 
universal de prohibición de los ensayos nucleares, verificable efectiva y multilateralmente, 
que contribuya al desarme nuclear y a la prevención de la proliferación de las armas 
nucleares en todos sus aspectos; 
29. Prevenir y eliminar todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas; 
30. Asegurar la igualdad de acceso y la igualdad de trato de hombres y mujeres en la 
educación y la atención a la salud y promover tanto la salud sexual y reproductiva de las 
mujeres como la educación; 
31. Promover y proteger todos los derechos humanos de las mujeres y de las niñas; 
32. Intensificar los esfuerzos para asegurar el disfrute, en condiciones de igualdad, de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales, a todas las mujeres y las niñas que se 
enfrentan con múltiples barreras para su empoderamiento y su avance por factores tales 
como la raza, la edad, el idioma, el origen étnico, la cultura, la religión o la discapacidad o 
porque son población indígena; 
33. Garantizar el respeto del derecho internacional, incluido el derecho humanitario, a fin 
de proteger en particular a las mujeres y a las niñas; 
34. Desarrollar al máximo el pleno potencial de las niñas y de las mujeres de todas las 
edades, asegurar su plena participación1 en condiciones de igualdad, en la construcción de 
un mundo mejor para todas las personas y promover su papel en el proceso de desarrollo. 
35. Garantizar el acceso de las mujeres en condiciones de igualdad a los recursos 
económicos, incluidos la tierra, el crédito, la ciencia y la tecnología, la formación 
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profesional, la información, las comunicaciones y los mercados, como medio para 
promover el avance y el empoderamiento de las mujeres y niñas, incluso mediante el 
aumento de su capacidad para disfrutar de los beneficios de la igualdad de acceso a estos 
recursos, para lo que se recurrirá, entre otros medios, a la cooperación internacional; 
36. Garantizar el éxito de la Plataforma para la Acción, lo cual exigirá un fuerte 
compromiso de los gobiernos y de los organismos e instituciones internacionales a todos los 
niveles. Estamos firmemente convencidos de que el desarrollo económico, el desarrollo 
social y la protección del medio ambiente son elementos interdependientes y sinérgicos del 
desarrollo sostenible, que es el marco de nuestros esfuerzos para lograr una mejor calidad 
de vida para todas las personas. Un desarrollo social equitativo que reconozca el 
empoderamiento de las personas pobres, en particular de las mujeres que viven en la 
pobreza, para utilizar los recursos ambientales sostenidamente, es una base necesaria del 
desarrollo sostenible. Reconocemos también que el crecimiento económico sostenido de 
base amplia, en el contexto del desarrollo sostenible, es necesario para apoyar el desarrollo 
social y la justicia social. El éxito de la Plataforma para la Acción también requerirá una 
movilización adecuada de recursos para el avance de las mujeres a nivel nacional e 
internacional, así como recursos nuevos y adicionales para los países en desarrollo 
procedentes de todos los mecanismos de financiación disponibles, incluidas las fuentes 
multilaterales, bilaterales y privadas; recursos financieros para fortalecer la capacidad de las 
instituciones nacionales, subregionales, regionales e internacionales; un compromiso de 
lograr la igualdad de derechos, la igualdad de responsabilidades y la igualdad de 
oportunidades, así como la igualdad de participación de las mujeres y los hombres en todos 
los órganos y procesos de determinación de políticas a nivel nacional, regional e 
internacional, y el establecimiento o fortalecimiento de mecanismos en todos los niveles 
para rendir cuentas a las mujeres del mundo. 
37. Garantizar también el éxito de la Plataforma para la Acción en los países con 
economías en transición, lo que exigirá cooperación y asistencia internacionales constantes; 
38. Por la presente, adoptamos y nos comprometemos en calidad de gobiernos a aplicar la 
siguiente Plataforma para la Acción, garantizando que en todas nuestras políticas y 
programas quede reflejada la perspectiva de género. Instamos al sistema de las Naciones 
Unidas, a las instituciones financieras regionales e internacionales y a las demás 
instituciones regionales e internacionales relevantes, a todas las mujeres y a todos los 
hombres, así como a las organizaciones no gubernamentales, con pleno respeto de su 
autonomía, y a todos los sectores de la sociedad civil, a que se comprometan y a que 
contribuyan plenamente en cooperación con los gobiernos, a la aplicación de esta 
Plataforma para la Acción. 
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DECLARACIÓN DEL MILENIO 
Resolución aprobada por la Asamblea General 

[sin remisión previa a una Comisión Principal (A/55/L.2)] 
55/2. Declaración del Milenio 

 
La Asamblea General 
Aprueba la siguiente Declaración: 
Declaración del Milenio 
I. Valores y principios 
Nosotros, Jefes de Estado y de Gobierno, nos hemos reunido en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York del 6 al 8 de septiembre de 2000, en los albores de un nuevo 
milenio, para reafirmar nuestra fe en la Organización y su Carta como cimientos 
indispensables de un mundo más pacífico, más próspero y más justo. 
Reconocemos que, además de las responsabilidades que todos tenemos respecto de nuestras 
sociedades, nos incumbe la responsabilidad colectiva de respetar y defender los principios 
de la dignidad humana, la igualdad y la equidad en el plano mundial. En nuestra calidad de 
dirigentes, tenemos, pues, un deber que cumplir respecto de todos los habitantes del 
planeta, en especial los más vulnerables y, en particular, los niños del mundo, a los que 
pertenece el futuro. 
Reafirmamos nuestra adhesión a los propósitos y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas, que han demostrado ser intemporales y universales. A decir verdad, su pertinencia 
y su capacidad como fuente de inspiración han ido en aumento conforme se han 
multiplicado los vínculos y se ha consolidado la interdependencia entre las naciones y los 
pueblos. 
Estamos decididos a establecer una paz justa y duradera en todo el mundo, de conformidad 
con los propósitos y principios de la Carta. Reafirmamos nuestra determinación de apoyar 
todos los esfuerzos encaminados a hacer respetar la igualdad soberana de todos los Estados, 
el respeto de su integridad territorial e independencia política; la solución de los conflictos 
por medios pacíficos y en consonancia con los principios de la justicia y del derecho 
internacional; el derecho de libre determinación de los pueblos que siguen sometidos a la 
dominación colonial y la ocupación extranjera; la no injerencia en los asuntos internos de 
los Estados; el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales; el respeto de 
la igualdad de derechos de todos, sin distinciones por motivo de raza, sexo, idioma o 
religión, y la cooperación internacional para resolver los problemas internacionales de 
carácter económico, social, cultural o humanitario. 
Creemos que la tarea fundamental a que nos enfrentamos hoy es conseguir que la 
mundialización se convierta en una fuerza positiva para todos los habitantes del mundo, ya 
que, si bien ofrece grandes posibilidades, en la actualidad sus beneficios se distribuyen de 
forma muy desigual al igual que sus costos. Reconocemos que los países en desarrollo y los 
países con economías en transición tienen dificultades especiales para hacer frente a este 
problema fundamental. Por eso, consideramos que solo desplegando esfuerzos amplios y 
sostenidos para crear un futuro común, basado en nuestra común humanidad en toda su 
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diversidad, se podrá lograr que la mundialización sea plenamente incluyente y equitativa. 
Esos esfuerzos deberán incluir la adopción de políticas y medidas, a nivel mundial, que 
correspondan a las necesidades de los países en desarrollo y de las economías en transición 
y que se formulen y apliquen con la participación efectiva de esos países y esas economías.  
Consideramos que determinados valores fundamentales son esenciales para las relaciones 
internacionales en el siglo XXI: 
 La libertad. Los hombres y las mujeres tienen derecho a vivir su vida y a criar a sus 
hijos con dignidad y libres del hambre y del temor a la violencia, la opresión o la injusticia. 
La mejor forma de garantizar esos derechos es contar con gobiernos democráticos y 
participativos basados en la voluntad popular. 
 La igualdad. No debe negarse a ninguna persona ni a ninguna nación la posibilidad de 
beneficiarse del desarrollo. Debe garantizarse la igualdad de derechos y oportunidades de 
hombres y mujeres. 
 La solidaridad. Los problemas mundiales deben abordarse de manera tal que los 
costos y las cargas se distribuyan con justicia, conforme a los principios fundamentales de la 
equidad y la justicia social. Los que sufren, o los que menos se benefician, merecen la ayuda 
de los más beneficiados. 
 La tolerancia. Los seres humanos se deben respetar mutuamente, en toda su 
diversidad de creencias, culturas e idiomas. No se deben temer ni reprimir las diferencias 
dentro de las sociedades ni entre éstas; antes bien, deben apreciarse como preciados bienes 
de la humanidad. Se debe promover activamente una cultura de paz y diálogo entre todas 
las civilizaciones. 
 El respeto de la naturaleza. Es necesario actuar con prudencia en la gestión y 
ordenación de todas las especies vivas y todos los recursos naturales, conforme a los 
preceptos del desarrollo sostenible. Sólo así podremos conservar y transmitir a nuestros 
descendientes las inconmensurables riquezas que nos brinda la naturaleza. Es preciso 
modificar las actuales pautas insostenibles de producción y consumo en interés de nuestro 
bienestar futuro y en el de nuestros descendientes. 
 Responsabilidad común. La responsabilidad de la gestión del desarrollo económico 
y social en el mundo, lo mismo que en lo que hace a las amenazas que pesan sobre la paz y 
la seguridad internacionales, debe ser compartida por las naciones del mundo y ejercerse 
multilateralmente. Por ser la organización más universal y más representativa de todo el 
mundo, las Naciones Unidas deben desempeñar un papel central a ese respecto. 
Para plasmar en acciones estos valores comunes, hemos formulado una serie de objetivos 
clave a los que atribuimos especial importancia. 
II. La paz, la seguridad y el desarme 
I. No escatimaremos esfuerzos para liberar a nuestros pueblos del flagelo de la guerra —ya 
sea dentro de los Estados o entre éstos—, que, en el último decenio, ha cobrado más de 
cinco millones de vidas. También procuraremos eliminar los peligros que suponen las 
armas de destrucción en masa. 
II. Por todo lo anterior, decidimos: 
 Consolidar el respeto del imperio de la ley en los asuntos internacionales y nacionales y, 
en particular, velar por que los Estados Miembros cumplan las decisiones de la Corte 
Internacional de Justicia, con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas, en los litigios en 
que sean partes. 
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 Aumentar la eficacia de las Naciones Unidas en el mantenimiento de la paz y de la 
seguridad, dotando a la Organización de los recursos y los instrumentos que necesitan en 
sus tareas de prevención de conflictos, resolución pacífica de controversias, mantenimiento 
de la paz, consolidación de la paz y reconstrucción después de los conflictos. En este 
sentido, tomamos nota del informe del Grupo sobre las Operaciones de Paz de las Naciones 
Unidas, y pedimos a la Asamblea General que examine cuanto antes sus recomendaciones. 
 Fortalecer la cooperación entre las Naciones Unidas y las organizaciones regionales, de 
conformidad con las disposiciones del Capítulo VIII de la Carta. 
 Velar por que los Estados Partes apliquen los tratados sobre cuestiones tales como el 
control de armamentos y el desarme, el derecho internacional humanitario y el relativo a 
los derechos humanos, y pedir a todos los Estados que consideren la posibilidad de suscribir 
y ratificar el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 
 Adoptar medidas concertadas contra el terrorismo internacional y adherirnos cuanto 
antes a todas las convenciones internacionales pertinentes. 
 Redoblar nuestros esfuerzos para poner en práctica nuestro compromiso de luchar 
contra el problema mundial de la droga. 
 Intensificar nuestra lucha contra la delincuencia transnacional en todas sus dimensiones, 
incluidos la trata y el contrabando de seres humanos y el blanqueo de dinero. 
 Reducir al mínimo las consecuencias negativas que las sanciones económicas impuestas 
por las Naciones Unidas pueden tener en las poblaciones inocentes, someter los regímenes 
de sanciones a exámenes periódicos y eliminar las consecuencias adversas de las sanciones 
sobre terceros. 
 Esforzarnos por eliminar las armas de destrucción en masa, en particular las armas 
nucleares, y mantener abiertas todas las opciones para alcanzar esa meta, incluida la 
posibilidad de convocar una conferencia internacional para determinar formas adecuadas 
de eliminar los peligros nucleares. 
 Adoptar medidas concertadas para poner fin al tráfico ilícito de armas pequeñas y armas 
ligeras, en particular dando mayor transparencia a las transferencias de armas y 
respaldando medidas de desarme regional, teniendo en cuenta todas las recomendaciones 
de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio Ilícito de Armas Pequeñas y 
Ligeras. 
 Pedir a todos los Estados que consideren la posibilidad de adherirse a la Convención 
sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas 
antipersonal y sobre su destrucción , así como al Protocolo enmendado relativo a las minas 
de la Convención sobre armas convencionales 
III. Instamos a los Estados Miembros a que observen la Tregua Olímpica, individual y 
colectivamente, ahora y en el futuro, y a que respalden al Comité Olímpico Internacional 
en su labor de promover la paz y el entendimiento humano mediante el deporte y el ideal 
olímpico. 
 
III. El desarrollo y la erradicación de la pobreza 
I. No escatimaremos esfuerzos para liberar a nuestros semejantes, hombres, mujeres y 
niños, de las condiciones abyectas y deshumanizadoras de la pobreza extrema, a la que en 
la actualidad están sometidos más de 1.000 millones de seres humanos. Estamos empeñados 
en hacer realidad para todos ellos el derecho al desarrollo y a poner a toda la especie 
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humana al abrigo de la necesidad. 
II. Resolvemos, en consecuencia, crear en los planos nacional y mundial un entorno 
propicio al desarrollo y a la eliminación de la pobreza. 
III. El logro de esos objetivos depende, entre otras cosas, de la buena gestión de los asuntos 
públicos en cada país. Depende también de la buena gestión de los asuntos públicos en el 
plano internacional y de la transparencia de los sistemas financieros, monetarios y 
comerciales. Propugnamos un sistema comercial y financiero multilateral abierto, 
equitativo, basado en normas, previsible y no discriminatorio. 
IV. Nos preocupan los obstáculos a que se enfrentan los países en desarrollo para movilizar 
los recursos necesarios para financiar su desarrollo sostenible. Haremos, por consiguiente, 
todo cuanto esté a nuestro alcance para que tenga éxito la Reunión intergubernamental de 
alto nivel sobre la financiación del desarrollo que se celebrará en 2001. 
V. Decidimos, asimismo, atender las necesidades especiales de los países menos 
adelantados. En este contexto, nos felicitamos de la convocación de la Tercera Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre los Países Menos Adelantados, que se celebrará en mayo de 
2001, y donde haremos todo lo posible por lograr resultados positivos. Pedimos a los países 
industrializados: 
 que adopten, preferiblemente antes de que se celebre esa Conferencia, una política de 
acceso libre de derechos y cupos respecto de virtualmente todas las exportaciones de los 
países menos adelantados; 
 que apliquen sin más demora el programa mejorado de alivio de la deuda de los países 
pobres muy endeudados y que convengan en cancelar todas las deudas bilaterales oficiales 
de esos países a cambio de que éstos demuestren su firme determinación de reducir la 
pobreza; y 
 que concedan una asistencia para el desarrollo más generosa, especialmente a los países 
que se están esforzando genuinamente por destinar sus recursos a reducir la pobreza.  
VI. Estamos decididos, asimismo, a abordar de manera global y eficaz los problemas de la 
deuda de los países de ingresos bajos y medios adoptando diversas medidas en los planos 
nacional e internacional para que su deuda sea sostenible a largo plazo. 
VII. Resolvemos asimismo atender las necesidades especiales de los pequeños Estados 
insulares en desarrollo poniendo en práctica rápida y cabalmente el Programa de Acción de 
Barbados y las conclusiones a que llegó la Asamblea General en su vigésimo segundo 
período extraordinario de sesiones. Instamos a la comunidad internacional a que vele por 
que, cuando se prepare un índice de vulnerabilidad, se tengan en cuenta las necesidades 
especiales de los pequeños Estados insulares en desarrollo. 
VIII. Reconocemos las necesidades y los problemas especiales de los países en desarrollo 
sin litoral, por lo que pedimos encarecidamente a los donantes bilaterales y multilaterales 
que aumenten su asistencia financiera y técnica a ese grupo de países para satisfacer sus 
necesidades especiales de desarrollo y ayudarlos a superar los obstáculos de su geografía, 
mejorando sus sistemas de transporte en tránsito. 
IX. Decidimos, asimismo: 
 Reducir a la mitad, para el año 2015, el porcentaje de habitantes del planeta cuyos 
ingresos sean inferiores a un dólar por día y el de las personas que padezcan hambre; 
igualmente, para esa misma fecha, reducir a la mitad el porcentaje de personas que 
carezcan de acceso a agua potable o que no puedan costearlo. 
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 Velar por que, para ese mismo año, los niños y niñas de todo el mundo puedan terminar 
un ciclo completo de enseñanza primaria y porque tanto las niñas como los niños tengan 
igual acceso a todos los niveles de la enseñanza. 
 Haber reducido, para ese mismo año, la mortalidad materna en tres cuartas partes y la 
mortalidad de los niños menores de 5 años en dos terceras partes respecto de sus tasas 
actuales. 
 Para entonces, haber detenido y comenzado a reducir la propagación del VIH/SIDA, el 
flagelo del paludismo y otras enfermedades graves que afligen a la humanidad. 
 Prestar especial asistencia a los niños huérfanos por causa del VIH/SIDA. 
 Para el año 2020, haber mejorado considerablemente la vida de por lo menos 100 
millones de habitantes de tugurios, como se propone en la iniciativa “Ciudades sin barrios 
de tugurios”.  
X. Decidimos también: 
 Promover la igualdad entre los sexos y la autonomía de la mujer como medios eficaces 
de combatir la pobreza, el hambre y las enfermedades y de estimular un desarrollo 
verdaderamente sostenible. 
 Elaborar y aplicar estrategias que proporcionen a los jóvenes de todo el mundo la 
posibilidad real de encontrar un trabajo digno y productivo. 
 Alentar a la industria farmacéutica a que aumente la disponibilidad de los medicamentos 
esenciales y los ponga al alcance de todas las personas de los países en desarrollo que los 
necesiten. 
 Establecer sólidas formas de colaboración con el sector privado y con las organizaciones 
de la sociedad civil en pro del desarrollo y de la erradicación de la pobreza. 
 Velar por que todos puedan aprovechar los beneficios de las nuevas tecnologías, en 
particular de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, conforme a las 
recomendaciones formuladas en la Declaración Ministerial 2000 del Consejo Económico y 
Social 
 
IV. Protección de nuestro entorno común 
I. No debemos escatimar esfuerzos por liberar a toda la humanidad, y ante todo a nuestros 
hijos y nietos, de la amenaza de vivir en un planeta irremediablemente dañado por las 
actividades del hombre, y cuyos recursos ya no alcancen para satisfacer sus necesidades. 
II. Reafirmamos nuestro apoyo a los principios del desarrollo sostenible, incluidos los 
enunciados en el Programa 21, convenidos en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Medio Ambiente y el Desarrollo. 
III. Decidimos, por consiguiente, adoptar una nueva ética de conservación y resguardo en 
todas nuestras actividades relacionadas con el medio ambiente y, como primer paso en ese 
sentido, convenimos en lo siguiente: 
 Hacer todo lo posible por que el Protocolo de Kyoto entre en vigor, de ser posible antes 
del décimo aniversario de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo, en el año 2002, e iniciar la reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero. 
 Intensificar nuestros esfuerzos colectivos en pro de la ordenación, la conservación y el 
desarrollo sostenible de los bosques de todo tipo. 
 Insistir en que se apliquen cabalmente el Convenio sobre la Diversidad Biológica y la 
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Convención de las Naciones Unidas de lucha contra la desertificación en los países 
afectados por sequía grave o desertificación, en particular en África 
 Poner fin a la explotación insostenible de los recursos hídricos formulando estrategias de 
ordenación de esos recursos en los planos regional, nacional y local, que promuevan un 
acceso equitativo y un abastecimiento adecuado. 
 Intensificar la cooperación con miras a reducir el número y los efectos de los desastres 
naturales y de los desastres provocados por el hombre. 
 Garantizar el libre acceso a la información sobre la secuencia del genoma humano. 

 
 

V. Derechos humanos, democracia y buen gobierno 
1. No escatimaremos esfuerzo alguno por promover la democracia y fortalecer el imperio 
del derecho y el respeto de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
internacionalmente reconocidos, incluido el derecho al desarrollo. 
2. Decidimos, por tanto: 
 Respetar y hacer valer plenamente la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
 Esforzarnos por lograr la plena protección y promoción de los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales de todas las personas en todos nuestros países. 
 Aumentar en todos nuestros países la capacidad de aplicar los principios y las prácticas 
de la democracia y del respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las 
minorías 
 Luchar contra todas las formas de violencia contra la mujer y aplicar la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
 Adoptar medidas para garantizar el respeto y la protección de los derechos humanos de 
los migrantes, los trabajadores migratorios y sus familias, eliminar los actos de racismo y 
xenofobia cada vez más frecuentes en muchas sociedades y promover una mayor armonía y 
tolerancia en todas las sociedades. 
 Trabajar aunadamente para lograr procesos políticos más igualitarios, en que puedan 
participar realmente todos los ciudadanos de nuestros países. 
 Garantizar la libertad de los medios de difusión para cumplir su indispensable función y 
el derecho del público a la información. 
 
VI. Protección de las personas vulnerables 
I. No escatimaremos esfuerzos para lograr que los niños y todas las poblaciones civiles que 
sufren de manera desproporcionada las consecuencias de los desastres naturales, el 
genocidio, los conflictos armados y otras situaciones de emergencia humanitaria reciban 
toda la asistencia y la protección que necesiten para reanudar cuanto antes una vida 
normal. 
II. Decidimos, por consiguiente: 
 Ampliar y reforzar la protección de los civiles en situaciones de emergencia complejas, 
de conformidad con el derecho internacional humanitario. 
 Fortalecer la cooperación internacional, incluso compartiendo la carga que recae en los 
países que reciben refugiados y coordinando la asistencia humanitaria prestada a esos 
países; y ayudar a todos los refugiados y personas desplazadas a regresar voluntariamente a 
sus hogares en condiciones de seguridad y dignidad, y a reintegrarse sin tropiezos en sus 
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respectivas sociedades. 
 Alentar la ratificación y la plena aplicación de la Convención sobre los Derechos del 
Niño y sus protocolos facultativos relativos a la participación de niños en los conflictos 
armados y a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía 
 
VII. Atención a las necesidades especiales de África 
IV. Apoyaremos la consolidación de la democracia en África y ayudaremos a los africanos 
en su lucha por conseguir una paz duradera, erradicar la pobreza y lograr el desarrollo 
sostenible, para que de esa forma África pueda integrarse en la economía mundial. 
V. Decidimos, por tanto: 
 Apoyar plenamente las estructuras políticas e institucionales de las nuevas democracias 
de África. 
 Fomentar y mantener mecanismos regionales y subregionales de prevención de 
conflictos y promoción de la estabilidad política, y velar por que las operaciones de 
mantenimiento de la paz en ese continente reciban una corriente segura de recursos. 
 Adoptar medidas especiales para abordar los retos de erradicar la pobreza y lograr el 
desarrollo sostenible en África, tales como cancelar la deuda, mejorar el acceso a los 
mercados, aumentar la asistencia oficial para el desarrollo e incrementar las corrientes de 
inversión extranjera directa y de transferencia de tecnología. 
 Ayudar a África a aumentar su capacidad para hacer frente a la propagación de la 
pandemia del VIH/SIDA y otras enfermedades infecciosas. 
 
VIII. Fortalecimiento de las Naciones Unidas 
I. No escatimaremos esfuerzos por hacer de las Naciones Unidas un instrumento más eficaz 
en el logro de todas las prioridades que figuran a continuación: la lucha por el desarrollo de 
todos los pueblos del mundo; la lucha contra la pobreza, la ignorancia y las enfermedades; 
la lucha contra la injusticia; la lucha contra la violencia, el terror y el delito; y la lucha 
contra la degradación y la destrucción de nuestro planeta. 
II. Decidimos, por consiguiente: 
 Reafirmar el papel central que recae en la Asamblea General en su calidad de principal 
órgano de deliberación, adopción de políticas y representación de las Naciones Unidas, y 
capacitarla para que pueda desempeñar ese papel con eficacia. 
 Redoblar nuestros esfuerzos por reformar ampliamente el Consejo de Seguridad en 
todos sus aspectos. 
 Fortalecer más el Consejo Económico y Social, sobre la base de sus recientes logros, de 
manera que pueda desempeñar el papel que se le asigna en la Carta. 
 Fortalecer la Corte Internacional de Justicia a fin de que prevalezcan la justicia y el 
imperio del derecho en los asuntos internacionales. 
 Fomentar la coordinación y las consultas periódicas entre los órganos principales de las 
Naciones Unidas en el desempeño de sus funciones. 
 Velar por que la Organización cuente, de forma oportuna y previsible, con los recursos 
que necesita para cumplir sus mandatos. 
 Instar a la Secretaría a que, de conformidad con normas y procedimientos claros 
acordados por la Asamblea General, aproveche al máximo esos recursos en interés de todos 
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los Estados Miembros, aplicando las mejores prácticas y tecnologías de gestión disponibles y 
prestando una atención especial a las tareas que reflejan las prioridades convenidas de los 
Estados Miembros. 
 Promover la adhesión a la Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones 
Unidas y el Personal Asociado. 
 Velar por que exista una mayor coherencia y una mejor cooperación en materia 
normativa entre las Naciones Unidas, sus organismos, las instituciones de Bretton Woods y 
la Organización Mundial del Comercio, así como otros órganos multilaterales, con miras a 
lograr criterios perfectamente coordinados en lo relativo a los problemas de la paz y el 
desarrollo. 
 Seguir fortaleciendo la cooperación entre las Naciones Unidas y los parlamentos 
nacionales por intermedio de su organización mundial, la Unión Interparlamentaria, en 
diversos ámbitos, a saber: la paz y seguridad, el desarrollo económico y social, el derecho 
internacional y los derechos humanos, la democracia y las cuestiones de género. 
 Ofrecer al sector privado, las organizaciones no gubernamentales y la sociedad civil en 
general más oportunidades de contribuir al logro de las metas y los programas de la 
Organización. 
III. Pedimos a la Asamblea General que examine periódicamente los progresos alcanzados 
en la aplicación de lo dispuesto en la presente Declaración, y al Secretario General que 
publique informes periódicos para que sean examinados por la Asamblea y sirvan de base 
para la adopción de medidas ulteriores. 
IV. Reafirmamos solemnemente, en este momento histórico, que las Naciones Unidas son 
el hogar común e indispensable de toda la familia humana, mediante el cual trataremos de 
hacer realidad nuestras aspiraciones universales de paz, cooperación y desarrollo. Por 
consiguiente, declaramos nuestro apoyo ilimitado a estos objetivos comunes y nuestra 
decisión de alcanzarlos 

8ª sesión plenaria 8 de septiembre de 2000 
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CONVENIO SOBRE IGUALDAD DE REMUNERACIÓN. 
CONVENIO 100. 

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 6 junio 1951 en su trigésima cuarta reunión; 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al principio de igualdad 
de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un 
trabajo de igual valor, cuestión que está comprendida en el séptimo punto del orden del día 
de la reunión, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional, 
adopta, con fecha veintinueve de junio de mil novecientos cincuenta y uno, el siguiente 
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951: 
Artículo 1 
A los efectos del presente Convenio: 
a) el término remuneración comprende el salario o sueldo ordinario, básico o mínimo, y 
cualquier otro emolumento en dinero o en especie pagados por el empleador, directa o 
indirectamente, al trabajador, en concepto del empleo de este último; 
b) la expresión igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de 
obra femenina por un trabajo de igual valor designa las tasas de remuneración fijadas sin 
discriminación en cuanto al sexo. 
Artículo 2 
1. Todo Miembro deberá, empleando medios adaptados a los métodos vigentes de fijación 
de tasas de remuneración, promover y, en la medida en que sea compatible con dichos 
métodos, garantizar la aplicación a todos los trabajadores del principio de igualdad de 
remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo 
de igual valor. 
2. Este principio se deberá aplicar sea por medio de: a) la legislación nacional; 
b) cualquier sistema para la fijación de la remuneración, establecido o reconocido por la 
legislación; 
c) contratos colectivos celebrados entre empleadores y trabajadores; o d) la acción conjunta 
de estos diversos medios. 
Artículo 3 
1. Se deberán adoptar medidas para promover la evaluación objetiva del empleo, tomando 
como base los trabajos que éste entrañe, cuando la índole de dichas medidas facilite la 
aplicación del presente Convenio. 
2. Los métodos que se adopten para esta evaluación podrán ser decididos por las 
autoridades competentes en lo que concierne a la fijación de las tasas de remuneración, o 
cuando dichas tasas se fijen por contratos colectivos, por las partes contratantes. 
3. Las diferencias entre las tasas de remuneración que correspondan, independientemente 
del sexo, a diferencias que resulten de dicha evaluación objetiva de los trabajos que han de 
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efectuarse, no deberán considerarse contrarias al principio de igualdad de remuneración 
entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor. 
Artículo 4 
Todo Miembro deberá colaborar con las organizaciones interesadas de empleadores y de 
trabajadores, en la forma que estime más conveniente, a fin de aplicar las disposiciones del 
presente Convenio. 
Artículo 5 
Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al 
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 
Artículo 6 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General. 
2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Director General. 
3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 
Artículo 7 
1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo, de acuerdo con el párrafo 2 del artículo 35 de la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo, deberán indicar: 
a) los territorios respecto de los cuales el Miembro interesado se obliga a que las 
disposiciones del Convenio sean aplicadas sin modificaciones; 
b) los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del Convenio sean 
aplicadas con modificaciones, junto con los detalles de dichas modificaciones; 
c) los territorios respecto de los cuales sea inaplicable el Convenio y los motivos por los 
cuales sea inaplicable; 
d) los territorios respecto de los cuales reserva su decisión en espera de un examen más 
detenido de su situación. 
2. Las obligaciones a que se refieren los apartados a) y b) del párrafo 1 de este artículo se 
considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus mismos efectos. 
3. Todo Miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una nueva 
declaración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en virtud de los 
apartados b), c) o d) del párrafo 1 de este artículo. 
4. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de conformidad con 
las disposiciones del artículo 9, todo Miembro podrá comunicar al Director General una 
declaración por la que modifique, en cualquier otro respecto, los términos de cualquier 
declaración anterior y en la que indique la situación en territorios determinados. 
Artículo 8 
1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacional del 
Trabajo, de conformidad con los párrafos 4 y 5 del artículo 35 de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar si las disposiciones del Convenio 
serán aplicadas en el territorio interesado con modificaciones o sin ellas; cuando la 
declaración indique que las disposiciones del Convenio serán aplicadas con modificaciones, 
deberá especificar en qué consisten dichas modificaciones. 
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2. El Miembro, los Miembros o la autoridad internacional interesados podrán renunciar, 
total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior, al derecho a invocar una 
modificación indicada en cualquier otra declaración anterior. 
3. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de conformidad con 
las disposiciones del artículo 9, el Miembro, los Miembros o la autoridad internacional 
interesados podrán comunicar al Director General una declaración por la que modifiquen, 
en cualquier otro respecto, los términos de cualquier declaración anterior y en la que 
indiquen la situación en lo que se refiere a la aplicación del Convenio. 
Artículo 9 
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, 
mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después 
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 
cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 10 
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas 
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que 
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 11 
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario 
General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 
102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las 
ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los 
artículos precedentes. 
Artículo 12 
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y 
considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de 
su revisión total o parcial. 
Artículo 13 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en 
contrario: 
a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 9, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor; 



 
 

 

172 

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 
cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor. 
Artículo 14  Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente 
auténticas. 
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CONVENIO RELATIVO A LA DISCRIMINACION EN 
MATERIA DE EMPLEO Y OCUPACION. (CONVENIO 111) 
Aprobada en la fecha: 25 de junio de 1958  Por: En la cuadragésima Conferencia General de 
la OIT. Entrada en vigor general: 15 de junio de 1960, de conformidad con el artículo 8. 
Aprobación del Senado: 10 de noviembre de 1960.  Vinculación de México: 11 de 
septiembre de 1961. Ratificación.  Publicación en el D. O. F: 3 de enero de 1961 y 11 de 
agosto de 1963.  Entrada en vigor para México: 11 de septiembre de 1962. 
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, convocada en 
Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y 
congregada en dicha ciudad el 4 de junio de 1958 en su cuadragésima segunda reunión, 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la discriminación en 
materia de empleo y ocupación, cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día 
de la reunión, después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un 
convenio internacional, 
Considerando que la Declaración de Filadelfia afirma que todos los seres humanos, sin 
distinción de raza, credo o sexo, tienen derecho a perseguir su bienestar material y su 
desarrollo espiritual en condiciones de libertad y dignidad, de seguridad económica y en 
igualdad de oportunidades, y considerando además que la discriminación constituye una 
violación de los derechos enunciados por la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, adopta, con fecha veinticinco de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre la discriminación 
(empleo y ocupación), 1958: 
Artículo 1 
1. A los efectos de este Convenio, el término "discriminación" comprende:   
a) Cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, 
religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular 
o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación; 
b) Cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por efecto anular o alterar la 
igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u ocupación, que podrá ser especificada 
por el Miembro interesado previa consulta con las organizaciones representativas de 
empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, y con otros 
organismos apropiados. 
2. Las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un 
empleo determinado no serán consideradas como discriminación. 
3. A los efectos de este Convenio, los términos "empleo" y "ocupación" incluyen tanto el 
acceso a los medios de formación profesional y la admisión en el empleo y en las diversas 
ocupaciones como también las condiciones de trabajo. 
Artículo 2. Todo Miembro para el cual este Convenio se halle en vigor se obliga a 
formular y llevar a cabo una política nacional que promueva, por métodos adecuados a las 
condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad de oportunidades y de trato en materia 
de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier discriminación a este respecto. 



 
 

 

174 

Artículo 3. Todo Miembro para el cual el presente Convenio se halle en vigor se obliga, 
por métodos adaptados a las circunstancias y a las prácticas nacionales, a: 
a) Tratar de obtener la cooperación de las organizaciones de empleadores y de trabajadores 
y de otros organismos apropiados en la tarea de fomentar la aceptación y cumplimiento de 
esa política; 
b) Promulgar leyes y promover programas educativos que por su índole puedan garantizar 
la aceptación y cumplimiento de esa política; 
c) Derogar las disposiciones legislativas y modificar las disposiciones o prácticas 
administrativas que sean incompatibles con dicha política; 
d) Llevar a cabo dicha política en lo que concierne a los empleos sometidos al control 
directo de una autoridad nacional; 
e) Asegurar la aplicación de esta política en las actividades de orientación profesional, de 
formación profesional y de colocación que dependan de una autoridad nacional; 
f) Indicar en su memoria anual sobre la aplicación de este Convenio las medidas adoptadas 
para llevar a cabo esa política y los resultados obtenidos. 
Artículo 4. No se consideran como discriminatorias las medidas que afecten a una persona 
sobre la que recaiga sospecha legítima de que se dedica a una actividad perjudicial a la 
seguridad del Estado, o acerca de la cual se haya establecido que de hecho se dedica a esta 
actividad, siempre que dicha persona tenga derecho a recurrir a un tribunal competente 
conforme a la práctica nacional. 
Artículo 5 
1. Las medidas especiales de protección o asistencia previstas en otros convenios o 
recomendaciones adoptadas por la Conferencia Internacional del Trabajo no se consideran 
como discriminatorias. 
2. Todo Miembro puede, previa consulta con las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, definir como no discriminatorias 
cualesquiera otras medidas especiales destinadas a satisfacer las medidas particulares de las 
personas a las que, por razones tales como el sexo, la edad, la invalidez, las cargas de 
familia o el nivel social o cultural, generalmente se les reconozca la necesidad de protección 
o asistencia especial. 
Artículo 6. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio se obliga a aplicarlo a los 
territorios no metropolitanos, de conformidad con las disposiciones de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo. 
Artículo 7. Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su 
registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 
Artículo 8 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General. 
2. Entrará en vigor dos meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos Miembros 
hayan sido registradas por el Director General. 
3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 
Artículo 9 
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, 
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mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después 
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo, quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 
cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 10 
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas 
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que 
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 11. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con 
el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas 
las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los 
artículos precedentes. 
Artículo 12. Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del 
Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la 
cuestión de su revisión total o parcial. 
Artículo 13 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en 
contrario:   
a) La ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 9, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor; 
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor. 
Artículo 14. Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente 
auténticas.  
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CONVENIO 156 SOBRE LA IGUALDAD DE 
OPORTUNIDADES Y DE TRATO ENTRE 

TRABAJADORES Y TRABAJADORAS: TRABAJADORES 
CON RESPONSABILIDADES FAMILIARES  

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 3 junio 1981 en su sexagésima séptima reunión; 
Tomando nota de los términos de la Declaración de Filadelfia relativa a los fines y objetivos 
de la Organización Internacional del Trabajo, que reconoce que todos los seres humanos, 
sin distinción de raza, credo o sexo, tienen derecho a perseguir su bienestar material y su 
desarrollo espiritual en condiciones de libertad y dignidad, de seguridad económica y en 
igualdad de oportunidades; 
Tomando nota de los términos de la Declaración sobre la igualdad de oportunidades y de 
trato para las trabajadoras y de la resolución relativa a un plan de acción con miras a 
promover la igualdad de oportunidades y de trato para las trabajadoras, adoptadas por la 
Conferencia Internacional del Trabajo en 1975; 
Tomando nota de las disposiciones de los convenios y recomendaciones internacionales del 
trabajo que tienen por objeto garantizar la igualdad de oportunidades y de trato entre los 
trabajadores de uno y otro sexo, especialmente del Convenio y la Recomendación sobre 
igualdad de remuneración, 1951; del Convenio y la Recomendación sobre la 
discriminación (empleo y ocupación), 1958, y de la parte VIII de la Recomendación sobre 
el desarrollo de los recursos humanos, 1975; 
Recordando que el Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958, no hace 
referencia expresa a las distinciones fundadas en las responsabilidades familiares, y 
estimando que son necesarias normas complementarias a este respecto; 
Tomando nota de los términos de la Recomendación sobre el empleo de las mujeres con 
responsabilidades familiares, 1965, y considerando los cambios registrados desde su 
adopción; 
Tomando nota de que las Naciones Unidas y otros organismos especializados también han 
adoptado instrumentos sobre igualdad de oportunidades y de trato para hombres y mujeres, 
y recordando, en particular, el párrafo decimocuarto del preámbulo de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer, 1979, en el que se indica que los Estados Partes reconocen que para lograr la plena 
igualdad entre el hombre y la mujer es necesario modificar el papel tradicional tanto del 
hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia; 
Reconociendo que los problemas de los trabajadores con responsabilidades familiares son 
aspectos de cuestiones más amplias relativas a la familia y a la sociedad, que deberían 
tenerse en cuenta en las políticas nacionales; 
Reconociendo la necesidad de instaurar la igualdad efectiva de oportunidades y de trato 
entre los trabajadores de uno y otro sexo con responsabilidades familiares, al igual que 
entre éstos y los demás trabajadores; 
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Considerando que muchos de los problemas con que se enfrentan todos los trabajadores se 
agravan en el caso de los trabajadores con responsabilidades familiares, y reconociendo la 
necesidad de mejorar la condición de estos últimos a la vez mediante medidas que 
satisfagan sus necesidades particulares y mediante medidas destinadas a mejorar la 
condición de los trabajadores en general; 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la igualdad de 
oportunidades y de trato entre trabajadores y trabajadoras: trabajadores con 
responsabilidades familiares, cuestión que constituye el punto quinto del orden del día de la 
reunión, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional, 
adopta, con fecha 23 de junio de mil novecientos ochenta y uno, el presente Convenio, que 
podrá ser citado como el Convenio sobre los trabajadores con responsabilidades familiares, 
1981: 
Artículo 1 
1. El presente Convenio se aplica a los trabajadores y a las trabajadoras con 
responsabilidades hacia los hijos a su cargo, cuando tales responsabilidades limiten sus 
posibilidades de prepararse para la actividad económica y de ingresar, participar y 
progresar en ella. 
2. Las disposiciones del presente Convenio se aplicarán también a los trabajadores y a las 
trabajadoras con responsabilidades respecto de otros miembros de su familia directa que de 
manera evidente necesiten su cuidado o sostén, cuando tales responsabilidades limiten sus 
posibilidades de prepararse para la actividad económica y de ingresar, participar y 
progresar en ella. 
3. A los fines del presente Convenio, las expresiones hijos a su cargo y otros miembros de su 
familia directa que de manera evidente necesiten su cuidado o sostén se entienden en el 
sentido definido en cada país por uno de los medios a que hace referencia el artículo 9 del 
presente Convenio. 
4. Los trabajadores y las trabajadoras a que se refieren los párrafos 1 y 2 anteriores se 
designarán de aquí en adelante como trabajadores con responsabilidades familiares. 
Artículo 2 
El presente Convenio se aplica a todas las ramas de actividad económica y a todas las 
categorías de trabajadores. 
Artículo 3 
1. Con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre trabajadores y 
trabajadoras, cada Miembro deberá incluir entre los objetivos de su política nacional el de 
permitir que las personas con responsabilidades familiares que desempeñen o deseen 
desempeñar un empleo ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación y, en 
la medida de lo posible, sin conflicto entre sus responsabilidades familiares y profesionales. 
2. A los fines del párrafo 1 anterior, el término discriminación significa la discriminación en 
materia de empleo y ocupación tal como se define en los artículos 1 y 5 del Convenio sobre 
la discriminación (empleo y ocupación), 1958. 
Artículo 4 
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Con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre trabajadores y 
trabajadoras, deberán adoptarse todas las medidas compatibles con las condiciones y 
posibilidades nacionales para: 
a) permitir a los trabajadores con responsabilidades familiares el ejercicio de su derecho a 
elegir libremente su empleo; 
b) tener en cuenta sus necesidades en lo que concierne a las condiciones de empleo y a la 
seguridad social. 
Artículo 5 
Deberán adoptarse además todas las medidas compatibles con las condiciones y 
posibilidades nacionales para: 
a) tener en cuenta las necesidades de los trabajadores con responsabilidades familiares en la 
planificación de las comunidades locales o regionales; 
b) desarrollar o promover servicios comunitarios, públicos o privados, tales como los 
servicios y medios de asistencia a la infancia y de asistencia familiar. 
Artículo 6 
Las autoridades y organismos competentes de cada país deberán adoptar medidas 
apropiadas para promover mediante la información y la educación una mejor comprensión 
por parte del público del principio de la igualdad de oportunidades y de trato entre 
trabajadores y trabajadoras y acerca de los problemas de los trabajadores con 
responsabilidades familiares, así como una corriente de opinión favorable a la solución de 
esos problemas. 
Artículo 7 
Deberán tomarse todas las medidas compatibles con las condiciones y posibilidades 
nacionales, incluyendo medidas en el campo de la orientación y de la formación 
profesionales, para que los trabajadores con responsabilidades familiares puedan integrarse 
y permanecer en la fuerza de trabajo, así como reintegrarse a ella tras una ausencia debida 
a dichas responsabilidades. 
Artículo 8 
La responsabilidad familiar no debe constituir de por sí una causa justificada para poner fin 
a la relación de trabajo. 
Artículo 9 
Las disposiciones del presente Convenio podrán aplicarse por vía legislativa, convenios 
colectivos, reglamentos de empresa, laudos arbitrales, decisiones judiciales, o mediante una 
combinación de tales medidas, o de cualquier otra forma apropiada que sea conforme a la 
práctica nacional y tenga en cuenta las condiciones nacionales. 
Artículo 10 
1. Las disposiciones del presente Convenio podrán aplicarse, si es necesario, por etapas, 
habida cuenta de las condiciones nacionales, a reserva de que las medidas adoptadas a esos 
efectos se apliquen, en todo caso, a todos los trabajadores a que se refiere el párrafo 1 del 
artículo 1. 
2. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio deberá indicar en la primera 
memoria sobre la aplicación de éste, que está obligado a presentar en virtud del artículo 22 
de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, si, y con respecto a qué 
disposiciones del Convenio, se propone hacer uso de la facultad que le confiere el párrafo 1 
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del presente artículo, y, en las memorias siguientes, la medida en que ha dado efecto o se 
propone dar efecto a dichas disposiciones. 
Artículo 11 
Las organizaciones de empleadores y de trabajadores tendrán el derecho de participar, 
según modalidades adecuadas a las condiciones y a la práctica nacional, en la elaboración y 
aplicación de las medidas adoptadas para dar efecto a las disposiciones del presente 
Convenio. 
Artículo 12 
Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al 
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 
Artículo 13 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General. 
2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Director General. 
3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 
Artículo 14 
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, 
mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después 
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 
cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 15 
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas 
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que 
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 16 
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario 
General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 
102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las 
ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los 
artículos precedentes. 
Artículo 17 
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y 
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considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de 
su revisión total o parcial. 
Artículo 18 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en 
contrario: 
a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 14, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor; 
b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 
cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor. 
Artículo 19  Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente 
auténticas. 
Cross references  CONVENIOS:C100 Convenio sobre la igualdad de remuneración, 1951 
RECOMENDACIONES:R090 Recomendación sobre la igualdad de remuneración, 1951 
CONVENIOS:C111 Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958 
RECOMENDACIONES:R111 Recomendación sobre la discriminación (empleo y 
ocupación), 1958 RECOMENDACIONES:R150 Recomendación sobre el desarrollo de 
los recursos humanos, 1975 RECOMENDACIONES:R123 Recomendación sobre el 
empleo de las mujeres con responsabilidades familiares, 1965  CONSTITUCION:22 
artículo 22 de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo 
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CONVENIO 183 CONVENIO SOBRE LA PROTECCIÓN 
DE LA MATERNIDAD 

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del 
Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 30 de mayo de 2000 en su octogésima octava 
reunión; 
Tomando nota de la necesidad de revisar el Convenio sobre la protección de la maternidad 
(revisado), 1952, y de la Recomendación sobre la protección de la maternidad, 1952, a fin 
de seguir promoviendo, cada vez más, la igualdad de todas las mujeres integrantes de la 
fuerza de trabajo y la salud y la seguridad de la madre y el niño, y a fin de reconocer la 
diversidad del desarrollo económico y social de los Estados Miembros, así como la 
diversidad de las empresas y la evolución de la protección de la maternidad en la legislación 
y la práctica nacionales; 
Tomando nota de las disposiciones de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(1948), la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer (1979), la Convención de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos del Niño (1989), la Declaración de Beijing y Plataforma de Acción (1995), la 
Declaración de la Conferencia Internacional del Trabajo sobre la igualdad de 
oportunidades y de trato para las trabajadoras (1975), la Declaración de la Organización 
Internacional del Trabajo relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo y 
su seguimiento (1998), así como los convenios y recomendaciones internacionales del 
trabajo destinados a garantizar la igualdad de oportunidades y de trato para los 
trabajadores y las trabajadoras, en particular el Convenio sobre los trabajadores con 
responsabilidades familiares, 1981, y 
Teniendo en cuenta la situación de las mujeres trabajadoras y la necesidad de brindar 
protección al embarazo, como responsabilidad compartida de gobierno y sociedad, y 
Habiendo decidido adoptar varias propuestas relacionadas con la revisión del Convenio 
sobre la protección de la maternidad (revisado), 1952, y de la Recomendación sobre la 
protección de la maternidad, 1952, cuestión que constituye el cuarto punto del orden del 
día de la reunión, y Habiendo determinado que estas propuestas revistan la forma de un 
convenio internacional, adopta, con fecha quince de junio de dos mil, el siguiente convenio, 
que podrá ser citado como el Convenio sobre la protección de la maternidad, 2000. 
CAMPO DE APLICACIÓN 
Artículo 1 
A los efectos del presente Convenio, el término mujer se aplica a toda persona de sexo 
femenino, sin ninguna discriminación, y el término hijo a todo hijo, sin ninguna 
discriminación. 
Artículo 2 
1. El presente Convenio se aplica a todas las mujeres empleadas, incluidas las que 
desempeñan formas atípicas de trabajo dependiente. 
2. Sin embargo, todo Miembro que ratifique el presente Convenio podrá, previa consulta 
con las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores interesadas, excluir 
total o parcialmente del campo de aplicación del Convenio a categorías limitadas de 
trabajadores cuando su aplicación a esas categorías plantee problemas especiales de 
particular importancia. 
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3. Todo Miembro que haga uso de la posibilidad prevista en el párrafo anterior deberá 
indicar en la primera memoria que presente sobre la aplicación del Convenio, de 
conformidad con el artículo 22 de la Constitución de la Organización Internacional del 
Trabajo, las categorías de trabajadores así excluidas y los motivos de su exclusión. En las 
memorias siguientes, deberá indicar las medidas adoptadas con el fin de extender 
progresivamente la aplicación de las disposiciones del Convenio a esas categorías. 
PROTECCIÓN DE LA SALUD 
Artículo 3 
Todo Miembro, previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de 
trabajadores, deberá adoptar las medidas necesarias para garantizar que no se obligue a las 
mujeres embarazadas o lactantes a desempeñar un trabajo que haya sido determinado por 
la autoridad competente como perjudicial para su salud o la de su hijo, o respecto del cual 
se haya establecido mediante evaluación que conlleva un riesgo significativo para la salud 
de la madre o del hijo. 
LICENCIA DE MATERNIDAD 
Artículo 4 
1. Toda mujer a la que se aplique el presente Convenio tendrá derecho, mediante 
presentación de un certificado médico o de cualquier otro certificado apropiado, según lo 
determinen la legislación y la práctica nacionales, en el que se indique la fecha presunta del 
parto, a una licencia de maternidad de una duración de al menos catorce semanas. 
2. Todo Miembro deberá indicar en una declaración anexa a su ratificación del presente 
Convenio la duración de la licencia antes mencionada. 
3. Todo Miembro podrá notificar posteriormente al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo, mediante otra declaración, que extiende la duración de la 
licencia de maternidad. 
4. Teniendo debidamente en cuenta la necesidad de proteger la salud de la madre y del 
hijo, la licencia de maternidad incluirá un período de seis semanas de licencia obligatoria 
posterior al parto, a menos que se acuerde de otra forma a nivel nacional por los gobiernos 
y las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores. 
5. El período prenatal de la licencia de maternidad deberá prolongarse por un período 
equivalente al transcurrido entre la fecha presunta del parto y la fecha en que el parto tiene 
lugar efectivamente, sin reducir la duración de cualquier período de licencia obligatoria 
después del parto. 
LICENCIA EN CASO DE ENFERMEDAD O DE COMPLICACIONES 
Artículo 5 
Sobre la base de la presentación de un certificado médico, se deberá otorgar una licencia, 
antes o después del período de licencia de maternidad, en caso de enfermedad o si hay 
complicaciones o riesgo de que se produzcan complicaciones como consecuencia del 
embarazo o del parto. La naturaleza y la duración máxima de dicha licencia podrán ser 
estipuladas según lo determinen la legislación y la práctica nacionales. 
PRESTACIONES 
Artículo 6 
1. Se deberán proporcionar prestaciones pecuniarias, de conformidad con la legislación 
nacional o en cualquier otra forma que pueda ser conforme con la práctica nacional, a toda 
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mujer que esté ausente del trabajo en virtud de la licencia a que se hace referencia en los 
artículos 4 o 5. 
2. Las prestaciones pecuniarias deberán establecerse en una cuantía que garantice a la 
mujer y a su hijo condiciones de salud apropiadas y un nivel de vida adecuado. 
3. Cuando la legislación o la práctica nacionales prevean que las prestaciones pecuniarias 
proporcionadas en virtud de la licencia indicada en el artículo 4 deban fijarse con base en 
las ganancias anteriores, el monto de esas prestaciones no deberá ser inferior a dos tercios 
de las ganancias anteriores de la mujer o de las ganancias que se tomen en cuenta para 
calcular las prestaciones. 
4. Cuando la legislación o la práctica nacionales prevean que las prestaciones pecuniarias 
proporcionadas en virtud de la licencia a que se refiere el artículo 4 deban fijarse por otros 
métodos, el monto de esas prestaciones debe ser del mismo orden de magnitud que el que 
resulta en promedio de la aplicación del párrafo anterior. 
5. Todo Miembro deberá garantizar que las condiciones exigidas para tener derecho a las 
prestaciones pecuniarias puedan ser reunidas por la gran mayoría de las mujeres a las que 
se aplica este Convenio. 
6. Cuando una mujer no reúna las condiciones exigidas para tener derecho a las 
prestaciones pecuniarias con arreglo a la legislación nacional o cualquier otra forma que 
pueda ser conforme con la práctica nacional, tendrá derecho a percibir prestaciones 
adecuadas con cargo a los fondos de asistencia social, siempre que cumpla las condiciones 
de recursos exigidas para su percepción. 
7. Se deberán proporcionar prestaciones médicas a la madre y a su hijo, de acuerdo con la 
legislación nacional o en cualquier otra forma que pueda ser conforme con la práctica 
nacional. Las prestaciones médicas deberán comprender la asistencia prenatal, la asistencia 
durante el parto y la asistencia después del parto, así como la hospitalización cuando sea 
necesario. 
8. Con objeto de proteger la situación de las mujeres en el mercado de trabajo, las 
prestaciones relativas a la licencia que figura en los artículos 4 y 5 deberán financiarse 
mediante un seguro social obligatorio o con cargo a fondos públicos, o según lo determinen 
la legislación y la práctica nacionales. Un empleador no deberá estar personalmente 
obligado a costear directamente las prestaciones pecuniarias debidas a las mujeres que 
emplee sin el acuerdo expreso de ese empleador, excepto cuando: 
a) esté previsto así en la legislación o en la práctica nacionales de un Miembro antes de la 
fecha de adopción de este Convenio por la Conferencia Internacional del Trabajo, o 
b) se acuerde posteriormente a nivel nacional por los gobiernos y las organizaciones 
representativas de los empleadores y de los trabajadores. 
Artículo 7 
1. Se considerará que todo Miembro cuya economía y sistema de seguridad social no estén 
suficientemente desarrollados cumple con lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del artículo 6 si 
el monto de las prestaciones pecuniarias fijado es por lo menos equivalente al de las 
prestaciones previstas para los casos de enfermedad o de incapacidad temporal con arreglo 
a la legislación nacional. 
2. Todo Miembro que haga uso de la posibilidad enunciada en el párrafo anterior deberá 
explicar los motivos correspondientes e indicar el monto 
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previsto de las prestaciones pecuniarias en la primera memoria sobre la aplicación del 
Convenio que presente en virtud del artículo 22 de la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo. En sus memorias siguientes, deberá indicar las medidas 
adoptadas con miras a aumentar progresivamente el monto de esas prestaciones. 
PROTECCIÓN DEL EMPLEO Y NO DISCRIMINACIÓN 
Artículo 8 
1. Se prohíbe al empleador que despida a una mujer que esté embarazada, o durante la 
licencia mencionada en los artículos 4 o 5, o después de haberse reintegrado al trabajo 
durante un período que ha de determinarse en la legislación nacional, excepto por motivos 
que no estén relacionados con el embarazo, el nacimiento del hijo y sus consecuencias o la 
lactancia. La carga de la prueba de que los motivos del despido no están relacionados con el 
embarazo o el nacimiento del hijo y sus consecuencias o la lactancia incumbirá al 
empleador. 
2. Se garantiza a la mujer el derecho a retornar al mismo puesto de trabajo o a un puesto 
equivalente con la misma remuneración, al término de la licencia de maternidad. 
Artículo 9 
1. Todo Miembro debe adoptar medidas apropiadas para garantizar que la maternidad no 
constituya una causa de discriminación en el empleo, con inclusión del acceso al empleo, y 
ello no obstante el párrafo 1 del artículo 2. 
2. Las medidas a que se hace referencia en el párrafo anterior incluyen la prohibición de 
que se exija a una mujer que solicita un empleo que se someta a un examen para 
comprobar si está o no embarazada o bien que presente un certificado de dicho examen, 
excepto cuando esté previsto en la legislación nacional respecto de trabajos que: 
a) estén prohibidos total o parcialmente para las mujeres embarazadas o lactantes, o 
b) puedan presentar un riesgo reconocido o significativo para la salud de la mujer y del hijo. 
MADRES LACTANTES Artículo 10 
1. La mujer tiene derecho a una o varias interrupciones por día o a una reducción diaria 
del tiempo de trabajo para la lactancia de su hijo. 
2. El período en que se autorizan las interrupciones para la lactancia o la reducción diaria 
del tiempo de trabajo, el número y la duración de esas 
interrupciones y las modalidades relativas a la reducción diaria del tiempo de trabajo serán 
fijados por la legislación y la práctica nacionales. Estas interrupciones o la reducción diaria 
del tiempo de trabajo deben contabilizarse como tiempo de trabajo y remunerarse en 
consecuencia. 
EXAMEN PERIÓDICO 
Artículo 11 
Todo Miembro debe examinar periódicamente, en consulta con las organizaciones 
representativas de empleadores y de trabajadores, la pertinencia de extender la duración de 
la licencia de maternidad prevista en el artículo 4 o de aumentar el monto o la tasa de las 
prestaciones pecuniarias que se mencionan en el artículo 6. 
APLICACIÓN 
Artículo 12 
Las disposiciones del presente Convenio deberán aplicarse mediante la legislación, salvo en 
la medida en que se dé efecto a las mismas por medio de convenios colectivos, laudos 
arbitrales, decisiones judiciales, o de cualquier otro modo conforme a la práctica nacional. 
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DISPOSICIONES FINALES Artículo 13 
El presente Convenio revisa el Convenio sobre la protección de la maternidad (revisado), 
1952. 
Artículo 14 
Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al 
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 
Artículo 15 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General de la 
Oficina Internacional del Trabajo. 
2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Director General. 
3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 
después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 
Artículo 16 
1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de 
un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, 
mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después 
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo, quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 
cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 17 
1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas 
ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia le comuniquen los Miembros de la 
Organización. 
2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que 
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 18 
El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario 
General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 
102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las 
ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los 
artículos precedentes. 
Artículo 19 
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional 
del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y 
considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de 
su revisión total o parcial. 
Artículo 20 
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1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en 
contrario: 
a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 16, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor; 
b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio 
cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 2. Este Convenio continuará en 
vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para los Miembros que lo hayan 
ratificado y no ratifiquen el convenio revisor. 
Artículo 21 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 
  



 
 

 

189 

CONVENIO PARA LA REPRESION DE LA TRATA DE 
PERSONAS Y DE LA EXPLOTACION DE LA 

PROSTITUCION AJENA 
TEXTO ORIGINAL. 
Convenio publicado en el Diario Oficial de la Federación, el martes 19 de junio de 1956. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República. 
ADOLFO RUIZ CORTINES, Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, a sus habitantes, sabed: 
Que el veintiuno de marzo de mil novecientos cincuenta, por medio de Plenipotenciarios 
debidamente autorizados al efecto, se firmó en la ciudad de Ginebra, Suiza, un convenio 
para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena, 
cuyo texto en español y cuya forma son los siguientes: 
CONVENIO PARA LA REPRESION DE LA TRATA DE PERSONAS Y DE LA 
EXPLOTACION DE LA PROSTITUCION AJENA. 
PREAMBULO 
Considerando que la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas para fines 
de prostitución, son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana y ponen 
en peligro el bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad. 
Considerando que, con respecto a la represión de la trata de mujeres y niños, están en vigor 
los siguientes instrumentos internacionales:  
1.- Acuerdo Internacional del 18 de mayo de 1904 para la Represión de la Trata de 
Blancas, modificado por el Protocolo aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 3 de diciembre de 1948. 
2.- Convenio Internacional del 4 de mayo de 1910 para la Represión de la Trata de 
Blancas, modificado por el precitado Protocolo. 
3.- Convenio Internacional del 30 de septiembre de 1921 para la Represión de la Trata de 
Mujeres y Niños, modificado por el Protocolo aprobado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de octubre de 1947.  
4.- Convenio Internacional del 11 de octubre de 1933 para la Represión de la Trata de 
Mujeres Mayores de Edad, modificado por el precitado Protocolo. 
Considerando que la Sociedad de las Naciones redactó en 1937, un proyecto de convenio 
para extender el alcance de tales instrumentos; y 
Considerando que la evolución ocurrida en la situación desde 1937 hace posible la 
conclusión de un convenio para fusionar los instrumentos precitados en uno que recoja el 
fondo del proyecto de convenio de 1937, así como las modificaciones que se estime 
conveniente introducir; 
Por lo tanto, 
Las Partes Contratantes 
Convienen, por el presente, en lo que a continuación se establece: 
ARTICULO 1 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen a castigar a toda persona que, para 
satisfacer las pasiones de otra: 
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1.- Concertase la prostitución de otra persona, la indujere a la prostitución o la corrompiere 
con objeto de prostituírla, aún con el consentimiento de tal persona; 
2.- Explotare la prostitución de otra persona, aún con el consentimiento de tal persona. 
ARTICULO 2 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen asimismo a castigar a toda persona 
que: 
1.- Mantuviere una casa de prostitución, la administrare o a sabiendas la sostuviere o 
participare en su financiamiento; 
2.- Diere o tomare a sabiendas en arriendo, un edificio u otro local, o cualquier parte de los 
mismos, para explotar la prostitución ajena. 
ARTICULO 3 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, serán también castigados toda 
tentativa de cometer las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 y todo acto 
preparatorio de su comisión. 
ARTICULO 4 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, será también punible la participación 
intencional en los actos delictuosos mencionados en los artículos 1 y 2. 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, los actos de participación serán 
considerados como infracciones distintas en todos los casos en que ello sea necesario para 
evitar la impunidad. 
ARTICULO 5 
Cuando las personas perjudicadas tuvieren derecho, con arreglo a las leyes nacionales, a 
constituirse en parte civil respecto a cualquiera de las infracciones mencionadas en el 
presente Convenio, los extranjeros tendrán el mismo derecho en condiciones de igualdad 
con los nacionales. 
ARTICULO 6 
Cada una de las Partes en el presente Convenio conviene en adoptar todas las medidas 
necesarias para derogar o abolir cualquier ley, reglamento o disposición administrativa 
vigente, en virtud de la cual las personas dedicadas a la prostitución o de quienes se 
sospeche que se dedican a ella, tengan que inscribirse en un registro especial, que poseer un 
documento especial o que cumplir algún requisito excepcional para fines de vigilancia o 
notificación. 
ARTICULO 7 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, las condenas anteriores pronunciadas 
en Estados Extranjeros por las infracciones mencionadas en el presetne (sic) Convenio, se 
tendrán en cuenta para: 
1.- Determinar la reincidencia. 
2.- Inhabilitar al infractor para el ejercicio de sus derechos civiles o políticos. 
ARTICULO 8 
Las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 del presente Convenio serán 
consideradas como casos de extradición en todo tratado de extradición ya concertado o que 
ulteriormente se concierte entre cualesquiera de las Partes en el presente Convenio. 
Las Partes en el presente Convenio que no subordinen la extradición a la existencia de un 
tratado, deberán reconocer en adelante las infracciones mencionadas en los artículo 1 y 2 
del presente Convenio como casos de extradición entre ellas. 
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La extradición será concedida con arreglo a las leyes del Estado al que se formulare la 
petición de extradición. 
ARTICULO 9 
En los Estados cuya legislación no admita la extradición de nacionales, los nacionales que 
hubieren regresado a su propio Estado después de haber cometido en el extranjero 
cualquiera de las infracciones mencionadas en los artículos 1 y 2 del presente Convenio, 
serán enjuiciados y castigados por los tribunales de su propio Estado. 
No se aplicará esta disposición cuando, en casos análogos entre las Partes en el presente 
Convenio, no pueda concederse la extradición de un extranjero. 
ARTICULO 10 
Las disposiciones del artículo 9 no se aplicarán cuando el inculpado hubiere sido enjuiciado 
en un Estado extranjero y, en caso de haber sido condenado, hubiere cumplido su condena 
o se le hubiere condonado o reducido la pena con arreglo a lo dispuesto en las leyes de tal 
Estado Extranjero. 
ARTICULO 11 
Ninguna de las disposiciones del presente Convenio deberá interpretarse en el sentido de 
prejuzgar la actitud de cualquiera de las Partes respecto a la cuestión general de los límites 
de la jurisdicción penal en derecho internacional. 
ARTICULO 12 
El presente Convenio no afecta al principio de que las infracciones a que se refiere habrán 
de ser definidas, enjuiciadas y castigadas, en cada Estado, conforme a sus leyes nacionales. 
ARTICULO 13 
Las Partes en el presente Convenio estarán obligadas a ejecutar las comisiones rogatorias 
relativas a las infracciones mencionadas en este Convenio, conforme a sus leyes y prácticas 
nacionales. 
La transmisión de comisiones rogatorias se efectuará: 
1.- Por comunicación directa entre las autoridades judiciales; 
2.- Por comunicación directa entre los Ministros de Justicia de los dos Estados, o por 
comunicación directa de otra autoridad competente del Estado que formulare la solicitud al 
Ministro de Justicia del Estado al cual le fuese formulada la solicitud; o 
3.- Por conducto del representante diplomático o consular del Estado que formulare la 
solicitud, acreditado en el Estado al cual le fuese formulada la solicitud; tal representante 
enviará las comisiones rogatorias directamente a la autoridad judicial competente o a la 
autoridad indicada por el gobierno del Estado al cual le fuese formulada la solicitud, y 
deberá recibir, directamente de tal autoridad, los documentos que constituyan la ejecución 
de las comisiones rogatorias. 
En los casos 1 y 3 se enviará siempre una copia de la comisión rogatoria a la autoridad 
superior del Estado al cual le fuese formulada la solicitud. 
Salvo acuerdo en contrario, las comisiones rogatorias serán redactadas en el idioma de la 
autoridad que formulare la solicitud, pero el Estado al cual le fuese formulada la solicitud, 
podrá pedir una traducción a su propio idioma, certificada conforme al original por la 
autoridad que formulare la solicitud. 
Cada una de las Partes en el presente Convenio notificará a cada una de las demás Partes 
cuál o cuáles de los medios de transmisión anteriormente mencionados reconocerá para las 
comisiones rogatorias de tal Parte. 
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Hasta que un Estado haya hecho tal notificación, se seguirá en vigor el procedimiento que 
utilice normalmente en cuanto a las comisiones rogatorias. 
La ejecución de las comisiones rogatorias no dará lugar a reclamación de reembolso por 
derechos o gastos de ninguna clase, salvo los gastos de peritaje. 
Nada de lo dispuesto en el presente artículo deberá interpretarse en el sentido de 
comprometer a las Partes en el presente Convenio a adoptar en materia penal cualquier 
forma o método de prueba que sea incompatible con sus leyes nacionales. 
ARTICULO 14 
Cada una de las Partes en el presente Convenio establecerá o mantendrá un servicio 
encargado de coordinar y centralizar los resultados de las investigaciones sobre las 
infracciones a que se refiere el presente Convenio. 
Tales, servicios tendrán a su cargo la compilación de toda la información que pueda 
facilitar la prevención y el castigo de las infracciones a que se refiere el presente Convenio y 
deberán mantener estrechas relaciones con los servicios correspondientes de los demás 
Estados. 
ARTICULO 15 
En la medida en que lo permitan las leyes nacionales, y en que las autoridades encargadas 
de los servicios mencionados en el artículo 14 lo estimaren conveniente, tales autoridades 
deberán suministrar a las encargadas de los servicios correspondientes en otros Estados, los 
datos siguientes: 
1.- Información detallada respecto a cualquiera de las infracciones mencionadas en el 
presente Convenio o a las tentativas de cometerlas; 
2.- Información detallada acerca de cualquier enjuiciamiento, detención, condena, negativa 
de admisión o expulsión de personas culpables de cualquier de las infracciones 
mencionadas en el presente Convenio, así como de los desplazamientos de tales personas y 
cualesquiera otros datos pertinentes. 
Los datos suministrados en esta forma habrán de incluir la descripción de los infractores, 
sus impresiones digitales, fotografías, métodos de operación, antecedentes policiales y 
antecedentes penales. 
ARTICULO 16 
Las partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar medidas para la prevención 
de la prostitución y para la rehabilitación y adaptación social de las víctimas de la 
prostitución y de las infracciones a que se refiere el presente Convenio, o a estimular la 
adopción de tales medidas, por sus servicios públicos o privados de carácter educativo, 
sanitario, social, económico y otros servicios conexos. 
ARTICULO 17 
Las partes en el presente Convenio se comprometen a adoptar o mantener, en relación con 
la inmigración y la emigración, las medidas que sean necesarias, con arreglo a sus 
obligaciones en virtud del presente Convenio, para combatir la trata de personas de uno u 
otro sexo para fines de prostitución. 
En especial se comprometen: 
1.- A promulgar las disposiciones reglamentarias que sean necesarias para proteger a los 
inmigrantes o emigrantes, y en particular a las mujeres y a los niños, tanto en el lugar de 
llegada o de partida como durante el viaje. 
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2.- Adoptar disposiciones para organizar una publicidad adecuada en que se advierta al 
público el peligro de dicha trata. 
3.- A adoptar las medidas adecuadas para garantizar la vigilancia en las estaciones de 
ferrocarril, en los aeropuertos, en los puertos marítimos y durante los viajes y en otros 
lugares públicos, a fin de impedir la trata internacional de personas para fines de 
prostitución. 
4.- A adoptar las medidas adecuadas para informar a las autoridades competentes de la 
llegada de personas que prima facie parezcan ser culpables o cómplices de dicha trata o 
víctimas de ella. 
ARTICULO 18 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen, con arreglo a las condiciones 
prescritas en sus leyes nacionales, a tomar declaraciones a las personas extranjeras 
dedicadas a la prostitución, con objeto de establecer su identidad y estado civil y de 
determinar las causas que les obligaron a salir de su Estado. Las (sic) datos obtenidos serán 
comunicados a las autoridades del Estado de origen de tales personas, con miras a su 
repatriación eventual. 
ARTICULO 19 
Las Partes en el presente Convenio se comprometen, con arreglo a las condiciones 
prescritas en sus leyes nacionales y sin perjuicio del enjuiciamiento o de otra acción por 
violaciones de sus disposiciones, en cuanto sea posible: 
1.- A adoptar las medidas adecuadas para proporcionar ayuda y mantener a las víctimas 
indigentes de la trata internacional de personas para fines de prostitución, mientras se 
tramita su repatriación; 
2.- A repatriar a las personas a que se refiere el artículo 18 que desearen ser repatriadas o 
que fueren reclamadas por personas que tengan autoridad sobre ellas, o cuya expulsión se 
ordenare conforme a la ley. La repatriación se llevará a cabo únicamente previo acuerdo 
con el Estado de destino en cuanto a la identidad y la nacionalidad de las personas de que 
se trate, así como respecto al lugar y a la fecha de llegada a las fronteras. Cada una de las 
Partes en el presente Convenio facilitará el tránsito de tales personas a través de su 
territorio. 
Cuando las personas a que se refiere el párrafo precedente no pudieren devolver el importe 
de los gastos de su repatriación y carecieren de cónyuge, parientes o tutores que pudieren 
sufragarlos, la repatriación hasta la frontera, el puerto de embarque o el aeropuerto más 
próximo en dirección del Estado de origen, será costeada por el Estado de residencia y el 
coste del resto del viaje será sufragado por el Estado de origen. 
ARTICULO 20 
Las Partes en el presente Convenio, si no lo hubieren hecho ya, deberán adoptar las 
medidas necesarias para la inspección de las agencias de colocación, a fin de impedir que 
las personas que buscan trabajo en especial las mujeres y los niños, se expongan al peligro 
de la prostitución. 
ARTICULO 21 
Las Partes en el presente Convenio comunicarán al Secretario General de las Naciones 
Unidas las leyes y reglamentos que ya hubieren sido promulgados en sus Estados y, en lo 
sucesivo, comunicarán anualmente toda ley o reglamento que promulgaren respecto a las 
materias a que se refiere el presente Convenio, así como toda medida adoptada por ellas en 
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cuanto a la aplicación del Convenio. Las informaciones recibidas serán publicadas 
periódicamente por el Secretario General y enviadas a todos los Miembros de las Naciones 
Unidas y a los Estados no miembros a los que se comunique oficialmente el presente 
Convenio con arreglo al artículo 23. 
ARTICULO 22 
En caso de que surgiere una controversia entre las Partes en el presente Convenio, respecto 
a su interpretación o aplicación, y que tal controversia no pudiere ser resuelta por otros 
medios, será sometida a la Corte Internacional de Justicia, a petición de cualquiera de las 
partes en la controversia. 
ARTICULO 23 
El presente Convenio quedará abierto a la firma de todo Miembro de las Naciones Unidas, 
así como de cualquier otro Estado al cual el Consejo Económico y Social hubiere dirigido 
una invitación al efecto. 
El presente Convenio será ratificado y los instrumentos de ratificación serán depositados en 
la Secretaría General de las Naciones Unidas. 
Los Estados a que se refiere el párrafo primero, que no hayan firmado el Convenio, podrán 
adherirse a él. 
La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en la 
Secretaría General de las Naciones Unidas.  
A los efectos del presente Convenio, el término “Estado” comprenderá igualmente a todas 
las colonias y territorios bajo fideicomiso de un Estado que firme el Convenio o se adhiera a 
él, así como a todos los demás territorios de cuyas relaciones internacionales sea responsable 
tal Estado. 
ARTICULO 24 
El presente Convenio entrará en vigor noventa días después de la fecha de depósito del 
segundo instrumento de ratificación o adhesión. 
Respecto a cada Estado que ratifique el Convenio, o se adhiera a él, después del depósito 
del segundo instrumento de ratificación o adhesión, el Convenio entrará en vigor noventa 
días después del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesión. 
ARTICULO 25 
Transcurridos cinco años después de su entrada en vigor, cualquier Parte en el presente 
Convenio podrá denunciarlo mediante notificación por escrito dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
Tal denuncia surtirá efecto, con respecto a la Parte que la formule, un año después de la 
fecha en que sea recibida por el Secretario General de las Naciones Unidas. 
ARTICULO 26 
El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los Miembros de las 
Naciones Unidas y a los Estados no miembros a los que se refiere el artículo 23: 
a) De las firmas, ratificaciones y adhesiones, recibidas con arreglo al artículo 23; 
b) De la fecha en que el presente Convenio entrará en vigor, con arreglo al artículo 24; 
c) De las denuncias recibidas con arreglo al artículo 25. 
ARTICULO 27 
Cada parte en el presente Convenio se compromete a adoptar, de conformidad con su 
Constitución, las medidas legislativas o de otra índole necesarias para garantizar la 
aplicación del presente Convenio. 
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ARTICULO 28 
Las disposiciones del presente Convenio abrogarán, en las relaciones entre las Partes en el 
mismo, las disposiciones de los instrumentos internacionales mencionados en los incisos 1, 
2, 3 y 4 del segundo párrafo del Preámbulo, cada uno de los cuales se considerará caducado 
cuando todas las Partes en el mismo hayan llegado a ser Partes en el presente Convenio. 
EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados para ello por sus 
respectivos Gobiernos, han firmado el presente Convenio, el cual ha sido abierto a la firma 
en Lake Success, Nueva York, el 21 de marzo de mil novecientos cincuenta, y del cual se 
enviará una copia certificada conforme al original por el Secretario General a todos los 
Estados Miembros de la Organización de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros 
a los cuales se refiere el artículo 23. 
PROTOCOLO FINAL 
Nada en el presente Convenio podrá interpretarse en perjuicio de cualquier legislación que, 
para la aplicación de las disposiciones encaminadas a la represión de la trata de personas y 
de la explotación de la prostitución ajena, prevea condiciones más severas que las 
estipuladas (sic) por el presente Convenio. 
Las disposiciones de los artículos 23 a 26 inclusive del Convenio, se aplicarán a este 
Protocolo. 
Que el preinserto Convenio fue aprobado por la H. Cámara de Senadores del Congreso de 
la Unión, el día veintinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, según 
decreto publicado en el “Diario Oficial” del veintiocho de febrero de mil novecientos 
cincuenta y cinco. 
Que el Instrumento de Adhesión fue depositado el día veintiuno de febrero del presente 
año ante la Secretaría General de las Naciones Unidas, en la ciudad de Nueva York, N. Y., 
Estados Unidos de América. 
En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del artículo 89 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, promulgo el 
presente decreto en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la ciudad de México, a los 
dieciséis días del mes de mayo de mil novecientos cincuenta y seis.- Adolfo Ruiz Cortines.- 
Rúbrica.- El Subsecretario de Relaciones Exteriores, José Gorostiza.- Rúbrica. 
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